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La crisis económica tambaleó los cimientos 
sociales de Europa, dando paso a un momento 
crucial como el actual, donde el proyecto social 
europeo debe renovarse. Recuperar la con-
fianza sobre la base de un nuevo pacto social 
basado en la protección y los derechos socia-
les, que respondan a las necesidades de todas 
las generaciones y de las familias europeas de 
hoy, es una necesidad urgente. 

Las sociedades europeas, tras la crisis econó-
mica, exigen a los actores económicos una ina-
plazable responsabilidad social sobre sus accio-
nes que se traduzca en compromisos efectivos. 
Un compromiso no sólo medioambiental, sino 
que incluya también la lucha contra la desigual-
dad social y la promoción de la igualdad real 
entre hombres y mujeres. Retos sociales de los 
que depende también el crecimiento econó-
mico del futuro. 

En este sentido, las políticas de conciliación 
deben ser un instrumento clave para lograr una 
mirada más amplia, un verdadero enfoque de 
“corresponsabilidad” que comprometa a las 
instituciones y a las empresas, a los varones y 

sociedad en su conjunto, superando la visión de 
la conciliación como un “asunto de las mujeres 
trabajadoras”. 

Ante el reto de la exclusión social, las políticas 
efectivas de conciliación son también un an-
tídoto frente a la pobreza, pues permitirían a 
más personas de familias trabajadoras conciliar 
y mantener sus empleos, en vez de verse obli-
gadas a abandonar el mercado de trabajo para 
cuidar, constituyendo por tanto una red de 
protección para todas las familias. 

Los permisos bien remunerados y los acuerdos 
de flexibilidad laboral podemos pensarlos como 
un derecho de ausencia del trabajo para cui-
dar, o un derecho de “corresponsabilidad con el 
cuidado” que debe ser compatible con un mer-
cado laboral socialmente responsable. 

La conciliación no puede verse sólo como un 
beneficio para las familias jóvenes. Es un dere-
cho de todos y de todas en distintos momentos 
del ciclo vital, que responde a necesidades de 
todas las generaciones y que mejora las condi-
ciones de empleo, el bienestar laboral y la pro-

Prólogo 
La conciliación como camino hacia la 

corresponsabilidad real
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ductividad de todas las empresas e institucio-
nes que cuentan con medidas para garantizar la 
conciliación de la vida personal y familiar. 

El reto demográfico, el envejecimiento de la 
población y la desigualdad de género son re-
tos inaplazables en las sociedades europeas que 
requieren de una combinación de ambiciosas 
políticas de conciliación que garanticen la co-
rresponsabilidad de toda la sociedad ante estos 
desafíos. Por eso, si la Unión Europea quiere 
recuperar la confianza de las sociedades euro-
peas en unas instituciones comprometidas con 
la cohesión social como pilar fundamental del 
proyecto europeo, debe jugar un papel clave 
liderando respuestas integrales que armonicen 
las acciones de los diversos estados miembros 
frente a estos retos, para lograr un crecimiento 
económico más justo y más sostenible.

Desde UNAF venimos trabajando desde hace 
años con este enfoque, de la mano de COFA-
CE Families Europe, para promover ante las 
instituciones europeas la adopción de la Di-
rectiva de equilibrio de la vida personal, fami-
liar y laboral aprobada recientemente (abril de 
2019).                        

La Directiva es un buen paso en este sentido, 
pero exigirá complementarse con una verdade-
ra perspectiva de género y una mirada en tér-
minos de corresponsabilidad en todas las polí-
ticas públicas, desde el nivel europeo y hasta el 

nivel local, que afecten a la organización social 
del tiempo, mercado laboral, derechos de las 
familias, etc. 

Una buena implementación de esta Directiva 
requerirá medidas legislativas y no legislativas 
basadas en tres pilares fundamentales: 

•	 Disponibilidad de RECURSOS ECONÓ-
MICOS para las familias que permitan ni-
veles de vida dignos y prevención de la po-
breza. 

•	 SERVICIOS DE ATENCIÓN asequibles, 
accesibles y de calidad para garantizar el 
cuidado de todas las generaciones, meno-
res y mayores. 

•	 Nueva ORGANIZACIÓN del TIEMPO, 
a través de permisos y de fórmulas flexi-
bles del tiempo de trabajo que promuevan 
la corresponsabilidad. 

Con la vocación de aportar un análisis detalla-
do y en profundidad sobre las políticas públicas 
de conciliación que se desarrollan actualmen-
te en los distintos países de la Unión Euro-
pea, presentamos este informe que analiza la 
trayectoria de las políticas de conciliación en 
el ámbito europeo y sus principales caracterís-
ticas teniendo en cuenta estos tres pilares fun-
damentales: recursos, servicios y organización 
del tiempo. 
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Tres pilares básicos a desarrollar para que las 
familias, a lo largo de todo el ciclo vital, puedan 
realmente llevar adelante sus trayectorias vi-
tales, sociales, profesionales y familiares desde 
un verdadero enfoque de corresponsabilidad 
para todos y todas, mejorando así su bienestar 
y sus derechos como familias. 

Quiero agradecer a la investigadora Dª Inés 
Campillo su trabajo y dedicación en la realiza-
ción de este informe que nos permite seguir 
profundizando en el trabajo que UNAF desa-
rrolla, tanto a nivel nacional como internacio-
nal, en el ámbito de los derechos de las familias 
con una perspectiva de género. 

Desde UNAF nos gustaría que sirviera para 
enriquecer un debate social en torno a la co-
rresponsabilidad que las asociaciones de fami-
lias y el movimiento feminista demandan desde 
hace tiempo, y que necesariamente exige de 
la participación activa y del compromiso de las 
organizaciones sociales y empresariales, de las 
instituciones públicas y privadas, y de la socie-
dad en su conjunto. Porque la corresponsabi-
lidad es un objetivo posible, necesario e irre-
nunciable. 

Ascensión Iglesias Redondo
Presidenta de UNAF
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Las políticas de conciliación de la vida laboral, 
personal y familiar desempeñan un papel cada 
vez más importante en la sociedad contem-
poránea. Los desajustes a los que responden 
y las medidas que se ofrecen ocupan un lugar 
central en la agenda política y ciudadana, por 
más que la crisis económica de la última déca-
da rebajara puntualmente su prioridad en favor 
de problemas como el desempleo o la preca-
riedad (con los que guarda, no obstante, una 
estrecha relación).

La recuperación económica y la relajación de 
las políticas de austeridad, así como la eclosión 
del movimiento feminista, han contribuido a la 
revitalización de este asunto en el debate pú-
blico, tanto en España –donde se están trami-
tando diversas leyes, como la de permisos pa-
rentales iguales e intransferibles o la de tiempo 
de trabajo corresponsable– como en Europa, 
donde se está discutiendo la implementación 
de la Directiva Europea de Conciliación. 

La conciliación de la vida laboral, personal y 
familiar remite, con una denominación relati-
vamente reciente, a un problema más profun-

do y más antiguo: el conflicto que se plantea 
entre las demandas del trabajo asalariado y las 
responsabilidades familiares de cuidado. La 
tensión entre las dinámicas del mercado labo-
ral y la provisión de cuidados se resolvía, hasta 
hace no tanto, con una rígida división sexual 
del trabajo: el modelo de familia de “varón sus-
tentador” (Lewis, 1992) implicaba una estricta 
especialización de tiempos y actividades, con 
los hombres dedicados a tiempo completo al 
mercado laboral y las mujeres confinadas en su 
rol de madres y amas de casa. De este modo, 
ese modelo familiar se convertía en el “gran 
mecanismo de conciliación” de la época (Sa-
raceno, 2006: 31). 

La incorporación de las mujeres al mercado 
de trabajo a lo largo de las últimas décadas 
(ver gráfico 1.1) ha supuesto el colapso de ese 
modelo. El aumento de la participación labo-
ral femenina se ha visto influida por el acceso 
de las mujeres a la educación superior, la ex-
pansión del sector servicios y la reducción de 
los salarios y de la seguridad en el empleo en 
el capitalismo neoliberal. Pero también debe 
entenderse como la expresión de un cambio 

1. Introducción
El porqué de las políticas de conciliación
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cultural más profundo, que ha traído consigo 
la diversificación de las pautas familiares y los 
estilos de vida, así como la difusión de nuevos 
valores y actitudes. El paso del modelo familiar 
de “varón sustentador” al de “dos sustentado-
res”, el aumento de la inestabilidad familiar, el 
alargamiento de la esperanza de vida y la mul-
tiplicación de los hogares unipersonales y las 
familias monomarentales, han puesto al des-
cubierto el conjunto de tareas domésticas y de 
cuidado familiar y personal de las que antes se 
hacían cargo las mujeres, y que ahora se hace 
difícil cubrir. Es lo que las economistas femi-
nistas han llamado “la crisis de los cuidados”. 

Este profundo cambio sociocultural no ha evi-
tado que el grueso de ese trabajo doméstico y 
de cuidados siga recayendo, mayormente, so-
bre las mujeres, que asumen lo que Arlie Ho-
chschild (1989) llamó “el segundo turno” que 
les espera a muchas de ellas al volver del em-
pleo a casa. Pero es cierto que también se han 
desarrollado diversos arreglos sociales para 
externalizar una parte de ese trabajo fuera de 
las familias y lograr su provisión por medio del 
Estado y/o el mercado (desde las escuelas in-
fantiles al empleo del hogar), y para incentivar 
el compromiso de los hombres con el cuidado. 
Las políticas de conciliación de la vida laboral, 
familiar y personal pueden verse como un es-
fuerzo en múltiples direcciones por reducir los 
desajustes y aliviar las tensiones que plantea la 

“crisis de los cuidados” y promover la corres-
ponsabilidad.

El desarrollo de las políticas de conciliación y 
la evolución de los conflictos a los que busca 
dar respuesta no deben separarse del contexto 
económico-político que los rodea. En las últi-
mas tres o cuatro décadas el “modelo social” 
de Europa se ha visto erosionado por la des-
regulación laboral, la precarización del empleo 
y el estancamiento de los salarios, los recortes 
del Estado de bienestar y la privatización de 
los servicios públicos, las políticas económicas 
restrictivas y el aumento de la desigualdad. Así 
las cosas, si bien es cierto que la conciliación 
de la vida laboral y familiar se ha convertido 
en un área de intervención prioritaria para los 
Estados de bienestar europeos desde los años 
noventa, lo ha hecho dentro de un contexto 
económico-político que muchas veces camina 
en dirección contraria y obstaculiza el logro de 
sus objetivos. Por esa y otras razones, la conci-
liación sigue siendo una asignatura pendiente. 

Este cuadro general debe completarse con 
una mención a las variedades nacionales: las 
dinámicas sociales y las políticas públicas en 
torno a la conciliación de la vida familiar y la-
boral han adoptado una forma distinta en cada 
país. Como puede verse en el gráfico 1.1, se ha 
producido un proceso generalizado de incor-
poración de las mujeres al mercado laboral (si 
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Evolución de la tasa de actividad femenina Gráfico 1.1

Fuente:  OCDE.
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bien su participación es más heterogénea que 
la de los hombres), pero el momento y el ritmo 
han variado notablemente: en Suecia o Dina-
marca el porcentaje de mujeres que tienen un 
trabajo remunerado o buscan empleo creció 
muy pronto hasta estabilizarse en torno al 75% 
en los años ochenta; en países como Alema-
nia o Francia siguió un ritmo más lento y hasta 
el cambio de siglo no superó el 65%, mientras 
que en países como Grecia o Italia las tasas de 
actividad femeninas giran en torno al 60% y el 
55% respectivamente a día de hoy. 

España es un caso singular porque se partía 
de una situación de rezago inicial pero, desde 
finales de los años ochenta, la tasa de activi-
dad de las mujeres ha crecido a gran veloci-
dad hasta estabilizarse en torno al 70% a partir 
de 2012, por encima de Francia y lejos de su 
vecino italiano (el caso de Portugal, que vivió 
la incorporación laboral de las mujeres mu-
cho antes, es también particular, y responde 
en gran medida al impulso de Revolución de 
los Claveles, ver Fishman, 2010). Además de 
desarrollarse de formas diferentes, este pro-
ceso ha conocido también retrocesos en algu-
nos países: en el gráfico 1.1 se incluye el caso 
de Polonia, que es representativo del resto de 
repúblicas exsoviéticas, en las cuales la parti-
cipación laboral de las mujeres descendió du-
rante los años noventa para recuperarse en la 
década siguiente (el retroceso de Suecia y Di-

namarca parece responder más bien a la grave 
recesión económica que vivieron a comienzos 
de la década de los noventa). 

La diversidad de las dinámicas sociales nacio-
nales va acompañada de la variedad de  políti-
cas públicas de cada país. Como veremos más 
adelante, la investigación social ha tendido 
a agrupar a los países de diferentes zonas en 
función de los rasgos que comparten sus “re-
gímenes” de bienestar, empleo y conciliación. 
Dentro de la enorme heterogeneidad de las 
políticas públicas, pueden distinguirse diferen-
tes lógicas que informan el desarrollo y los re-
sultados de cada uno de los regímenes. Uno de 
los propósitos de este trabajo es ofrecer una 
panorámica de esta diversidad de regímenes y 
políticas, con el fin de estimular la imaginación 
política y enriquecer el debate público. 

Por último, a la hora de analizar la conexión 
entre dinámicas sociales y políticas públicas 
también hemos de prestar atención a los efec-
tos de retroalimentación que pueden darse y 
que pueden consolidar ciertas inercias insti-
tucionales o impulsar determinados cambios 
sociales. En concreto, hemos de considerar 
cómo han cambiado las propias familias que 
son objeto de las políticas de conciliación: por 
un lado, el tamaño de los hogares se ha reduci-
do conforme aumentaba la esperanza de vida y 
disminuía la fecundidad; por otro, los hogares 
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Dificultad para conciliar el trabajo y la familia Gráfico 1.2

Fuente:  Encuesta Europea de Condiciones de Trabajo, 2015.

Notas: La pregunta en concreto era así “En los últimos 12 meses, ¿con qué frecuencia ha sentido que el trabajo le impedía 
dedicarle el tiempo que quería a su familia?”.
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se han vuelto más inestables y diversos, al au-
mentar el número de divorcios y separaciones, 
de cohabitaciones y hogares unipersonales, o 
de hijos/as fuera del matrimonio, familias de 
madres lesbianas o padres gays, familias mo-
noparentales (la mayoría, monomarentales). 
Pero también hemos de dirigir nuestra aten-
ción a los cambios graduales en las actitudes 
de hombres y mujeres, que contribuyen a re-
configurar las relaciones de género y la división 
sexual del trabajo, así como a las preferencias 
de la gente a la hora de tomar decisiones rela-
tivas al empleo y la familia. 

Las políticas de conciliación de la vida laboral, fa-
miliar y personal se proponen aliviar los desajus-
tes y conflictos entre las exigencias contradic-
torias del mercado de trabajo y las necesidades 
de cuidado familiar y personal. Estas tensiones 
se manifiestan en decisiones tan íntimas como 
tener un hijo o dónde vivir, y afectan a aspectos 
de nuestra vida como las relaciones amorosas, 
el cuidado de nuestros familiares o nuestras 
carreras laborales. Lo que las personas vivimos 
como problemas y malestares individuales se 
incrusta en procesos sociales más profundos, 
que el diseño y la aplicación de políticas públicas 
puede ayudar a moldear, en un grado u otro, en 
función de su dirección y su ambición. 

El análisis de las políticas de conciliación, por 
tanto, pasa no sólo por el examen minucioso 

de la forma y el alcance de estas políticas, sino 
también por el estudio del contexto social al 
que se aplican y los deseos, las insatisfaccio-
nes y las necesidades expresadas por la gente 
a la que pretenden favorecer. En el gráfico 1.2 
podemos ver un indicador de la experiencia 
subjetiva de los problemas de conciliación: las 
respuestas que dan las personas encuestadas a 
la pregunta de con qué frecuencia han sentido 
que el trabajo les impidiera dedicarle el tiem-
po deseado a su familia durante el último año. 
Como puede apreciarse, en promedio alrede-
dor de cuatro de cada diez personas señalan 
que lo han sentido así algunas o la mayoría de 
las veces. En el caso de España, esta propor-
ción llega casi a la mitad y una de cada cinco 
personas siente que el trabajo le impide dedi-
car el tiempo que querría a su familia siempre 
o la mayor parte del tiempo. Ciertamente, hay 
que comparar los datos de los diferentes paí-
ses con cautela, pues las respuestas recabadas 
están sujetas también a las distintas expecta-
tivas que albergue la gente en cada lugar. Pero 
el gráfico deja claro que estamos ante un pro-
blema de primer orden.  

El objetivo de este informe es doble: en pri-
mer lugar, se propone ofrecer una panorámica 
de las principales políticas de conciliación en 
la Unión Europea (atendiendo, en la medida 
de lo posible por la limitación de espacio, a los 
detalles cualitativos de algunas de ellas); y en 
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segundo lugar, pretende identificar los enfo-
ques dominantes, los casos ejemplares, las ca-
rencias y los retos a enfrentar, tanto a escala 
europea como, en particular, para el caso de 
España. 

Para ello, el informe está estructurado del 
siguiente modo. En el segundo apartado, se 
hace una presentación más completa del con-
cepto de “políticas de conciliación”, así como 
de los objetivos e instrumentos asociados a ella 
y de su evolución, al tiempo que se presenta 
un sencillo esquema teórico para analizar su 
variedad. En los tres siguientes apartados, se 
examinan respectivamente tres grupos de po-
líticas de conciliación: las que guardan relación 
con el “tiempo” que deja disponible el trabajo, 
los “servicios” provistos por el Estado, y el “di-
nero” que proporcionan diferentes prestacio-
nes. En cada uno de estos tres apartados se 
desgranan diversos indicadores relativos a las 
políticas de conciliación comparando la situa-
ción de los 28 países que conforman la Unión 
Europea. Por último, se incluyen unas conclu-
siones en las que se aborda de forma resumida 
los contenidos del informe y se reflexiona so-
bre las deficiencias y los retos a afrontar apun-
tados en el análisis previo.
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2.1. En busca de una definición

La expresión “conciliar”, referida a los encajes 
y equilibrios entre las exigencias del empleo 
y las relaciones familiares, se ha popularizado 
desde hace un tiempo y ha saltado de los do-
cumentos políticos y los trabajos académicos 
al lenguaje coloquial. Sin embargo, el término 
apenas se utilizaba hasta hace dos décadas, 
cuando su uso estaba restringido a la esfera de 
la legislación social europea, donde se acuñó 
y desarrolló en un inicio. De allí se trasladaría, 
poco a poco, al vocabulario académico, al dis-
curso mediático y al lenguaje común. 

No existe una definición unívoca y consen-
suada de “políticas de conciliación”. Es más, 
hay varios términos en circulación que, aun 
encerrando significados o énfasis diversos, 
se utilizan comúnmente de forma indistinta 
para abarcar el mismo tipo de políticas, como 
son “políticas favorables a la familia” (fami-
ly-friendly policies), “políticas favorables a la 
mujer” (woman-friendly policies), “políticas de 
equilibrio entre trabajo y vida” (work-life ba-

lance policies), o “políticas de conciliación en-
tre la vida laboral, personal y familiar” (recon-
ciliation of work, private and family life policies) 
o, circunscrito al contexto español, “políticas 
de corresponsabilidad”. Todas estas expresio-
nes tienen algo en común: marcan una ruptura 
con el contenido normativo de las políticas fa-
miliares tradicionales, que tendían a legitimar 
la división sexual del trabajo propia del modelo 
de familia del varón sustentador, y ponen el 
foco en nuevos objetivos políticos, entre los 
que destacan el aumento de la participación 
laboral femenina y, más en general, la igualdad 
de oportunidades entre hombres y mujeres. 
Por esta razón, hay quien se ha referido a este 
tipo de políticas como “segunda generación de 
políticas familiares” (Flaquer, 2000: 28). 

Podemos definir las políticas de conciliación 
de la vida laboral y familiar como aquellas po-
líticas destinadas a ampliar los recursos (ren-
ta, servicios y tiempo) para hacer compatible 
el cuidado familiar con la participación en el 

2. Las políticas de conciliación: 
¿Qué son y de dónde vienen?
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mercado de trabajo de hombres y mujeres. 
Esta definición reelabora la que ofrece la Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE), que restringe la con-
ciliación de la vida laboral y familiar a concilia-
ción de trabajo y crianza (OCDE, 2007: 13). 

A diferencia del uso habitual de la expresión 
que hacen la OCDE y la mayoría de estudios 
europeos sobre políticas de conciliación, que 
se ocupan principalmente de la conciliación de 
la vida laboral y el cuidado infantil o la crianza, 
la definición usada aquí abarca intencionada-
mente todos los tipos de cuidados, incluido 
el llamado –en la terminología institucional 
europea– “cuidado de larga duración” (long-
term care): esto es, el cuidado de las personas 
mayores y/o en situación de dependencia. 

Esta opción no es del todo original, pero pue-
de resultar controvertida (Daly y Lewis, 1998), 
porque hace más complejo el análisis en tres 
sentidos: en primer lugar, los diferentes tipos 
de cuidados suelen ser competencia de dis-
tintos cuerpos administrativos; en segundo 
lugar, las políticas en una u otra área pueden (y 
suelen) responder a distintos fines y no tienen 
la misma relevancia en la agenda política; por 
último, estas políticas son estudiadas habitual-
mente de forma independiente. 

No obstante estas dificultades, cualquier in-
vestigación que adopte una perspectiva de 

género sensible al problema de los cuidados ha 
de incluir, dentro de la definición de las políti-
cas de conciliación, aquellas referidas a los cui-
dados de larga duración, pues tanto el cuidado 
infantil como el de las personas en situación de 
dependencia forman parte de los cuidados ne-
cesarios y tradicionalmente realizados por las 
mujeres. En este sentido,  ambos tienen efec-
tos sobre, y se ven afectados por, los cambios 
sociales mencionados en el apartado anterior: 
las nuevas pautas laborales de las mujeres, las 
transformaciones de los hogares y el envejeci-
miento de la población. 
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2.2. Objetivos e instrumentos 

Las políticas de conciliación de la vida laboral 
y familiar movilizan tres tipos de recursos bá-
sicos: 

1.	 Tiempo. Los recursos temporales de con-
ciliación se refieren básicamente a la re-
gulación, flexibilización y reducción del 
tiempo de trabajo, los permisos y las ex-
cedencias. 

2.	 Servicios. Los recursos de servicios de 
conciliación hacen referencia a los servi-
cios de cuidado y educación infantil has-
ta la edad de escolarización obligatoria, la 
atención domiciliaria, los servicios de cui-
dadores informales o profesionales en el 
hogar, los centros de día y las residencias 
para personas ancianas o en situación de 
dependencia.

3.	 Prestaciones económicas. Los recursos 
económicos de conciliación se refieren a: 
prestaciones monetarias de la seguridad 
social y beneficios fiscales. 

Todos estos instrumentos de política pública 
constituirían el abanico completo de medidas 
que los gobiernos pueden tomar a la hora de 
poner en marcha una determinada política de 
conciliación de la vida laboral y familiar. No 

obstante, los poderes públicos eligen y prio-
rizan unas medidas sobre otras atendiendo a 
una serie de factores: desde las posiciones po-
lítico-ideológicas de los actores hasta los con-
textos institucionales en los que operan, pa-
sando por los “marcos interpretativos” de que 
disponen para conceptualizar el problema que 
se pretende solventar (Lombardo y Bustelo, 
2007) o el objetivo primordial que se pretenda 
alcanzar con ellas. De ahí que exista una gran 
variabilidad en las políticas de conciliación de la 
vida laboral y familiar entre un país u otro. 

Los principales objetivos políticos que han 
guiado las diferentes políticas de conciliación 
de la vida laboral y familiar en Europa han sido: 
la ampliación de la participación laboral feme-
nina, el aumento de la natalidad y la corres-
ponsabilidad; aunque estas políticas también 
han contemplado la lucha contra la pobreza 
infantil y la promoción del desarrollo infantil, 
la atención a las necesidades crecientes deri-
vadas del envejecimiento de la población o el 
impulso de nuevas áreas de mercado.

A menudo se ha pretendido que una sola me-
dida o paquete de medidas de conciliación 
puede favorecer todos esos objetivos políticos 
a la vez. Aunque es evidente que los unos no 
tienen por qué estar reñidos con los otros, no 
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debería presuponerse que sean siempre nece-
sariamente complementarios: una política de 
conciliación cuyo objetivo sea ampliar la par-
ticipación laboral de las mujeres puede tener 
como consecuencia la disminución de la des-
igualdad de género en el empleo, pero también 
puede tener efectos no deseados, como au-
mentar la carga total de trabajo de las mujeres, 
limitar su deseo de descendencia o imposibi-
litar la atención a sus criaturas o familiares en 
situación de dependencia (especialmente en 
el caso de las familias monomarentales).   

Los efectos de una determinada política de 
conciliación variarán según el tipo de medi-
das que se hayan priorizado para la consecu-
ción del objetivo primordial y según también 
el contexto cultural e institucional en el que 
se inserten. Volviendo al ejemplo anterior: no 
es lo mismo impulsar la participación laboral 
femenina en un contexto en el que existe un 
sistema de educación infantil universal, gra-
tuito y de calidad que hacerlo donde la oferta 
de educación infantil es mayormente privada, 
costosa y de menor calidad. Tampoco es lo 
mismo impulsar la participación laboral feme-
nina allí donde hay tasas de desempleo míni-
mas, las jornadas laborales semanales son más 
reducidas o el trabajo a tiempo parcial no es 
sinónimo de precariedad. Como han señalado 
Lewis y Daly, “el significado de reformas que 
parecen muy similares sobre el papel puede 

ser muy diferente, debido al contexto en el que 
aquellas se insertan y porque la motivación que 
se esconde tras ellas es a menudo diferente” 
(1998: 14). Esta precaución es especialmente 
importante en el área que nos ocupa, en la que 
el impulso, los marcos interpretativos y los ob-
jetivos dominantes han provenido de la Unión 
Europea y han debido trasladarse y adaptarse a 
contextos culturales y trayectorias institucio-
nales muy diferentes. 
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2.3. Breve historia de las políticas de conciliación 

1	  El Plan de Acción Social de la Comunidad Económica Europea.

2	  Como los documentos del I Programa Comunitario de Igualdad de Oportunidades para las Mujeres (1981-1985) o los del II 
Programa (1986-1990).

2.3.1. La conciliación como prioridad 
europea

La suerte de las políticas de conciliación de la 
vida laboral y familiar en la mayoría de países 
miembros está irremediablemente ligada a la 
agenda política europea. De hecho, como se 
ha apuntado anteriormente, la propia expresión 
“conciliación de la vida laboral y familiar” nace 
en la Unión Europea. Aparece por primera vez 
en un documento1 de 1974, en el que la Co-
munidad se comprometía a “asegurar que las 
responsabilidades de todos los afectados pue-
dan ser conciliadas con sus aspiraciones labora-
les” (Comisión de las Comunidades Europeas, 
1974: 8). Desde sus orígenes, el objetivo euro-
peo de la conciliación se halla estrechamente 
vinculado al objetivo de la igualdad de trato en el 
empleo, en la línea del Artículo 119 del Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Económica Eu-
ropea (1957).

El término, sin embargo, no vuelve a aparecer 
en la normativa europea hasta finales de los 

años ochenta (Stratigaki, 2004; Caracciolo di 
Torella y Masselot, 2010). En el ínterin, otra 
expresión con tintes políticos muy diferentes 
ocupa su lugar: el reparto igualitario de trabajo 
remunerado y familiar entre hombres y mujeres. 
Esta expresión, reivindicación histórica del mo-
vimiento feminista, se introduce en el preám-
bulo de la Declaración de las Naciones Unidas 
de la Conferencia Mundial sobre las Mujeres 
que tuvo lugar en México en 1975 y, de ahí, se 
traslada a los textos de otras organizaciones in-
ternacionales, como la Comunidad Económica 
Europea. De esta forma, en los años ochenta, 
diversos documentos2 consideran el reparto del 
trabajo remunerado y familiar un requisito clave 
para la igualdad de género, pese a que la pers-
pectiva dominante siga siendo la de la igualdad 
de trato en el empleo. Para impulsar ese reparto, 
los programas animan a los Estados miembros a 
promover el desarrollo de permisos parentales, 
la inversión en atención y educación infantil y la 
reorganización del tiempo de trabajo. 

No obstante, a finales de los años ochenta, en 
la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales 
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Fundamentales de los Trabajadores (1989), re-
aparece el término conciliación. En el capítulo 
dedicado a la igualdad de trato para hombres y 
mujeres, la Carta recomienda el desarrollo de 
medidas que “permitan a hombres y mujeres 
conciliar sus obligaciones ocupacionales y fa-
miliares” (cit. en Stratigaki, 2004: 42). A partir 
de entonces, los Programas Comunitarios de 
Igualdad de Oportunidades abandonan el len-
guaje del reparto del trabajo y lo sustituyen por 
el lenguaje de la conciliación. 

Ahora bien, las políticas europeas de concilia-
ción no experimentan un gran impulso hasta la 
década de los noventa. La conciliación de la vida 
laboral y familiar deja entonces de ser un área 
subsidiaria, objeto únicamente de recomenda-
ciones, programas de acción y demás legislación 
no vinculante, para convertirse en un terreno 
clave de la agenda política. Una serie de opor-
tunidades políticas facilitan esta transforma-
ción: la existencia de redes de mujeres, creadas 
a la sombra de los programas comunitarios de 
igualdad de oportunidades, con cierto acceso al 
proceso de toma de decisiones; la entrada en 
vigor, en 1993, del Tratado de Maastricht, que 
amplía el poder del Parlamento Europeo y per-
mite una mayoría cualificada en el Consejo para 
aprobar medidas relacionadas con la igualdad de 
oportunidades en el mercado; y la entrada en la 

3	  Esta división se basa, con algunos cambios, en la temporalización de Caracciolo di Torella y Masselot (2010).

Unión Europea de Finlandia, Suecia y Austria, 
tres países con un largo recorrido en políticas 
de igualdad (Pollack y Hafner-Burton, 2000).

No obstante, el desarrollo de las políticas de 
conciliación europeas no ha seguido una ten-
dencia lineal ni un enfoque completamente 
coherente. Su prioridad dentro de la agenda 
social europea, el número e intensidad de los 
instrumentos recomendados para abordarla y 
los diversos objetivos políticos perseguidos han 
variado, si bien el énfasis principal siempre ha 
estado en el empleo: en el aumento de la parti-
cipación laboral de las mujeres. 

Pueden distinguirse tres fases en la evolución 
de las políticas de conciliación en la Unión Eu-
ropea desde los años noventa3: la década de los 
noventa; el periodo desde finales de los noventa 
hasta 2010, año de profundización de la crisis 
económica y de giro en las políticas de austeri-
dad de la Unión Europea; y una tercera fase que 
se prolongaría desde entonces hasta la actuali-
dad, en la que toma protagonismo el paradigma 
de la inversión social, con su énfasis en la lucha 
contra la pobreza infantil y en los cuidados de 
larga duración, y el objetivo de promover el rol 
cuidador de los hombres, incentivando el uso 
que hacen de las herramientas de conciliación 
existentes.
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-Primera fase: década de los noventa

En esta fase las políticas europeas de concilia-
ción se desarrollan principalmente a través de 
instrumentos directos y vinculantes de política 
pública, las directivas, si bien éstas conviven 
con recomendaciones y programas de acción 
varios. Cuatro son las directivas clave para la 
promoción de la conciliación en este periodo. 
En primer lugar, la directiva 92/85/CEE rela-
tiva a la seguridad de las trabajadoras embara-
zadas, aprobada en 1992, obliga a los Estados 
miembros a reconocer un permiso mínimo de 
maternidad de catorce semanas, así como per-
misos retribuidos en caso de pruebas médicas 
o desempeño de un trabajo en condiciones de 
riesgo para el embarazo (Consejo de la Unión 
Europea, 1992). 

En segundo lugar, la directiva 96/34/CE relati-
va al permiso parental, suscrita en 1996, reco-
noce el derecho individual de padres trabajado-
res y madres trabajadoras con al menos un año 
de antigüedad en el empleo a una excedencia, 
recomendablemente remunerada e intransfe-
rible, para el cuidado de niños y niñas meno-
res de ocho años, con una duración mínima de 
tres meses y con derecho a mantenimiento del 
puesto de trabajo (Consejo de la Unión Euro-
pea, 1996). 

En tercer lugar, la directiva 97/81/CE relativa 
al trabajo a tiempo parcial, aprobada en 1997, 
prohíbe las desigualdades de condiciones y de-
rechos de las personas trabajadoras a tiempo 
parcial en relación a quienes trabajan a tiempo 
completo, y promueve la creación de empleos 
a tiempo parcial, así como el paso flexible del 
tiempo completo a parcial o viceversa (Consejo 
de la Unión Europea, 1997). 

Por último, la directiva 99/70/EC sobre el tra-
bajo temporal prohíbe –en línea con la directiva 
97/81/CE de trabajo parcial– las desigualda-
des en condiciones y derechos de las personas 
trabajadoras temporales con respecto a quie-
nes trabajan a tiempo completo (excepto para 
quienes obtienen empleo a través de agencias 
de empleo temporal), y fuerza a los gobiernos a 
introducir medidas para impedir el uso excesivo 
de este tipo de contratos (Consejo de la Unión 
Europea, 1999).

Los derechos que recogen estas directivas se 
corresponden con algunas de las medidas de 
acción recomendadas por los más ambiciosos 
planes de acción y otras formas de legislación 
“blanda” del periodo, como el III Programa 
Comunitario de Igualdad de Oportunidades 
para Mujeres y Hombres (1991-1995) (Euro-
pean Commission, 1995) o la Recomendación 
92/85/CEE del Consejo sobre Cuidado Infantil 
(Council of the European Communities, 1992). 
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Las cuatro directivas mencionadas se compa-
decían bien con las recomendaciones de po-
lítica económica y de empleo impulsadas por 
la Comisión Europea desde principios de los 
noventa. El Libro Blanco sobre “Crecimien-
to, competitividad, empleo” de 1993 proponía 
crear 15 millones de empleos hasta el fin de si-
glo e identificaba a las mujeres como un “grupo 
particular” desfavorecido en relación al empleo, 
por lo que planteaba el refuerzo de medidas de 
igualdad, como la eliminación de ciertas medi-
das fiscales o de seguridad social discriminato-
rias, como una condición necesaria para la pro-
moción de su participación laboral (European 
Commission, 1993: 141). La prominencia de los 
objetivos de empleo se percibe, asimismo, en 
el Libro Blanco sobre “Política social europea. 
Un paso adelante para la Unión” de 1994, que 
abogaba por la transformación del Modelo So-
cial Europeo, que debía pasar “del objetivo de la 
asistencia al objetivo de la creación de empleo” 
(European Commission, 1994: 11). Para ello, se 
recomendaba la aprobación de directivas en el 
campo del empleo atípico y, concretamente, 
en el campo del empleo a tiempo parcial, y la 
implementación de “una directiva marco que 
cubra los temas de la conciliación de la vida 
profesional y familiar”, con el fin de “facilitar la 
plena integración de las mujeres en el mercado 
de trabajo” (European Commission, 1994: 31).

-Segunda fase: finales de los noventa-2010

La consonancia entre los objetivos de empleo y 
las políticas de igualdad de oportunidades eu-
ropeas, especialmente las políticas de concilia-
ción, se refuerza a finales de los años noventa, 
cuando éstas se trasladan al primer plano de la 
política pública europea a través de la Estrategia 
Europea de Empleo, puesta en marcha en 1997 
en la Cumbre de Luxemburgo. En un primer 
momento, las directrices de esta estrategia in-
cluían una línea de acción dirigida a “reforzar las 
políticas de igualdad de oportunidades” y, más 
específicamente, incorporaban un subapartado 
denominado “Conciliando el trabajo y la vida 
familiar”, en el que se animaba a los estados 
miembros a implementar políticas sobre tiem-
po parcial, permisos parentales o servicios de 
atención a la infancia y a las personas en situa-
ción de dependencia, “a fin de apoyar la entra-
da y la continuidad de mujeres y hombres en el 
mercado de trabajo” (Council of the European 
Union, 1997).

En 2003, el pilar dedicado a la igualdad de 
oportunidades desaparece de las directrices de 
la Estrategia Europea de Empleo, supuesta-
mente como consecuencia de la adopción del 
principio de la “transversalidad de género” en 
todas las políticas de la Unión (Lewis, 2006). 
A partir de entonces, la conciliación de la vida 
laboral y familiar aparece incluida en el pilar de-
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nominado “Mejorar la calidad y la productivi-
dad del trabajo” (Consejo de la Unión Europea, 
2003, 2005, 2008). 

La Estrategia Europea de Empleo no estable-
ce estrategias claras ni instrumentos vinculan-
tes, sino que se basa en un modelo “volunta-
rista” de gobernanza: el Método Abierto de 
Coordinación (MAC). Este modelo supone 
un movimiento desde la regulación vinculante 
(directivas) a los instrumentos no vinculantes 
de política pública. La adopción de nueva re-
gulación se hace depender de la persuasión: 
las instituciones europeas acuerdan una serie 
de objetivos generales de actuación y constru-
yen indicadores para facilitar la comparación e 
identificar las mejores prácticas. Los estados 
miembros, por su parte, deben elaborar Planes 
de Reforma Nacionales que recojan las actua-
ciones previstas para alcanzar esos objetivos, y 
deben participar en el proceso de seguimiento, 
evaluación, revisión y control de las actuaciones 
del resto de estados miembros (Moreno y Se-
rrano, 2009). 

En el marco de esta estrategia, el Consejo de 
la Unión Europea establece unos objetivos de 
conciliación de la vida laboral y familiar claros 
para el 2010: todos los Estados miembros de-
berían alcanzar una tasa de empleo total supe-
rior al 70%, una tasa de empleo femenino su-
perior al 60% (Consejo de la Unión Europea, 

2003), una tasa mínima de cobertura de la 
atención infantil de 0 a 3 años del 33% y una 
tasa mínima de cobertura de la atención infantil 
de 3 años a la edad de escolarización del 90% 
(European Council, 2002). Para ello, los esta-
dos miembros pueden hacer uso de los diversos 
instrumentos recomendados –tiempo parcial 
o flexibilidad de los tiempos y condiciones de 
trabajo, permisos para el cuidado, servicios de 
atención infantil y a personas en situación de 
dependencia–, pero cada país es libre de prio-
rizar unos instrumentos sobre otros y de decidir 
los ritmos, los criterios –público/privado, co-
lectivo, individual, universalidad/selectividad– y 
las medidas concretas que va a utilizar para al-
canzar tales objetivos. 

La integración de las políticas de igualdad de 
oportunidades y, específicamente, de las políti-
cas de conciliación, en la Estrategia Europea de 
Empleo no significa que éstas desaparecieran 
de los programas comunitarios para la igualdad 
de oportunidades ni de la regulación vinculante 
europea. Con respecto a los programas comu-
nitarios, el IV Programa de Acción Comunitario 
de Igualdad de Oportunidades para Mujeres y 
Hombres (1996-2000) introduce el principio 
de la “transversalidad de género”, que se con-
vierte en principio central de los siguientes pro-
gramas de igualdad (V Programa de Igualdad de 
Oportunidades, 2001-2006; Plan de trabajo 
para la igualdad de mujeres y hombres, 2006-
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2010). No obstante, dos décadas después, 
no puede afirmarse que tal principio haya sido 
implementado de forma efectiva o haya su-
puesto un viraje en las políticas de conciliación 
europeas, aunque sí ha supuesto la marginación 
de las medidas de acción positiva (Stratigaki, 
2005; Lombardo y Meier, 2006). 

En cuanto a los instrumentos de política de 
conciliación vinculantes, merece la pena seña-
lar que la Carta de los Derechos Fundamenta-
les de la Unión Europea, que recogía tanto el 
derecho a la protección contra el despido por 
causas relacionadas con la maternidad, como el 
derecho a disfrutar de un permiso remunerado 
de maternidad o parental, se incluye en 2007 
en el Tratado de Lisboa, con lo que se convierte 
en vinculante jurídicamente y, por ello, apelable 
al Tribunal Europeo de Justicia (Caracciolo di 
Torella y Masselot, 2010). 

Asimismo, en la primera mitad del periodo se 
aprueban dos directivas clave en el campo de 
la igualdad de oportunidades en el empleo: la 
directiva 2002/73/CE (Parlamento Europeo y 
Consejo de la Unión Europea, 2002), que mo-
dificaba la Directiva 76/207/CEE relativa a la 
aplicación del principio de igualdad de trato en-
tre hombres y mujeres en lo que se refiere al ac-
ceso al empleo, a la formación y a la promoción 
profesionales, y a las condiciones de trabajo; y la 
Directiva 2006/54/CE (Parlamento Europeo 

y Consejo de la Unión Europea, 2006), relativa 
a la aplicación del principio de igualdad de opor-
tunidades e igualdad de trato entre hombres y 
mujeres en asuntos de empleo y ocupación.

En octubre de 2008, la Comisión de las Co-
munidades Europeas publica una comunicación 
titulada “Un mejor equilibrio entre vida y traba-
jo: más apoyo a la conciliación de la vida profe-
sional, privada y familiar”, que marca un giro en 
la terminología utilizada en este campo: de “po-
líticas de conciliación de la vida laboral y fami-
liar” a “políticas de conciliación de la vida labo-
ral, personal y familiar” o “políticas de equilibrio 
entre trabajo y vida” (Comisión de las Comu-
nidades Europeas, 2008). Este viraje responde 
a la intención de ampliar el enfoque, poniendo 
el énfasis en una flexibilización del tiempo de 
trabajo que incluya también a quienes no tienen 
hijos/as pero deben cuidar de sus progenitores 
o familiares. 

La comunicación propone dos objetivos funda-
mentales: fortalecer el derecho de las personas 
trabajadoras a permisos familiares, en línea con 
las recomendaciones del Plan de trabajo para 
la igualdad (2006-2010), que proponía mo-
dificar las directivas 92/85/CEE de protección 
a las trabajadoras embarazadas y la directiva 
96/34/CE de permisos parentales; y asegurar 
la igualdad de trato de las personas que ejercen 
una actividad autónoma. Con respecto al pri-
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mer objetivo, se realizan dos acciones . Por un 
lado, se propone revisar la ya desfasada directiva 
92/85/CEE de maternidad. La nueva propues-
ta plantea mejorar la seguridad y la salud en el 
trabajo de la trabajadora embarazada, que sigue 
concibiéndose como una baja por enfermedad, 
incluyendo nuevas realidades, y ampliando la 
duración tanto del permiso obligatorio postna-
tal (de 2 a 6 semanas) como del permiso total 
de maternidad (de 14 a 18 o 20 semanas). Tras 
siete años de negociaciones, la propuesta fue 
retirada en 2015, por falta de acuerdo y la ne-
gativa de los agentes sociales.

En cambio, los agentes sociales sí aprueban 
una segunda acción en esta área: la directiva 
2010/18/UE relativa a la aplicación del Acuer-
do marco revisado sobre el permiso parental, 
que enmienda la directiva 96/34/CE (Con-
sejo de la Unión Europea, 2010). Aunque no 
introduce grandes novedades, esta normativa 
aumenta la duración mínima de aquél de tres a 
cuatro meses, estableciendo que al menos uno 
de ellos sea intransferible, anima a los estados 
miembros a ajustar las condiciones de acceso y 
las normas de aplicación del permiso parental a 
las necesidades de quienes tienen menores con 
una discapacidad o una enfermedad de larga 
duración, y recomienda que se facilite una re-
incorporación flexible al trabajo tras el disfrute 
del permiso parental.

En el mismo año, siguiendo las prioridades mar-
cadas por la comunicación de la Comisión en 
2008, se aprueba la directiva 2010/41/UE 
sobre la aplicación del principio de igualdad de 
trato entre hombres y mujeres que ejercen una 
actividad autónoma. 

-Tercera fase: 2010-actualidad

Con el agravamiento de la crisis económica y 
el viraje de la Unión Europea hacia un rígido 
programa austericida, los principales objetivos 
marcados por la Estrategia Europea de Empleo 
para 2010 se quedan sin cumplir en muchos 
estados miembros. En 2010, la Comisión Eu-
ropea impulsa una nueva versión de la Estrate-
gia Europea de Empleo llamada “Europa 2020. 
Una estrategia europea para un crecimiento in-
teligente, sostenible e integrador”, que se plan-
tea objetivos de empleo más modestos: desa-
parece el objetivo del 60% de tasa de empleo 
femenino y se establece el objetivo general de 
conseguir una tasa de empleo de la población 
entre 20 y 64 años del 75% (European Com-
mission, 2010). De este modo, pese a seguir 
siendo una línea de acción, la conciliación des-
aparece de las prioridades de la agenda política 
de la Unión Europea durante tres o cuatro años. 

Sin embargo, la cuestión ha reaparecido en los 
últimos cinco años, de la mano del “Paquete de 
Inversión Social” de la Comisión Europea (Eu-
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ropean Commission, 2013), con su Recomen-
dación “Invertir en la infancia” y sus orientacio-
nes en relación a los cuidados de larga duración 
(European Commission, 2013b). Gracias a la 
presión de organizaciones como COFACE Fa-
milies Europe, el Parlamento Europeo propuso 
2014 como Año Europeo de la Conciliación de 
la Vida Familiar y Laboral. Asimismo, en 2017, 
el Pilar Europeo de Derechos Sociales procla-
mó, en sus principios 9, 11 y 18, que el acceso a 
servicios de cuidado de calidad es un derecho 
básico de niños y niñas, padres, madres y per-
sonas con necesidades o responsabilidades de 
cuidado. Esta declaración motivó que la Comi-
sión presentara una propuesta de directiva de 
“equilibrio entre trabajo y vida para progenito-
res y personas cuidadoras”, cuyo fin era regular 
ciertos mínimos que debían cumplir los estados 
miembros en relación a los permisos de pater-
nidad, parental y para cuidados a familiares en-
fermos o en situación de dependencia. 

Tras dos años de negociaciones, a principios de 
2019 se llega a un preacuerdo que rebaja, en 
varios puntos, la ambición de la propuesta ini-
cial de la Comisión4. De este modo, la futura 

4	  La propuesta inicial de la Comisión preveía la conversión total del permiso parental de cuatro meses ya existente en un permiso 
enteramente remunerado (al menos al 66% del salario previo) e intransferible, y extendía su posibilidad de disfrute hasta los 
doce años del/de la menor. También planteaba la remuneración, al menos al 66% del salario previo, del permiso para atender 
enfermedades graves o dependencia de un familiar y reconocía el derecho de padres y madres (de niños/as hasta doce años) y 
personas cuidadoras a solicitar fórmulas de trabajo flexible –teletrabajo, horarios flexible, reducción de jornada– para ocuparse 
de sus obligaciones familiares. 

directiva reconocerá el derecho de los padres 
y de “segundos progenitores” a un permiso de 
paternidad de al menos 10 días laborables, re-
munerado como mínimo al nivel de la baja por 
enfermedad (66% del salario previo), siempre 
que se haya trabajado para el empleador duran-
te al menos seis meses. El permiso parental de 
al menos 4 meses hasta los ocho años del/de la 
menor ya reconocido en la legislación europea 
se reformará para incluir la obligación de ha-
cer dos de ellos necesariamente remunerados 
(al nivel que marquen los estados miembros) 
e intransferibles y para extender el derecho a 
parejas del mismo sexo, siempre que se haya 
trabajado para el empleador al menos un año. 
Se introducirá también un permiso de mínimo 5 
días al año para cuidar a familiares gravemente 
enfermos o en situación de dependencia, pero 
su remuneración quedará a la voluntad de los 
gobiernos nacionales. Por último, se reconoce-
rá el derecho de padres y madres de menores 
de 8 años y personas trabajadoras cuidadoras 
de otros familiares a reclamar fórmulas flexibles 
de trabajo, ya sean horarios flexibles, reduccio-
nes de jornada o teletrabajo. 
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2.4. La diversidad de las políticas de conciliación y los regímenes 
de bienestar

Las políticas de conciliación son plurales por la 
variada combinación de instrumentos de po-
lítica pública que movilizan, pero también por 
los contextos culturales e institucionales que 
las modelan y que son, a su vez, modelados por 
ellas. A esos contextos se les ha denominado 
“regímenes de bienestar”. De forma más pre-
cisa, los regímenes de bienestar hacen refe-
rencia a “los ordenamientos cualitativamente 
diferentes entre Estado, mercado y familia” 
(Esping-Andersen, 1993: 47) en la provisión 
del bienestar. 

Aunque existen distintas tipologías, la más uti-
lizada es la formulada por el sociólogo danés 
Gøsta Esping-Andersen (1993, 2000), que 
diferencia tres tipos ideales de regímenes de 
bienestar: el régimen liberal o anglosajón, el 
conservador o continental y el socialdemó-
crata o nórdico. En los estudios de bienestar 
europeos es habitual complementar esta cla-
sificación con un cuarto tipo, el régimen de 
bienestar mediterráneo, que incluiría a los paí-
ses del sur de Europa (Ferrera, 1996). Cada 
uno de estos regímenes se caracterizaría por 
una determinada interacción entre el sector 
público, el mercado y las familias, por fomentar 
un determinado tipo de estratificación social, 

por una concepción diferente de los derechos 
sociales de ciudadanía y por una significación 
distinta del sentido de la división sexual del tra-
bajo y de las relaciones de género. 

Los regímenes anglosajones, como Reino 
Unido e Irlanda, se han caracterizado históri-
camente por un liberalismo individualista y un 
familiarismo institucionalizados que han juga-
do en contra de políticas de bienestar univer-
salistas. El mercado privado y las familias (o, 
más bien, las mujeres) han sido los principales 
proveedores de bienestar y la asistencia so-
cial estatal ha estado reservada a situaciones 
de pobreza y exclusión. Esto es, el bienestar 
de las familias en estos países ha dependido 
fundamentalmente de la participación en el 
mercado, la capacidad adquisitiva y los lazos y 
herencias familiares. A pesar del calado de la 
ideología familiarista, las tasas de empleo fe-
menino son relativamente altas en estos paí-
ses, si bien la relación de las mujeres con el 
empleo se ha caracterizado tradicionalmente 
por la discontinuidad y por las altas tasas de 
empleo a tiempo parcial. Frente a la esca-
sa cobertura estatal, esta pauta laboral se ha 
convertido en la primera estrategia de con-
ciliación de las mujeres y las familias. De ahí 
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que el modelo liberal de conciliación haya sido 
denominado el modelo de “un sustentador y 
medio” (Lewis, 2001). Pero las familias (y las 
mujeres) despliegan otras estrategias de con-
ciliación, entre las que cabe subrayar el ac-
ceso a los servicios privados de cuidados, que 
en estos países están muy desarrollados y son 
variados y flexibles, y el recurso a la ayuda de 
familiares. No obstante, sólo las familias de 
clase media y alta pueden permitirse costear el 
precio de unos servicios privados de cuidados 
de calidad, lo que genera una estratificación 
familiar dual. La principal forma de interven-
ción estatal son los beneficios fiscales y los 
incentivos para la provisión de cuidados en el 
mercado. No obstante, el sector de los servi-
cios de cuidados, tradicionalmente débil, se ha 
desarrollado significativamente en los últimos 
veinte años, especialmente en el área de cui-
dado y educación infantil. 

Los regímenes continentales o corporativis-
tas, como Alemania, Austria, Bélgica, Francia 
u Holanda, proceden de una tradición fuerte-
mente estatista, corporativista y religiosa. Se-
gún Esping-Andersen, estos regímenes se han 
caracterizado tradicionalmente por un sistema 
público de servicios sociales poco desarrollado 
(salvo Francia, más próxima a los países nór-
dicos en este sentido), por un mercado priva-
do del bienestar marginal (aunque creciente 
en los últimos veinte años) y, en cambio, por 

un potente sistema de seguridad social que 
garantiza generosos derechos a las personas 
empleadas, mayoritariamente varones cabeza 
de familia. Estos derechos aparecen, además, 
fuertemente vinculados a la situación y estatus 
laboral, lo que significa que existe una marcada 
segregación en cuanto al tipo y alcance de los 
derechos y subsidios según el tipo de ocupa-
ción y el tiempo que se haya estado trabajan-
do. Esta segregación afecta especialmente a 
las mujeres, dado que su estatus como trabaja-
doras suele ser más precario. De ahí que estos 
regímenes apenas tengan efectos redistribu-
tivos. La influencia histórica de la Iglesia y los 
partidos democristianos da cuenta, en buena 
parte, de la persistencia de una ideología fami-
liarista que ha dado por hecho la división sexual 
del trabajo en las familias. Así, salvo en Francia, 
donde los servicios de cuidados están muy de-
sarrollados, las ayudas estatales a las familias 
han consistido tradicionalmente en beneficios 
fiscales y transferencias monetarias para com-
pensar el trabajo de cuidados en el hogar, lo 
que ha tendido a desincentivar la participación 
laboral femenina. De hecho, la tasa de empleo 
femenino ha sido tradicionalmente baja en es-
tos países y se ha caracterizado también por la 
discontinuidad y el tiempo parcial. No obstan-
te, en los últimos veinte años, el empleo feme-
nino, incluso el empleo materno, ha crecido 
mucho en estos países y el impulso europeo a 
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la conciliación se ha traducido también, como 
en los regímenes liberales, en la promoción de 
los servicios de cuidados, especialmente en el 
área de cuidado y educación infantil. 

Por último, Esping-Andersen agrupa a los paí-
ses nórdicos, como Suecia y Dinamarca, en el 
régimen socialdemócrata. Este sería producto 
principalmente de la fortaleza histórica de los 
partidos socialdemócratas y los sindicatos, y de 
las alianzas entre las organizaciones de mujeres 
y la socialdemocracia. Esta combinación de 
fuerzas explicaría que estos países presenten 
un mercado del bienestar casi inexistente y, en 
cambio, un extenso sistema estatal de seguri-
dad social y de servicios sociales de cuidados. 
De hecho, el desarrollo de un sistema universal 
de servicios de cuidado infantil de 0 a 6 años 
y de servicios de distinto tipo para personas en 
situación de dependencia está en la base de 
la temprana y masiva integración de las mu-
jeres escandinavas en el mercado de trabajo. 
No obstante, en las últimas dos décadas, los 
países nórdicos han promovido el desarrollo de 
un mercado de cuidados, con la introducción 
de sistemas de cheques o bonos para escuelas, 
servicios sanitarios de atención primaria o cui-
dados a personas en situación de dependencia 
(Peterson, 2017; Pelling, 2019).

Esta triple tipología de regímenes del bienestar 
ha sido ampliada por algunos autores (Ferrera, 

1996; Moreno, 1997; Guillén y León, 2011), 
que han defendido que los países mediterrá-
neos o del sur de Europa –Portugal, Italia, 
España y Grecia– no son simplemente reza-
gados del modelo continental, como sostie-
ne Esping-Andersen, sino que conforman un 
modelo de bienestar con una tradición y unas 
características distintivas. Estos países com-
parten ciertas peculiaridades institucionales y 
políticas: unos mercados de trabajo precariza-
dos y con altas tasas de paro; unos programas 
de transferencia de rentas caracterizados por 
una alta protección en ciertos casos (pensio-
nes) y grandes zonas de protección exigua o 
de total desprotección (familia; dependencia; 
vivienda); la influencia de la religión; una pre-
sencia fuerte del sector privado en muchos 
ámbitos de provisión de servicios; una mezcla 
peculiar entre sector público y privado; y un 
familiarismo peculiar, que no involucra sólo a 
la familia nuclear sino también a la familia ex-
tensa (Naldini, 2006). Son precisamente las 
solidaridades familiares las que han sustituido 
tradicionalmente la falta de y la poca flexibi-
lidad de los servicios públicos y privados de 
cuidados. Exceptuando a Portugal, las tasas de 
empleo femenino han sido especialmente ba-
jas en los países mediterráneos hasta recien-
temente, si bien la relación de las mujeres con 
el empleo se ha caracterizado –a diferencia de 
lo que ha ocurrido en los países anglosajones y 
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continentales– por la continuidad y el tiempo 
completo. No obstante, cabe subrayar la es-
pectacular transformación que está sufriendo 
el familiarismo mediterráneo en los últimos 
años (Guillén y León, 2011; León y Migliavac-
ca, 2013; Calzada y Brooks, 2013) y que se 
manifiesta en la transformación de las actitu-
des hacia la familia y los estilos de vida, en las 
altas tasas de empleo de las mujeres entre 25 y 
49 años (en España y Portugal, esas tasas son 
similares a las de Suecia y Dinamarca) y en el 
creciente (aunque insuficiente) desarrollo de 
los servicios de educación infantil y de aten-
ción a la dependencia.   

Si bien las investigadoras feministas han sub-
rayado que la tipología cuatripartita que aca-
bamos de presentar no es del todo adecuada 
para captar las especificidades de las diferen-
cias de género y de la organización de los dis-
tintos cuidados (infantiles o de personas con 
dependencia) en los diferentes países (Lewis, 
1992; Bettio y Plantenga, 2004), aquí vamos 
a utilizarla para facilitar la exposición, lectu-
ra y análisis de los datos de los 28 países que 
conforman la Unión Europea en la actualidad. 
Aunque no es considerado propiamente como 
un régimen de bienestar distintivo, agrupare-
mos a los países post-comunistas de Europa 
Central y del Este en un quinto tipo, puesto 
que las diferencias entre estos países son me-

nores que las que les separan de los otros tipos 
europeos (Fenger, 2007). 
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Resulta habitual que el análisis de las políticas 
de conciliación relativas al empleo se restrinja 
al estudio de los permisos para cuidados fa-
miliares –en especial, los permisos materno, 
paterno y parental– que se ofrecen en cada 
país. En este informe se pone el foco tanto en 
este aspecto como en el tiempo de trabajo: su 
regulación y su duración (en especial, la inci-
dencia del empleo a tiempo parcial y medidas 
de flexibilidad laboral). Todos estos elementos 
se examinan considerando los contextos insti-
tucionales de los diversos regímenes de bien-
estar y empleo en los que se insertan. 

Merece la pena subrayar que los estudios so-
bre conciliación de la vida laboral y familiar en 
Europa raramente abordan la regulación y la 
situación general de los mercados de trabajo. 
Esta ausencia resulta incomprensible, puesto 
que, como hemos subrayado anteriormente, 
las mismas medidas de política pública tienen 
efectos muy diferentes (e incluso, contrapro-
ducentes) dependiendo de los contextos ins-
titucionales en los que se introducen. Cuando, 
además, las medidas de conciliación que se 
priman están relacionadas con la situación de 

empleo de las potenciales personas beneficia-
rias –por ejemplo, derechos a bajas de mater-
nidad, paternidad o parentales que dependen 
de estar en el empleo con un determinado his-
torial de contribuciones a la seguridad social–, 
la atención a la situación de los mercados de 
trabajo es ineludible para una correcta evalua-
ción de su impacto. 

La presente sección se divide en cuatro apar-
tados: el primero revisa la regulación y mag-
nitud del tiempo de trabajo en los veintiocho 
estados miembros de la Unión Europea; el 
segundo se concentra en el trabajo a tiempo 
parcial, la variabilidad de su carácter y mani-
festaciones; el tercero aborda la legislación 
sobre las fórmulas flexibles de trabajo; y el últi-
mo se ocupa de describir los distintos tipos de 
permisos para cuidados familiares que existen 
en cada estado miembro.  

3. Tiempo para conciliar
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3.1. Regulación del tiempo de trabajo

A menudo se ignora la regulación del tiempo 
de trabajo en el debate de la conciliación. Ésta 
aparece únicamente en tanto que se abordan 
medidas de flexibilidad como, principalmente, 
el tiempo parcial y la posibilidad de reducción 
horaria y, menos habitualmente, el control so-
bre entradas y salidas, los bancos de horas o el 
teletrabajo. No obstante, la regulación general 
del tiempo de trabajo es de una relevancia cla-
ve en este campo, especialmente si queremos 
abandonar el estrecho enfoque de la conci-
liación restringido a la vida laboral y familiar y 
promover más bien el derecho de todas las per-
sonas a un equilibrio entre tiempo de trabajo y 
tiempo de vida. 

El tiempo de trabajo está regulado en la legis-
lación europea por dos textos fundamenta-
les. En primer lugar, la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, vincu-
lante legalmente desde la puesta en marcha 
del Tratado de Lisboa (2009), establece que 
“todo trabajador tiene derecho a la limitación 
de la duración máxima del trabajo y a períodos 
de descanso diarios y semanales, así como a un 
período de vacaciones anuales retribuidas”. En 
segundo lugar, la Directiva 2003/88/CE rela-
tiva a determinados aspectos de la ordenación 
del tiempo de trabajo, establece unos requisitos 

mínimos para los estados miembros: una du-
ración media del tiempo de trabajo máxima de 
48 horas semanales (en relación a un periodo 
de referencia de cuatro meses), incluidas horas 
extraordinarias, derecho a una pausa cuando el 
trabajo supere las 6 horas diarias, un mínimo de 
cuatro semanas de vacaciones pagadas, un des-
canso mínimo de 11 horas ininterrumpidas cada 
24 horas y un descanso semanal mínimo de 35 
horas ininterrumpidas (Parlamento Europeo y 
Consejo de la Unión Europea, 2003).. 

Casi todos los estados miembros han trans-
puesto las disposiciones de esta directiva, espe-
cialmente en el caso de las pausas y las vacacio-
nes pagadas, aunque algunos países contemplen 
condiciones para el disfrute de las vacaciones o 
excepciones a la pausa semanal de 35 horas en 
algún sector (Comisión Europea, 2017). Como 
vemos en el gráfico 3.1, mientras algunos países 
europeos se limitan a reconocer ese mínimo de 
cuatro semanas pagadas de vacaciones (países 
de Europa Central y del Este, más Irlanda, Italia, 
Grecia, Chipre, Holanda y Bélgica), la mayor 
parte de países de los regímenes continental y 
nórdico reconocen 24-25 días. A estas vaca-
ciones pagadas se les ha de sumar los días fes-
tivos nacionales, mayoritariamente no remu-
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Jornada semanal de trabajo por convenio y días de vacaciones pagados Gráfico 3.1

Fuente:  Elaboración propia a partir de: Eures, 2018; Comisión Europea, 2017 y Eurofond, 2016.
Notas: La numeración del eje vertical izquierdo se refiere al número de horas de la jornada laboral semanal, mientras que la del eje vertical dere-
cho, al número de días de vacaciones remunerados al año. 
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nerados, que rondan los 10-15 días al año en la 
mayoría de estados miembros (Eures, 2018). 

Si nos concentramos en la regulación de la 
jornada semanal, de gran relevancia para or-
ganizar los arreglos entre trabajo y vida, el lí-
mite máximo de 48 horas de jornada semanal 
se ha transpuesto en todos los países miem-
bros (con excepción de Bulgaria), con algunas 
particularidades y excepciones. Algunos países 
contemplan jornadas superiores para determi-
nados grupos de trabajadores (fuerzas arma-
das, policía, personal médico, trabajadoras do-
mésticas); otros países, como España, utilizan 
un periodo de referencia más amplio para el 
cálculo del límite de horas semanal (Comisión 
Europea, 2017).

No obstante, en la mayoría de países europeos, 
la legislación establece una jornada semanal 
de 40 horas, salvo en Bélgica (38 horas) o en 
Francia (35 horas), que reconocen jornadas 
inferiores. En algunos países, la jornada habi-
tual queda marcada por la negociación colec-
tiva, de sector o de empresa (Irlanda, Holanda, 
Dinamarca), o por la negociación individual en 
la empresa (Reino Unido). En la mayor parte 
de países europeos, los convenios colectivos, 
de sector o de empresa, mejoran las condicio-
nes fijadas por la ley (Eurofond, 2016). 

Ahora bien, aunque exista cierta variabilidad 
en la regulación general del tiempo de trabajo, 

lo cierto es que la mayor parte de los países 
miembros se mueve entre las 37 y las 40 ho-
ras de jornada semanal, una pinza demasiado 
pequeña como para marcar una diferencia 
significativa en las estrategias de conciliación 
de la vida laboral y personal, sobre todo para 
aquellas personas que asumen responsabilida-
des de cuidados, principalmente mujeres. Por 
ello es interesante ir más allá de la regulación y 
analizar cuáles son los usos habituales, las pau-
tas de trabajo semanal reales de las personas 
trabajadoras. El gráfico 3.2 muestra la media 
de horas de trabajo a la semana que las per-
sonas empleadas dedican a su trabajo principal 
en 2017, según sexo, con independencia de su 
contrato laboral. 

Como podemos observar, hay una brecha cla-
ra entre la dedicación media semanal al trabajo 
de los hombres (38,9 horas) y de las mujeres 
(33,4 horas) europeas, con independencia del 
tipo de contrato. Esa brecha es menor en los 
países nórdicos, que se caracterizan por tiem-
pos parciales largos y jornadas completas me-
nores a 40 horas, y en los países de Europa 
Central y del Este, donde ambos sexos suelen 
trabajar a tiempo completo. Sin embargo, la 
brecha en las horas medias de trabajo semanal 
es mayor en los países liberales y en los conti-
nentales, donde los hombres suelen trabajar a 
jornada completa larga y las mujeres a tiempo 
parcial. En España, los hombres trabajan una 
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Horas medias de trabajo semanales por sexo, 2017  Gráfico 3.2

Fuente:  Eurostat
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media de 38,8 horas semanales y las mujeres 
33,9, con lo que la brecha entre ambos es un 
poco menor a la media europea (4,9 horas 
aquí, frente a las 5,5 horas europeas). 

Como vemos, la dedicación media de los hom-
bres al trabajo suele ser superior a la jornada 
laboral normal pactada por convenio y muy 
cercana a las 40 horas en casi todos los países, 
excepto en los países nórdicos. De hecho, en 
la mayoría de países de Europa Central y del 
Este, y en Reino Unido, Portugal y Grecia, los 
hombres trabajan de media incluso más de 40 
horas a la semana. Las mujeres trabajadoras de 
la Europa Central y del Este también tienen 
una dedicación media al trabajo mayor que el 
resto de trabajadoras europeas, siendo las mu-
jeres de los países continentales y liberales las 
que tienen una menor dedicación al trabajo. 
Las mujeres españolas trabajan, en promedio, 
más horas a la semana que las mujeres de los 
países continentales y liberales, pero menos 
que las griegas, portuguesas y de los países del 
Este. 

Si atendiéramos a las horas medias de trabajo 
semanales de las personas trabajadoras a tiem-
po completo, veríamos que la brecha temporal 
de género se reduce en este caso (40,9 horas 
de promedio para los hombres y 39,3 horas de 
promedio para las mujeres europeas), si bien 
las trabajadoras siguen trabajando alrededor 

de una hora menos que sus compañeros en 
todos los países. La sobrerrepresentación de 
las mujeres en el sector público, cuya jornada 
de trabajo semanal es más reducida, puede ex-
plicar esta diferencia. 

Merece la pena señalar que, por el contrario, 
cuando se trata de personas trabajadoras a 
tiempo parcial, las mujeres suelen tener una 
dedicación horaria mayor a la semana que los 
hombres, salvo en la mayoría de los países me-
diterráneos (Italia, Grecia, Portugal), y en Bél-
gica, Bulgaria y Lituania. 

No obstante, para tener una idea más apro-
ximada de cuáles son las pautas reales de tra-
bajo semanal de las personas trabajadoras en 
cada país, deberíamos complementar los datos 
anteriores con las tasas de empleo a tiempo 
completo y a tiempo parcial por sexo en cada 
país, pues hay una gran variabilidad entre paí-
ses.
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3.2 El tiempo parcial

El trabajo a tiempo parcial es un trabajo cla-
ramente feminizado. Las recomendaciones e 
informes europeos han tendido a considerarlo 
una herramienta básica para la incorporación 
de las mujeres (especialmente, las madres) al 
empleo y para el fomento de la conciliación de 
la vida laboral y familiar. La normativa europea 
se ha concentrado, pues, en mejorar sus con-
diciones y derechos asociados y promover el 
paso flexible entre trabajo a tiempo completo 
y a tiempo parcial, en lo que puede entenderse 
como una medida de lucha contra la discrimi-
nación indirecta de género. No obstante, pese 
al énfasis europeo, el trabajo a tiempo parcial 
adopta diferentes intensidades, características 
y usos según los contextos culturales (actitu-
des hacia el empleo femenino, especialmente 
el empleo materno, cultura familiar) e insti-
tucionales (mercados de trabajo, políticas de 
bienestar) de los diferentes países europeos.  

En 2017, el 19,4% de las personas empleadas 
en la Unión Europea lo era a tiempo parcial: ese 
porcentaje descendía a 8,8% entre los hom-
bres, y alcanzaba el 31,7% entre las mujeres 
trabajadoras. Sin embargo, existe bastante va-
riabilidad entre países. Entre los países donde la 
incidencia del trabajo a tiempo parcial femeni-
no es mayor destaca, con diferencia, Holanda, 

donde tres de cada cuatro trabajadoras traba-
jan a tiempo parcial. Reino Unido y la mayo-
ría de países continentales y nórdicos también 
tienen tasas de empleo parcial femenino por 
encima de la media europea. En los países me-
diterráneos, la incidencia del tiempo parcial es 
variable: Grecia y Portugal tienen tasas meno-
res, Italia tiene una tasa ligeramente superior a 
la media de la Unión Europea y España se sitúa 
en un lugar intermedio (24,1%). Por el contra-
rio, los países de la Europa Central y del Este 
muestran tasas menores al 15%. 

Cabe señalar que, en general, en los países que 
presentan una mayor incidencia del empleo a 
tiempo parcial femenino, las tasas han tendi-
do a mantenerse en los últimos diez años, salvo 
en Suecia, donde éstas han descendido signi-
ficativamente. Sin embargo, en algunos países 
del Centro y Este de Europa y en la mayoría 
de países mediterráneos las tasas de empleo a 
tiempo parcial femenino han aumentado sig-
nificativamente en la última década, desde el 
estallido de la recesión económica y la conco-
mitante crisis de empleo, lo ha que hecho au-
mentar el promedio europeo. 

El empleo a tiempo parcial tiene poca inciden-
cia entre los trabajadores varones europeos, 
con tasas generalmente en torno o menores al 
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10%, excepto en Holanda (27%), Dinamarca 
(16,2%) y Suecia (13,1%). España se sitúa por 
debajo de la media europea, con una tasa de 
empleo parcial masculino de 7,2%. 

La feminización del trabajo a tiempo parcial se 
suele achacar a que las mujeres optan por este 
tipo de contratos para poder cuidar de sus hijos/
as o de familiares en situación de dependencia 
o atender otras responsabilidades familiares o 
personales. Sin embargo, el sentido y los usos 
del tiempo parcial varían significativamente de 
un país a otro de la Unión Europea. Si aten-
demos a los datos del gráfico 3.4, observamos 
que aquélla no es siempre la principal razón que 
aducen las mujeres en los distintos países. No 
lo es en los países mediterráneos, ni en Bulga-
ria, Rumanía, Lituania, Eslovaquia o Croacia, 
donde el principal motivo es no haber encon-
trado un trabajo a tiempo completo; sí lo es en 
casi todos los países continentales, y especial-
mente en Luxemburgo y Austria, donde dos 
de cada cuatro trabajadoras a tiempo parcial lo 
hacen para poder cuidar de hijos/as o familia-
res en situación de dependencia o para atender 
otras responsabilidades familiares o personales. 
No obstante, es difícil saber si las trabajadoras 
a tiempo parcial por estos motivos preferirían 
trabajar a tiempo completo si la oferta de ser-
vicios de educación infantil o de atención a la 
dependencia fuera mayor o más asequible o si 

el trabajo a tiempo completo pudiera concen-
trarse más o ser más flexible. 

Sin embargo, entre los hombres europeos hay 
más homogeneidad y no haber podido encon-
trar un trabajo a tiempo completo es la razón 
principal para encontrarse en trabajos a tiem-
po parcial, salvo en Reino Unido, Luxemburgo 
y Bélgica, donde hay un mayor porcentaje de 
hombres que señalan que optaron por esos 
contratos para poder cuidar a hijos/as o fami-
liares en situación de dependencia y atender 
otras responsabilidades familiares o personales.

Merece la pena subrayar los casos de Grecia, 
Italia y España, donde el porcentaje de trabajo 
a tiempo parcial involuntario de las mujeres ha 
aumentado más de un 50% en los últimos ocho 
años, desde el agravamiento de la crisis econó-
mica y de empleo en estos países. En Irlanda, 
Luxemburgo, Eslovaquia y Lituania también se 
ha incrementado, pero desde tasas más bajas. 
La incidencia del tiempo parcial involuntario en 
estos países apunta a la incapacidad de estos 
trabajos, que suelen concentrarse en el sector 
servicios, para cubrir las necesidades económi-
cas de los hogares en un contexto general de 
altas tasas de paro, bajada de salarios y políticas 
redistributivas insuficientes.

A menudo se toma la feminización del trabajo 
a tiempo parcial y su involuntariedad en estos 
y otros países como indicador de la poca de-
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Tasa de empleo a tiempo parcial por sexo, 2017 Gráfico 3.3

Fuente:   Eurostat
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Razones del trabajo a tiempo parcial de las mujeres (15-64 años)Gráfico 3.4

Fuente:  Eurostat
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Preferencia de horas semanales de trabajo por sexo Gráfico 3.5

Fuente:  Encuesta Europea de Condiciones de Vida, 2016.
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seabilidad, en general, del tiempo parcial y la 
necesidad de acabar con él (una idea que tiene 
cierto eco en España). Hemos de ser cautas 
a la hora de esgrimir este tipo de argumentos 
y objetivos políticos, pues lo cierto es que se 
alejan de lo que desean amplias capas de la po-
blación, que desearían trabajar menos si ello no 
implicara un salario extremadamente reducido, 
con el que es imposible vivir.  

Como nos muestra el gráfico 3.5, si pudie-
ran elegir, los hombres y las mujeres europeas 
desearían trabajar menos de las habituales 40 
horas que prescribe la legislación en la mayor 
parte de países: los hombres europeos opta-
rían en promedio por una jornada semanal de 
34 horas, mientras que las mujeres preferirían 
trabajar una media de 29 horas. En España, la 
brecha de preferencias es más estrecha, pues 
aunque los hombres desearían trabajar un pro-
medio de 34 horas, las mujeres optarían por 
unas 31 horas. Si nos fijamos en el gráfico 3.5, 
parece que los contextos institucionales na-
cionales condicionan lo que la gente imagina 
como posible, pues allá donde ya existen jor-
nadas semanales más reducidas, como en los 
países nórdicos u Holanda, hombres y mujeres 
señalan preferencias más ambiciosas. Tenien-
do en cuenta estos datos, resulta sorprenden-
te que la reducción de la jornada semanal no 
esté en la agenda política de conciliación ni de 

la Unión Europea ni de la mayor parte de los 
países miembros. 
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3.3. Fórmulas de flexibilidad laboral

Pese a que existe un amplio consenso social 
sobre la utilidad de la flexibilización del tiempo 
de trabajo a la hora de promover la conciliación 
de la vida laboral y familiar, lo cierto es que, 
hasta la actualidad, la normativa europea y de 
la mayor parte de los estados miembros se ha 
concentrado en promover el paso flexible de 
trabajo a tiempo completo a trabajo a tiempo 
parcial. La reducción horaria se ha considera-
do una medida clave para evitar el encasilla-
miento de las mujeres en los trabajos a tiempo 
parcial, facilitar la vuelta al trabajo después de 
los periodos de permiso parental y fomentar 
la corresponsabilidad parental. Sin embargo, el 
derecho a reclamar fórmulas de trabajo flexi-
ble, como los horarios flexibles o el teletrabajo, 
no está recogido aún en la legislación europea 
vinculante y tampoco en la regulación de la 
mayor parte de estados miembros. La directiva 
sobre “equilibrio entre trabajo y vida” se plan-
tea abordar precisamente este vacío, reco-
nociendo ese derecho a padres y madres (de 
menores de 8 años) y personas trabajadoras 
con familiares en situación de dependencia.  

La tabla 3.1 presenta una visión de conjunto de 
las normativas de los estados miembros con 
respecto al derecho al uso de las tres fórmulas 
de trabajo flexible básicas: el horario flexible 

(flexibilidad de entradas y salidas, bolsas de 
horas), el teletrabajo y la reducción de jorna-
da. Sólo Holanda y Reino Unido reconocen 
el derecho a reclamar cualquiera de esas tres 
fórmulas a todas las personas trabajadoras; 
mientras que en tres estados miembros (Chi-
pre, Estonia y Rumanía) no existe derecho a 
ninguna de las tres. El resto de países euro-
peos reconoce el derecho de las personas tra-
bajadoras con responsabilidades de cuidados a 
disfrutar de alguna de ellas, principalmente, de 
la reducción de jornada; aunque este derecho 
está reservado, en la mayoría de ellos, a las ma-
dres y padres de niños y niñas de corta edad, 
y sólo Dinamarca, Francia y España lo reco-
nocen también para personas trabajadoras con 
familiares en situación de dependencia. Diez 
estados miembros (Holanda, Reino Unido, 
Austria, Bélgica, Croacia, República Checa, 
Dinamarca, Portugal y Bulgaria) reconocen 
el derecho de las personas trabajadoras con 
responsabilidades de cuidados a adoptar un 
horario flexible, aunque algunos de ellos sólo 
lo reconocen para madres y padres. Como se 
puede observar en la tabla, el derecho al tele-
trabajo es el derecho menos reconocido en la 
Unión Europea. 
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Derechos a fórmulas flexibles de trabajo, UE-28Tabla 3.1

Elaboración propia a partir de Ghailani, D. (2018)

X*: El asterisco hace referencia a que ese derecho sí 
existe en el sector público. 

V*: En este caso, el asterisco hace referencia a que la 
legislación de ese país recoge solo de forma parcial el 
derecho de padres, madres y personas con responsa-
bilidades de cuidado al disfrute de tal fórmula: o bien 
porque no lo reconoce para personas cuidadoras de fa-
miliares en situación de dependencia, o bien porque lo 
reconoce para padres y madres sólo de niños y niñas 
de poca edad.

Horario flexible Teletrabajo Reducción de jornada

Régimen Nórdico

Dinamarca V* X V
Finlandia X X V*
Suecia X X V*
Régimen Continental

Alemania X X V*
Austria V X V*
Bélgica V X V
Francia X X V
Holanda V V V
Luxemburgo X* X X*
Régimen Mediterráneo

Chipre X X X
España X X V
Italia X X V*
Grecia X X V*
Malta X* X* X*
Portugal V* V* V*
Régimen Anglosajón

Irlanda X X V
Reino Unido V V V
Países de Europa Central y del Este

Bulgaria V* V* V*
Croacia V X V*
Eslovenia X V V
Eslovaquia X X V
Estonia X X X
Hungría X X V*
Letonia X X V
Lituania X X V*
Polonia X X V*
República Checa V X V
Rumanía X X X
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3.4. Permisos para cuidados familiares

Como se ha señalado en el capítulo anterior, 
desde 2008, con la publicación de la comuni-
cación “Un mejor equilibrio entre vida y traba-
jo: más apoyo a la conciliación de la vida profe-
sional, privada y familiar”, parece estar dándose 
un cambio de perspectiva en el énfasis de las 
políticas de conciliación de la Unión Europea: 
de la concentración en las mujeres para asegu-
rar su participación y permanencia en el mundo 
del empleo a la concentración en los hombres, 
en la necesidad de que hagan mayor uso de las 
herramientas de conciliación y participen en 
mayor grado en la provisión de cuidados fami-
liares para luchar contra la discriminación de las 
mujeres en el mundo laboral (brecha de em-
pleo, salarial, de pensiones, etc.). 

No es de extrañar, pues, que desde esa fecha 
se haya aprobado la directiva 2010/18/UE so-
bre el permiso parental y, mientras se escriben 
estas líneas, haya un preacuerdo para una nue-
va directiva de “equilibrio de trabajo y vida para 
padres/madres y cuidadores”, que enmendará 
la citada directiva y abordará, por primera vez, 
el derecho a un permiso para el cuidado de fa-
miliares en situación de dependencia.  

Dicho esto, el presente apartado ofrece una 
revisión de los principales permisos para cui-
dados familiares que ofrecen los estados 

miembros. En primer lugar, los permisos de 
maternidad, paternidad y parentales; en se-
gundo lugar, otros permisos puntuales por 
enfermedad de hijos o hijas; y, por último, los 
permisos para cuidados de otros familiares en 
situación de dependencia. 
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3.4.1. Permisos de maternidad, 
paternidad y parentales

Definiciones

Los permisos de maternidad, paternidad y 
parental y de crianza son los principales tipos 
de permisos a disposición de madres y padres 
para los primeros años de crianza. El sentido 
de cada uno de ellos, su evolución histórica y el 
modo en que se encajan los unos con los otros 
en los diversos países es muy diferente. El per-
miso de maternidad cuenta con una trayec-
toria mucho más dilatada en todos los países 
europeos, donde los primeros esquemas de 
permisos se introducen a finales del siglo XIX 
o principios del XX. De hecho, la Organización 
Internacional del Trabajo adoptó su primer 
Convenio sobre la Protección de Maternidad 
en 1919. 

El permiso de maternidad surge para proteger 
el derecho a la salud de las mujeres embaraza-
das, que han dado a luz y/o se encuentran en 
periodo de lactancia y reconocer la atención 
a los primeros cuidados postnatales tanto de 
las madres trabajadoras como de sus criaturas, 
sin miedo a la pérdida del puesto de trabajo. 
En este sentido, se considera un derecho fun-
damental y, como tal, queda recogido en las 
principales normativas de derechos humanos. 

Solo recientemente se ha considerado que 
los permisos de maternidad son también una 
herramienta clave para la conciliación de la 
vida laboral y familiar, porque se ha compro-
bado que están asociados con la protección 
del empleo femenino y con mayores tasas de 
participación laboral de las madres (Rønsen y 
Sundtröm, 1996; Ruhm, 1998).

A escala internacional, la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discrimina-
ción contra la mujer de Naciones Unidas re-
coge la necesidad de asegurar el derecho a la 
protección por maternidad y la Organización 
Internacional del Trabajo, en su Recomenda-
ción 191 sobre Protección a la Maternidad, 
insta a sus miembros a ampliar el permiso de 
maternidad al menos a 18 semanas. A escala 
europea, como se ha señalado anteriormente, 
la directiva 92/85/CE establece las disposi-
ciones mínimas que deben cumplir los estados 
miembros para proteger a las mujeres emba-
razadas, que han dado a luz o se encuentran 
en periodo de lactancia: (1) un periodo de 
permiso continuado de al menos 14 semanas, 
que puede organizarse antes y/o después del 
parto según las prácticas y legislaciones nacio-
nales; (2) un periodo obligatorio de al menos 
dos semanas antes o después del parto; y (3) 
una prestación mínima similar a la que recibiría 
la madre si estuviera de baja médica (66% del 
salario previo). 



53

Los permisos de paternidad se dirigen a los pa-
dres recientes, para que acompañen a sus pa-
rejas y participen en los primeros cuidados de 
sus criaturas. Este tipo de permiso es mucho 
más corto que el de maternidad, y se ha de-
sarrollado muy recientemente, normalmente 
a partir de los permisos por nacimiento, de 
apenas un día o dos, que ya se le reconocían 
a los padres. En algunos países europeos, el 
permiso de paternidad se complementa con, o 
se integra en el esquema del permiso parental, 
que puede contemplar un permiso específico 
e intransferible para el padre. No existía nor-
mativa internacional con respecto a estos per-
misos, que ahora sí recoge la nueva directiva 
europea de equilibrio de vida laboral, personal 
y familiar de la UE que reconoce el derecho 
de los padres a 10 días laborables de permiso.

Los permisos parentales son habitualmente 
complementarios a los permisos maternales y 
paternales, ofreciendo a padres y madres un 
periodo extra para la crianza temprana que 
pueden repartir y organizar con mayor flexi-
bilidad. Hay gran variabilidad en su duración, 
remuneración y esquema de disfrute. Algunos 
países reconocen hasta tres años de permi-
so parental, mientras otros sólo unos pocos 
meses. Al contrario de lo que ocurre con los 
permisos de maternidad o paternidad, que son 
permisos remunerados en toda Europa, los 
permisos parentales no siempre son remune-

rados o, si lo son, a menudo lo son a un nivel 
muy bajo. En cuanto a las diferencias en su 
diseño: en algunos países, el permiso parental 
es un derecho individual de cualquiera de los 
progenitores; en otros, es un derecho con-
junto familiar; y otros países han desarrollado 
un sistema mixto, con periodos intransferibles 
reservados para el padre y la madre, y periodos 
a repartir por la pareja como considere. En al-
gún país, incluso, los permisos de maternidad 
y paternidad están integrados en el programa 
del permiso parental, como en Suecia y en 
Portugal.  

En la Unión Europea, los permisos parentales 
se rigen actualmente por la directiva 2010/18/
UE relativa a la aplicación del acuerdo mar-
co revisado sobre el permiso parental, que 
establece que éstos sean de al menos cuatro 
meses para cada progenitor, uno de los cua-
les intransferible, y que deja a la voluntad de 
los estados miembros la remuneración o no 
de los mismos. Sin embargo, esta directiva ha 
quedado enmendada por la nueva directiva de 
equilibrio entre trabajo y vida familiar, que fija 
en dos meses el periodo que debe ser intrans-
ferible y remunerado. 
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Cobertura

A la hora de valorar los distintos sistemas de 
protección a la maternidad y paternidad, es 
importante valorar no solo su duración, sino 
su nivel de retribución y su engarce con otros 
permisos, básicamente los parentales. Se ha 
estudiado que la no remuneración o un bajo 
nivel de remuneración de los permisos, en par-
ticular los parentales, está asociado con una 
menor tasa de disfrute del derecho, especial-
mente por parte de los padres, y con mayores 
probabilidades de abandono del mercado de 
trabajo, en el caso de las madres (Ruhm, 1998; 
Castro, 2017). 

El gráfico 3.6 ofrece una visión de la duración 
y tasa de reposición1 de los permisos de mater-
nidad en los estados miembros. Como vemos, 
la mayoría de países ofrecen mejores condi-
ciones, tanto en duración como en remunera-
ción, que las mínimas establecidas por la direc-
tiva 92/85/CE. La duración media del permiso 
de maternidad remunerado en la Unión Euro-
pea es de 22 semanas, mientras que su tasa 
media de reposición de los ingresos previos 
es del 81%. En general, los países que ofrecen 
permisos de maternidad muy largos muestran 
tasas de reposición más bajas. Los países nór-

1	  La tasa de reposición o tasa de reemplazo se refiere al porcentaje del salario previo que cubre una prestación determinada.

dicos presentan unos permisos cortos, pero 
remunerados a más del 70% del salario previo, 
excepto en Dinamarca. No obstante, estos 
permisos cortos se complementan con largos 
permisos parentales remunerados, que son la 
herramienta más importante de protección a la 
maternidad. Los países mediterráneos ofrecen 
permisos de longitud y remuneración variada: 
Grecia ofrece hasta 43 semanas, pero con una 
tasa de reposición media del 54%, Italia ofre-
ce cinco meses al 80%, mientras que España 
ofrece sólo 16 semanas pero al 100%. Portu-
gal es un caso peculiar, porque sus permisos 
de maternidad y paternidad se han fundido en 
su sistema reciente de permiso parental. Los 
países continentales se caracterizan también 
por ofrecer permisos de maternidad cortos y 
bien remunerados, pero allí estos permisos se 
complementan también con permisos paren-
tales bien remunerados. Los países liberales 
presentan permisos largos, pero escasamente 
remunerados: de las 39 semanas remuneradas 
que se reconocen en Reino Unido, sólo las 6 
primeras están remuneradas al 90%, y el res-
to se remunera con una prestación de tarifa 
fija de 164,80 euros a la semana; en Irlanda, 
las 26 semanas de permiso se remuneran con 
una prestación de tarifa fija de 240 euros a la 



55

Duración y tasa de reposición de los permisos de maternidad Gráfico 3.6

Fuente:  Elaboración propia a partir de OCDE y Blum, Koslowski, Macht y Moss (2018)

Nota: La numeración del eje vertical izquierdo se refiere al número de semanas, mientras que la del eje vertical derecho, a la tasa de reposición.
Notas sobre países: Los permisos de maternidad de Reino Unido e Irlanda son mayoritariamente remunerados según una prestación de tarifa fija, 
por lo que las tasas de reposición que se señalan en el gráfico se corresponden con las estimaciones realizadas por la OCDE. El permiso griego 
se divide en un permiso básico de 17 semanas remunerado al 100% y un permiso extra especial de seis meses pagado al salario mínimo diario, de 
ahí la tasa de reposición media baja que se recoge en el gráfico. En Portugal, el permiso de maternidad fue reemplazado por la “licença parental 
inicial”, cuya duración y remuneración varía según se compartan o no 30 días con el padre. Aquí se ha tenido en cuenta que la madre toma el 
máximo de 150 días de permiso, que serán remunerados al 100% si el padre toma otros 30 días, o al 80% si sólo la madre disfruta del permiso. 
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semana. Los países del Este, por el contrario, 
ofrecen permisos de duración dispar, aunque 
en general más largos que los continentales y 
mediterráneos, y bien remunerados.

Si nos fijamos, por el contrario, en el gráfico 
3.7 sobre la situación de los permisos de pa-
ternidad en los estados miembros, observamos 
que cinco de ellos (Alemania, Chipre, Croacia, 
Eslovaquia y República Checa) no reconocen 
permisos de paternidad. En el resto de países 
europeos, la duración media de estos es de 2 
semanas y su tasa media de reposición es del 
84%. De este modo, podemos decir que, en 
general, los permisos de paternidad son bas-
tante más cortos que los de maternidad, pero 
están remunerados al mismo nivel o más ge-
nerosamente, salvo en Finlandia, Suecia y, es-
pecialmente, en Reino Unido, Irlanda y Aus-
tria, que ofrecen prestaciones de tarifa fija.

En el caso de los permisos de paternidad, no 
encontramos coherencia entre regímenes. 
Los países que reconocen los permisos de pa-
ternidad más largos (Finlandia, España, don-
de se ha aprobado la extensión a 8 semanas 
a partir del 1 de abril de 2019 y paulatina a 16 
semanas en 2021, Portugal, Lituania, y Aus-
tria) los remuneran a niveles diferentes: desde 
la tarifa fija de 700 euros por los 28-31 días 
de permiso en Austria, hasta el 100% de tasa 
de reposición de España, Portugal y Lituania. 

Del mismo modo, un grupo variado de países 
ofrece dos semanas de permiso de paternidad 
(Dinamarca, Bélgica, Francia, Reino Unido, 
Irlanda, Bulgaria y Polonia), con una remune-
ración que oscila entre los 164,80 euros y los 
238 euros a la semana de Reino Unido e Ir-
landa, respectivamente, hasta el 100% de tasa 
de reposición en Polonia. Por último, Holanda, 
Grecia, Italia y Malta ofrecen únicamente 2 
días de permiso de paternidad, remunerado al 
100%. 

No obstante, como ocurre con los permisos 
de maternidad, hay que tener en cuenta que 
los permisos de paternidad se compensan o se 
complementan, en muchos países, con los sis-
temas de permisos parentales remunerados. 
Estos pueden ser un derecho individual de pa-
dres y madres, un derecho familiar pero esta-
bleciendo ciertos periodos intransferibles para 
los padres (como ocurre en Suecia, Francia, 
Bélgica, Holanda, Luxemburgo, Italia, Portugal 
o Croacia), o simplemente un derecho familiar 
que permite que la pareja divida el permiso to-
tal como prefiera (como en Dinamarca, Fin-
landia, Alemania, Austria), en algunos casos, 
premiando con más tiempo o más remunera-
ción a quienes lo reparten de forma más iguali-
taria (Alemania, Austria, Italia). Por estos mo-
tivos, es imposible hacerse una idea del tiempo 
total de permiso que los padres pueden tener a 
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Duración y tasa de reposición de los permisos de paternidad Gráfico 3.7

Fuente:  Elaboración propia a partir de OCDE y Blum, Koslowski, Macht y Moss (2018)

Nota: La numeración del eje vertical izquierdo se refiere al número de semanas, mientras que la del eje vertical derecho, a la tasa de reposición.
Notas sobre países: Las tasas de reposición que se señalan para Irlanda y Reino Unido se corresponden con las estimaciones realizadas por la 
OCDE con respecto al valor de sus prestaciones de tarifa fija. En Austria existe un permiso de paternidad desde marzo de 2017, remunerado con 
una prestación de tarifa fija. No se incluye en este gráfico estimación de su equivalencia a tasa de reposición de salario previo, porque este permiso 
aún no está recogido en la base de datos de la OCDE. 
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su disposición sin considerar también el diseño 
de los permisos parentales remunerados. 

Con el objetivo de ofrecer una visión de con-
junto más ajustada de los permisos remunera-
dos a disposición de madres y padres, el gráfi-
co 3.8 muestra el tiempo total reservado para 
las madres, padres y familias en cada país de la 
Unión Europea2. Como podemos observar, en 
Europa Central y del Este es donde más tiem-
po de permisos tienen a disposición de las fa-
milias y a un nivel de remuneración aceptable. 
No obstante, lo cierto es que los esquemas 
de permisos parentales, aunque en principio 
neutros, están diseñados por defecto para las 
madres (véase Tabla 3.2 para más detalles), 
lo que redunda en la especialización de roles 
en la pareja y puede penalizar las perspectivas 
laborales de las madres y sus futuros sueldos 
(Ruhm, 1998). 

Tras los países del Este, los países continen-
tales, a excepción de Holanda, y los nórdicos 
son los que ofrecen permisos remunerados 
más largos para madres y padres. Sin embargo, 
los esquemas de permisos y su remuneración, 

2	  En este estudio no se recogen los “permisos de crianza en el hogar” (home-care leaves) o “permisos de cuidado infantil” (chil-
dcare leaves), que existen en unos pocos países europeos, como Finlandia. Son permisos que habitualmente se disfrutan con 
posterioridad al permiso parental y que permiten a las madres y padres quedarse en casa cuidando de su hijo/a hasta que este/a 
cumple los dos o tres años. No suelen estar remunerados y, cuando existe prestación, normalmente es de tarifa fija (OCDE, 
2017). 

especialmente los permisos parentales, varían 
mucho de un país a otro en ambos regímenes, 
lo que redunda en unos porcentajes de uso 
muy diferentes y en un mayor o menor grado 
de feminización. Los permisos de maternidad 
están, en general, bien remunerados, salvo en 
Dinamarca y Bélgica. Los permisos de pater-
nidad están mejor remunerados en los países 
continentales, a excepción de Austria, que en 
los países nórdicos. En cuanto a su duración, 
los permisos de maternidad varían entre las 14 
semanas (Alemania) y las 19,9 semanas (Sue-
cia), mientras que los permisos de paternidad 
oscilan entre la no existencia (Alemania) y las 
4 semanas (Austria). No obstante, en ambos 
regímenes estos permisos se complementan o 
no de diferentes formas con los esquemas de 
permisos parentales. En los países continenta-
les, salvo en Austria, el permiso parental es un 
derecho individual de ambos progenitores, lo 
que en principio promueve la corresponsabili-
dad parental; no obstante, la nula (Holanda) o 
escasa remuneración (Francia, Bélgica) de es-
tos esquemas redunda en su escaso uso, que 
está muy feminizado. En Alemania, en cambio, 



59

Duración total de los permisos remunerados a disposición de madres y padres Gráfico 3.8

Elaboración propia a partir de OCDE (2016), Blum, Koslowski, Macht, y Moss (2018) y Ghailani (2018)

Nota: En rojo se muestran las semanas reservadas únicamente para las madres (maternidad y periodo intransferible del permiso parental, si lo hu-
biera); en verde, las semanas a compartir por ambos progenitores (permiso parental familiar); y en azul, las semanas reservadas únicamente para los 
padres (paternidad y periodo intransferible del permiso parental, si lo hubiera). 
Notas sobre países: En Alemania, padres y madres tienen derecho individual a un permiso parental de 12 meses, pero si ambos disfrutan de al me-
nos 2 meses, tienen un premio de 2 meses más. En este gráfico se incluyen esos 2 meses. En Austria existen diferentes modalidades de duración y 
remuneración del permiso parental. En este gráfico se ha incluido la modalidad más corta, de 12-14 meses, cuya remuneración está ligada al salario 
previo. Aunque no existe periodo intransferible para el padre, hay un bonus de 500 euros para cada progenitor si reparten el permiso al menos al 
60/40. En España la madre trabajadora puede transferir hasta 10 semanas de su permiso de maternidad al padre; no obstante, como es una práctica 
poco común (y a extinguir, con la previsible puesta en marcha de los permisos iguales e intransferibles), en el presente gráfico se han considerado las 
16 semanas como reservadas para la madre. En Italia, las personas trabajadoras tienen un derecho individual a 6 meses de permiso parental, pero la 
familia en conjunto sólo puede disfrutar de 10 meses, u 11, en el caso de el padre disfrute de al menos 3. Aquí se han asignado 6 meses a la madre y 5 
meses al padre, aunque no se suela agotar la duración del permiso, por su escasa remuneración. Para el cálculo del caso portugués, se ha considerado 
que las madres toman 150 días de licencia parental inicial y los padres toman los 30 días de esa misma licencia que “o disfrutan o pierden”. Excepto 
en Lituania, en los países de Europa Central y del Este que se incluyen en el gráfico los permisos parentales están en teoría a disposición de ambos 
progenitores, pero sus esquemas de prestación están, en realidad, pensados para las madres, especialmente en Polonia y Rumanía. 
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el permiso parental es individual y remunerado 
al nivel de la baja médica durante 12 meses (o 
24, si se disfruta a tiempo parcial), premián-
dose con dos meses más a las parejas en las 
que ambos miembros disfrutan de al menos 
dos meses de permiso. En Austria el permi-
so parental, siendo de una duración similar, 
está mejor remunerado, pero es un derecho 
familiar. Sin embargo, se incentiva económi-
camente que ambos progenitores compartan 
el permiso de forma igualitaria. En Finlandia, 
como en Austria, el permiso parental también 
está bien remunerado y es un derecho familiar, 
aunque no hay bonus por reparto igualitario. 
Por último, Dinamarca y Suecia presentan es-
quemas mixtos de permisos parentales bien 
remunerados. En el primero, el permiso pa-
rental de 32 semanas es un derecho individual, 
si bien la prestación asociada es familiar. En el 
segundo, padres y madres tienen derecho a un 
periodo individual e intransferible de 90 días y 
a un periodo familiar a compartir de 300 días. 
No obstante, existe un bonus económico para 
incentivar el reparto igualitario del periodo 
transferible. 

Los países anglosajones no tienen permisos 
parentales remunerados y, como veíamos an-
teriormente, su esquema de permisos se re-
duce a los permisos de maternidad, que son 
relativamente largos pero escasamente remu-

nerados, y a unos permisos de paternidad cor-
tos, también pobremente remunerados.  

Por último, entre los países mediterráneos, Es-
paña destaca por ser el país que menos tiempo 
remunerado de permisos pone a disposición 
de madres y padres, dado que no contamos 
con un esquema de permiso parental remu-
nerado. Sin embargo, el tiempo de permiso de 
paternidad pronto se alargará otras 11 sema-
nas, hasta igualar la duración del de materni-
dad, lo que redundará en 32 semanas en total 
para padres y madres. Como podemos ver en 
el gráfico 3.8, Italia y Portugal sobresalen en 
el grupo mediterráneo por la duración total de 
sus permisos remunerados: ambos reconocen 
5 meses de permiso de maternidad, mientras 
que Italia ofrece menos de una semana de 
permiso de paternidad y Portugal destaca por 
su apuesta por la corresponsabilidad reser-
vando 10 semanas para los padres (30 días de 
licencia parental inicial y 5 semanas de permi-
so de paternidad); en ambos países padres y 
madres tienen derecho individual a un permiso 
parental remunerado, no obstante, la tasa de 
reposición es muy escasa (20-30%), lo que 
limita su porcentaje de uso y redunda en su 
feminización.  

Para más detalles sobre los sistemas de per-
misos parentales, la Tabla 3.2 muestra la com-
plejidad de sus diferentes diseños (tipo de 
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derecho, duración, remuneración y tipo de or-
ganización) en los 28 países de la Unión Euro-
pea. Merece la pena resaltar que, atendiendo a 
la información disponible, la mayoría de países 
europeos reconocen el derecho a permiso pa-
rental a las parejas del mismo sexo, a excep-
ción de Grecia y los países de Europa Central 
y del Este.  

Por otro lado, resulta necesario subrayar la 
siguiente precaución: el reconocimiento del 
derecho a un permiso parental remunerado no 
garantiza su uso, especialmente en el caso de 
los padres. Diversos estudios han probado que 
los permisos individuales, intransferibles y bien 
remunerados aumentan las probabilidades de 
uso por parte de los padres (Castro 2017), y 
redundan en que éstos tengan una mayor pro-
babilidad de participar en el cuidado diario de 
sus hijos/as (Meil, 2013). Este es el sentido de 
las llamadas “cuotas para padres” que se em-
pezaron a introducir en los esquemas de per-
miso parental noruego, sueco y danés a me-
diados de los años noventa. En todos los países 
nórdicos, la introducción inicial de esas cuotas 
disparó su uso por parte de los padres: un ma-
yor número de ellos disfrutaba del permiso pa-
rental en algún momento. Así, en la actualidad, 
un 88,3% de los padres suecos y un 80,1% de 
los padres daneses disfruta de permiso paren-
tal. 

No obstante, estos países también nos mues-
tran que las cuotas intransferibles no son sinó-
nimo de un disfrute efectivo de la cuota total 
intransferible ni de un aumento de los días de 
uso de la cuota transferible. De hecho, se ha 
comprobado que cuando se amplía la cuota 
intransferible para los padres, se reducen los 
días de permiso parental transferible que estos 
se cogen. En Suecia, en 2015, para las criatu-
ras nacidas en 2013, sólo el 44% de los padres 
suecos había disfrutado de sus (entonces) dos 
meses de permiso intransferible; no obstante, 
habían cogido de media 69 días de permiso, 
frente a los 276 de las madres, lo que quiere 
decir que habían hecho uso de días del permiso 
transferible, que se puede simultanear con la 
madre, en lugar de sus días intransferibles, que 
no pueden simultanearse (Duvander y Haas, 
2018). El porcentaje de uso en los primeros 
dos años de la criatura no es el porcentaje fi-
nal de uso, ya que los padres suecos tienen 
hasta los 8 años para disfrutarlo y lo habitual, 
de hecho, es que lo hagan a partir de los 13-
15 meses de los y las menores. Por otro lado, 
Dinamarca abolió su cuota paterna de dos se-
manas en 2002 y, sin embargo, el porcentaje 
de padres que disfrutan en algún momento de 
permiso ha aumentado del 74,5% en 2003 al 
80,1% en 2014. En las familias donde ambos 
progenitores disfrutan de permiso parental, los 
padres daneses disfrutaron en promedio de 32 
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días de permiso en 2002, cuando aún existía la 
cuota, y de 37 días en 2012-2014 (Bloksgaard 
y Rostgaard, 2018). Se ha comprobado que, 
en ambos países, los padres con educación 
universitaria, los padres con parejas con edu-
cación universitaria y los padres que trabajan 
en el sector público disfrutan de más días de 
permiso (112 días frente a los 69 días de pro-
medio, en el caso sueco). Todo esto nos debe 
llevar a ser cautas con respecto a los efectos 
de los permisos iguales e intransferibles, más 
aún en un contexto como el español, con un 
mercado de trabajo precarizado y grandes dé-
ficits en políticas de apoyo a las familias. Es 
previsible que estos permisos tengan conse-
cuencias muy desiguales en los distintos tipos 
de padres y familias.
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Permisos parentales, UE-28 Tabla 3.2

PERMISOS PARENTALES

Tipo de derecho Duración Remuneración  Esquema

Régimen Nórdico

Dinamarca Individual, pero 
la prestación 
asociada es 
familiar

32 semanas, que se pueden 
extender a 40 o 46, reduciendo la 
remuneración

100% del salario previo, hasta un 
techo de 577,37€ a la semana

Opción a tiempo parcial
Se puede simultanear
De 8 a 13 semanas pueden 
disfrutarse más tarde, hasta que el/la 
niño/a tenga 9 años 

Finlandia Familiar 158 días, 60 días por niño/a adicional 
(partos múltiples), desde el fin del 
permiso de maternidad

70% del salario previo, hasta un 
techo de 37.167€ anuales

Opción a tiempo parcial
No se puede simultanear, salvo si 
ambos progenitores lo disfrutan a 
tiempo parcial
Cada progenitor puede dividir el 
permiso en dos partes, de al menos 
12 días 

Suecia Mixto 240 días para cada progenitor, 90 
de ellos intransferibles, el resto 
transferibles (480 días para quien 
tiene custodia exclusiva), hasta los 12 
años del niño/a

76,6% del salario previo los primeros 
195 días de permiso de cada 
progenitor, los 45 restantes con 
prestación de tarifa fija de 17,77€ 
al día

Opción a tiempo parcial 
Se pueden simultanear hasta 30 días 
del periodo común transferible
Se puede dividir en bloques (hasta 
3 al año)
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PERMISOS PARENTALES

Tipo de derecho Duración Remuneración  Esquema

Régimen Continental

Alemania Individual Hasta 36 meses, 24 de ellos pueden 
disfrutarse hasta los 8 años del/de 
la niño/a

Dos opciones: 
1) Basiselterngeld. 65% del salario 
previo, durante 12 meses (2 más, 
si ambos progenitores disfrutan al 
menos de 2 meses de permiso), 
con un mínimo de 300€ y un 
máx. de 1.800€ al mes. Las 
prestaciones pagadas durante las 8 
semanas obligatorias del permiso de 
maternidad se deducen, resultando 
en 10 meses de permiso para las 
madres trabajadoras. Suplemento del 
10% si se tienen 2 hijos/as menores 
de 3 años, o 3 o más menores de 6, y 
por parto múltiple.
2) ElterngeldPlus. Reemplazo de una 
proporción del salario perdido (65%) 
por reducción de jornada durante 24 
meses (+4, si ambos progenitores 
trabajan a tiempo parcial por 4 
meses). También suplemento por 
más de un/a hijo/a, y por parto 
múltiple.

Intransferible
Se pueden combinar opciones de 
prestación
Opción a tiempo parcial
Se pueden simultanear
Cada progenitor puede dividir el 
permiso en dos periodos

Austria Familiar Hasta que el niño/a cumple 2 años. 
Diversas posibilidades: 
1) Opción ligada al salario: 12-14 
meses
2) Opción asociada a prestación de 
tarifa fija: 
a) 365-851 días, si sólo un progenitor 
hace uso del permiso 
b) 456-1063 días, si ambos lo usan 
(61 días mín. por progenitor)

Asociada a la opción: 
1) 80% del salario previo
2a) Un total de 12,366€ para el 
periodo
2b) Un total de 15,449€ para el 
periodo. Uno de los progenitores 
puede ganar 16,200€ adicionales, o 
60% de sus ingresos previos. 
Bonus de 500€ para cada 
progenitor si hay un reparto 
igualitario o 60:40 del permiso

Sólo a tiempo completo
El periodo total se puede dividir en 
tres bloques (de al menos 3 meses) a 
compartir alternativamente. 
No pueden simultanear permiso, 
excepto un mes en el primer relevo. 
Ambos progenitores pueden 
reservarse 3 meses a consumir hasta 
que el/la niño/a tenga 7 años. 
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Bélgica Individual 4 meses por progenitor Una prestación de tarifa fija de 
802,52€ al mes (por debajo del 
nivel de remuneración de la baja 
por enfermedad) para personas 
trabajadoras a tiempo completo que 
interrumpen completamente su 
trabajo. Para personas trabajadoras 
a tiempo parcial, las cantidades se 
calculan proporcionalmente. 

Opción a tiempo parcial
El periodo puede dividirse en bloques
Se puede simultanear permisos

Francia Individual 6 meses máx. para progenitores con 
un/a sólo hijo/a; 24 meses máx. por 
progenitor, si dos o más, hasta los 3 
años del/de la niño/a

Prestación de cuidados (PreParE): 
391€ al mes, si permiso a tiempo 
completo (por debajo del nivel 
de remuneración de la baja por 
enfermedad); 146€-253€, 
si permiso a tiempo parcial 
(dependiendo de la extensión de la 
reducción de jornada)

Intransferibles
Opción a tiempo parcial
Se puede simultanear a tiempo 
parcial

Holanda Individual 26 veces la jornada semanal por 
progenitor e hijo/a (p.ej.: un tiempo 
completo de 38 horas a la semana da 
derecho a 26 semanas de permiso), 
hasta los 8 años

No remunerado Intransferibles
Opción a tiempo parcial 
Se puede simultanear y disfrutar en 
varios bloques

Luxemburgo Individual De 4 a 20 meses La remuneración depende del salario 
y las horas trabajadas y de la opción 
de permiso elegida (mayor duración, 
menor remuneración). Una persona 
trabajadora a tiempo completo que 
se tome 6 meses de permiso, cobrará 
el salario mínimo (1922,96€).

Intransferibles
Opción a tiempo parcial
Se pueden simultanear y disfrutar en 
varios bloques (si trabajas a tiempo 
completo)
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PERMISOS PARENTALES

Tipo de derecho Duración Remuneración  Esquema

Régimen Mediterráneo

Chipre Individual 18 semanas, hasta que el/la niño/a 
cumpla 8 años

No remunerado Intransferibles, salvo si un progenitor 
ha disfrutado de al menos 2 semanas, 
que puede transferirle 2 semanas 
del resto de su permiso al otro 
progenitor

España Individual 36 meses hasta los 3 años del niño/a No remunerado, salvo por algunas 
comunidades autónomas (como País 
Vasco y La Rioja) que reconocen 
prestaciones de tarifa fija para 
familias por debajo de determinada 
renta anual. 

No hay número límite de bloques en 
los que puede dividirse el permiso

Italia Individual 6 meses por progenitor, pero máx. 
10 meses por familia (11 si el padre 
disfruta de al menos 3 meses)

Remunerado al 30% del salario 
previo (por debajo del nivel de 
remuneración de la baja por 
enfermedad) cuando el permiso se 
disfruta hasta que el/la hijo/a tiene 6 
años; no remunerada de los 6 a los 
12 años

Intransferible
Opción a tiempo parcial
Se puede simultanear y disfrutar en 
varios bloques

Grecia Individual 4 meses por hijo/a y progenitor, 
hasta los 6 años

No remunerado Intransferible
Opción a tiempo parcial
Se puede disfrutar en varios bloques
Si ambos progenitores trabajan la 
misma empresa, no pueden disfrutar 
del permiso a la vez

Malta Familiar (en el 
sector público)

Sector público: 12 meses No remunerado No se puede disfrutar 
simultáneamente

Individual (en el 
sector privado)

Sector privado: 4 meses No remunerado

Portugal Individual 3 meses, hasta los 6 años del/ de la 
niño/a

Remunerado al 20% Opción a tiempo parcial
No se puede simultanear
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PERMISOS PARENTALES

Tipo de derecho Duración Remuneración  Esquema

Régimen Anglosajón

Irlanda Individual 18 semanas por progenitor y niño/a No remunerado Intransferible
Se puede simultanear y disfrutar en 
bloques de al menos 6 semanas
Se puede disfrutar hasta los 8 años 
del/de la niño/a (16 años, si hay 
discapacidad o enfermedad grave)

Reino Unido Individual 18 semanas por progenitor y niño/a, 
hasta los 18 años

No remunerado Intransferible
No se pueden disfrutar en un único 
periodo continuo: sólo 4 semanas 
en un año
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PERMISOS PARENTALES

Tipo de derecho Duración Remuneración  Esquema

Países de Europa Central y del Este

Bulgaria Familiar, aunque 
principalmente 
derecho de la 
madre

Hasta los 2 años del/de la niño/a Prestación de tarifa plana de 
173,82€ (por debajo del nivel 
de remuneración de la baja por 
enfermedad)

Transferible a uno/a de los/as 
abuelos/as, si la madre consiente

Croacia Individual 120 días por progenitor y niño/a 
(primer y segundo hijo)

100% del salario previo, con un 
techo de 450,45€ al mes

Dos meses son transferibles
Opción a tiempo parcial y por 
bloques (hasta que el/la niño/a 
cumpla 8 años)
Permisos simultáneos o consecutivos

Eslovaquia Familiar, 
pero sólo un 
progenitor puede 
hacer uso de ella

Hasta los 3 años del/ de la niño/a Prestación de tarifa plana de 
214,70€ al mes. 

La prestación se puede disfrutar 
trabajando, a tiempo completo o 
parcial. 

Eslovenia Individual 130 días naturales Remunerado al 90% o 100%, si se 
gana el salario mínimo

Transferible: la madre puede 
transferir 100 días al padre, mientras 
éste puede transferirle los 130 días 
a ella. 
Opción a tiempo completo o parcial 
(en este caso, el permiso no se 
prolonga proporcionalmente) y en 
bloques. 
Se puede simultanear

Estonia Familiar 62 semanas Remunerado al 100% del salario 
previo, hasta un techo de 3.089,55€ 
al mes
Aunque no se disfrute del permiso 
y aunque no se esté trabajando, la 
prestación puede cobrarse durante 
18 meses, pero a una tarifa plana de 
470€ al mes

Sólo a tiempo completo, pero puede 
dividirse en bloques hasta los 3 años 
del/la niño/a
No puede simultanearse

Hungría Familiar Dos tipos de permisos: 
1) Hasta los 3 años, para progenitores 
no asegurados
2) Hasta los 2 años, para los 
progenitores asegurados, que pueden 
llegar a los 3 años acogiéndose a la 
primera opción desde esa edad

Dos tipos de prestaciones: 
1) Una prestación de tarifa única igual 
a la pensión mínima (89,35€ al mes)
2) 70% del salario previo, hasta un 
techo de 605,69€ al mes

En ambos casos, no es posible 
trabajar hasta los 6 meses del bebé. 
Después se puede trabajar y hacer 
uso de guardería y seguir recibiendo 
las prestaciones completas.

Letonia Individual, 
pero sólo un 
progenitor puede 
recibir prestación 

18 meses, hasta los 8 años del/de la 
niño/a

60% del salario previo si 12 meses; 
43,75% si 18 meses
+ para uno de los progenitores 
(aunque no estén empleados): 171€ 
al mes hasta los 18 meses (y 42,69€ 
de los 18 a los 24 meses) y un pago 
único de 421€ por hijo/a

Se puede compartir, pero no hay 
periodos reservados para cada uno de 
los progenitores
Opción a tiempo parcial
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Fuente: Elaboración propia,  a partir de Blum, Koslowski, Macht  y Moss (2018) y Ghailani (2018)

Lituania Familiar Hasta los 3 años del/de la niño/a 2 opciones de prestación: 
1) 12 meses al 100% del salario 
previo, con un techo de 1.617,40€ al 
mes; el resto, no remunerado.
2) 12 meses al 70% del salario 
previo, con un techo de 1.132,18€ y 
los siguientes 12 meses al 40% del 
salario, con un techo de 646,98 €; 
el resto, no remunerado. 

Se puede compartir. 
Es posible trabajar, pero la prestación 
se reduce. 

Polonia Familiar, pero la 
prestación está 
diseñada, por 
defecto, para la 
madre

32 semanas La remuneración depende de la 
modalidad de remuneración que haya 
elegido la madre para el permiso de 
maternidad: 
1) Si eligió al 100%, entonces las 
6 primeras semanas de permiso 
parental se remuneran a 100% del 
salario de la madres y las restantes 
26 al 60% del salario de la madre (o 
del padre, si coge el permiso). 
2) Si eligió al 80%, entonces todo 
el permiso parental se remunera al 
80%. 

La madre puede ceder sus semanas 
al padre u otro miembro de la familia 
que esté empleado.
Se puede disfrutar mientras se 
trabaja a tiempo parcial (máx. media 
jornada) y dividirse en cuatro bloques 
(de al menos 8 semanas). 

República 
Checa

Individual, 
pero sólo un 
progenitor tiene 
derecho a la 
prestación 

12-48 meses La prestación parental es un derecho 
de todas las familias que cumplen los 
requisitos, disfruten o no del permiso. 
Esto es, pueden cobrar la prestación 
aunque trabajen. Pero el requisito es 
que el/la menor de 2 años no puede 
usar servicios de cuidado y educación 
infantil por más de 46 horas al mes.
Si 12 meses, 70% del salario previo 
hasta un techo de 1.424,59€

Intransferible
Sólo a tiempo completo, pero puede 
disfrutarse intermitentemente hasta 
los 3 años del/de la niño/a

Rumanía Familiar Hasta los 2 años del/de la niño/a. Si 
el segundo progenitor (padre) no 
disfruta de un mes de permiso, la 
duración total de éste se reduce a 
11 meses.

Remunerado al 85% del salario 
previo, con un techo de 1.822,83€ 
y un mínimo de 268,06€. (El mes 
cedido se remunera según el salario 
de quien disfruta de la mayor parte 
de permiso, que mayoritariamente 
es la madre)

Sólo se puede transferir un mes.
No hay opción de disfrutarlo a 
tiempo parcial ni por bloques. 
El mes cedido se pueden simultanear, 
pero sólo cobra la prestación la 
persona titular
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3.4.2. Otros permisos para el cuidado 
de hijos/as 

Las enfermedades de diferente grado de gra-
vedad y las urgencias varias quiebran los arre-
glos de conciliación cotidianos. Pese a que son 
situaciones muy comunes durante la crianza, 
especialmente cuando hay menores de seis 
años, no siempre existen permisos específicos 
para atenderlas. Y cuando sí existen, muchas 
veces se restringen a enfermedades graves, su 
duración es breve y su remuneración, escasa 
(o incluso nula). Precisamente esta es una de 
las deficiencias que abordará la nueva directiva 
europea de equilibrio entre trabajo y vida, que 
regula que todos los países miembros ofrezcan 
como mínimo 5 días de permiso (la remune-
ración queda a la decisión de cada país) para 
atender el cuidado de descendientes u otros 
familiares enfermos. 

La Tabla 3.3 detalla los permisos puntuales 
para el cuidado de descendientes en caso de 
enfermedad que existen en los distintos países 
miembros. Como vemos, salvo Bélgica, Fran-
cia, Italia, Reino Unido y Lituania, la mayoría 
de los países europeos tiene permisos remu-
nerados para este tipo de eventualidades. No 
obstante, este hecho esconde diferencias sig-
nificativas tanto en el tipo de situaciones que 
contemplan los distintos programas de permi-

sos (enfermedades comunes, graves o ambas; 
otro tipo de urgencias o compromisos deriva-
dos de la crianza), como en sus duraciones y 
niveles de remuneración. 

En Dinamarca, por ejemplo, la mayoría de 
convenios y contratos reconoce el derecho a 
disfrutar de un permiso remunerado al 100% 
para el cuidado de un/a hijo/a enfermo/a, si bien 
su duración es sólo de uno o dos días. Suecia, 
en cambio, remunera este tipo de permiso al 
77,6%, pero reconoce el derecho de hasta 120 
días al año por hijo/a menor de 12 años. Es-
paña, como Dinamarca, reconoce un permiso 
remunerado al 100% de dos días; no obstante, 
éste se restringe a enfermedades graves, hos-
pitalizaciones o intervenciones quirúrgicas con 
posterior reposo domiciliario, lo que deja fuera 
la mayor parte de las enfermedades infantiles 
que habitualmente rompen con las estrategias 
de conciliación de las familias.  
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Otros permisos para el cuidado de hijos e hijas, UE-28 Tabla 3.3

*En la mayoría de contratos y convenios, no regulado en legislación laboral.

OTROS PERMISOS PARA EL CUIDADO DE HIJOS E HIJAS

Tipo Duración Remuneración 
Régimen socialdemócrata

Dinamarca* Permiso para el cuidado de hijo/a 
enfermo/a

1 o 2 días 100%

Finlandia Permiso para el cuidado de hijo/a 
enfermo/a menor de 10 años

4 días por enfermedad, sin límite anual Depende del convenio colectivo

Suecia Permiso parental temporal 120 días al año por niño/a hasta 12 años 77,6%

Régimen conservador

Alemania Permiso para el cuidado de hijos/as 
enfermos/as menores de 12 años

Hasta 25 días al año por progenitor 80%

Austria Permiso para el cuidados de hijos/as 
enfermos/as menores de 12 años 

Hasta 2 semanas al año 100%

Permiso para cuidar a hijos/as 
gravemente enfermos/as

Hasta 9 meses (prorrogable) No remunerado

Bélgica Permiso por causas de fuerza mayor 10 días al año No remunerado

Permiso para cuidar familiares 
gravemente enfermos

De 1 a 12 meses 721€ netos mensuales

Francia Permiso para cuidar de hijo/a enfermo/a 
menor de 16 años

3 días (14 en el sector público) No remunerado

Permiso para cuidar a hijo/a con una 
discapacidad grave o una enfermedad 
grave

Hasta 3 años Los primeros 310 días se remuneran a 
43€ al día para progenitores en pareja, 
51€ al día para familias monoparentales

Holanda Permiso para circunstancias personales 
excepcionales

De unas horas a varios días, de un solo 
día si luego se toma el permiso para el 
cuidado de hijo/a enfermo/a

100%

Permiso para el cuidado de un hijo/a 
enfermo/a

Dos veces al año una semana (las horas 
que se trabajen habitualmente a la 
semana)

Remunerado, al 70%

Para cuidado de larga duración 6 veces la jornada semanal se puede 
tomar a tiempo parcial (2 semanas)

No remunerado

Luxemburgo Permiso por enfermedad de hijo/a De 12 a 18 días, dependiendo de la edad 
del/de la menor. Puede extenderse 
hasta 52 semanas, si discapacidad o 
enfermedad grave

Remunerado, al 66% o más
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OTROS PERMISOS PARA EL CUIDADO DE HIJOS E HIJAS

Tipo Duración Remuneración 
Régimen mediterráneo

Chipre Emergencia familiar (enfermedad 
o accidente de dependiente del 
empleado/a) 

Hasta 7 días al año No remunerado

España Permiso por enfermedad grave, 
hospitalización o intervención quirúrgica 
con reposo domiciliario de familiar (hasta 
segundo grado de consanguinidad) 

2 días laborables por episodio, 4 si hay 
que viajar (3-5 en el sector público)

100%

Permiso para cuidar de un/a hijo/a 
gravemente enfermo/a

Ilimitado, mientras el hijo/a esté 
hospitalizado/a o requiera tratamiento 
continuado en casa. Derecho individual, 
pero no se puede disfrutar a la vez.

100%

Italia Permiso para cuidar de hijos/as 
dependientes

Sin límite hasta hijos/as hasta 3 años, 5 
días para niños/as de 3 a 8 años

No remunerado

Grecia Permiso para cuidar a un hijo/a 
enfermo/a

De 4 a 6 días al año, dependiendo del 
número de hijos/as

Remunerado, al 66% o más

Permiso para acudir a la escuela de los 
hijos/as

De 4 a 5 días al año, dependiendo del 
número de hijos/as

Remunerado, al 66% o más

Permiso por hospitalización 1 mes No remunerado

Permiso para atender a hijos/as 
enfermos/as que necesitan ciertos 
tratamientos o tienen ciertas 
discapacidades intelectuales

22 días a disfrutar por uno o ambos 
progenitores o

Remunerado, al 66% o más

Malta Permiso para el cuidado de hijos/as con 
discapacidad (para el sector público)

Hasta un año No remunerado

Portugal Permiso para cuidado Hasta 30 días por familia si el/la niño/a es 
menor de 12, hasta 15 días si es mayor. 1 
día más por segundo o más hijos.  Si el/la 
niño/a está hospitalizado/a, el tiempo que 
requiera hospitalización.

Remunerado, al 65%
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OTROS PERMISOS PARA EL CUIDADO DE HIJOS E HIJAS

Tipo Duración Remuneración 
Régimen liberal

Irlanda Permiso por causas de fuerza mayor Hasta 3 días al año Remunerado, al 66% o más

Reino Unido Permisos para emergencias imprevistas, 
que incluyen si un/a menor cae 
enfermo/a o tuvo un incidente durante 
el horario escolar, o si se debe lidiar con 
una alteración inesperada de los arreglos 
de cuidados. 

Por “un razonable periodo de tiempo” No remunerado



74

OTROS PERMISOS PARA EL CUIDADO DE HIJOS E HIJAS

Tipo Duración Remuneración 
Europa Central y del Este

Bulgaria Permiso para cuidar a un familiar 
enfermo

Hasta 60 días al año 80%

Croacia Permiso para cuidar de hijo/a enfermo/a De 20 a 60 días, dependiendo de la edad 
del hijo/a

Entre 70 y 100%, dependiendo de la 
edad del hijo/a (100% para menores de 
3 años)

Eslovaquia Permiso para cuidar de hijo/a por 
enfermedad u otros motivos

Hasta 10 días por episodio 55%

Eslovenia Permiso para cuidar de hijo/a por 
enfermedad

De 7 a 15 días, más en casos 
excepcionales

80%

Estonia Permiso para cuidar de hijo/a enfermo/a 
menor de 12 años

Hasta 14 días por enfermedad, sin límite 
al año

80%

Permiso para progenitores de niños/as 
menores de 14 años

Hasta 10 días No remunerado

Hungría Permiso para cuidado de hijo/a 
enfermo/a

De 14 a días ilimitados a disfrutar por 
ambos progenitores (derecho familiar, 
no individual), dependiendo de la edad 
del niño/a

50% o 60%

Letonia Permiso para cuidado de hijos/as 
enfermos/as

14 o 21 días, si hay hospitalización Remunerado al nivel de la baja médica, 
66% o más

Lituania Permiso para cuidado de menores de 
14 años 

2 semanas al año No remunerado

Polonia Permiso para cuidado Hasta 14 días Remunerado, al 80%

Permiso para el cuidado en 
circunstancias excepcionales (cierre de 
escuela infantil o colegio, enfermedad 
o parto del progenitor que cuida 
habitualmente del niño/a) 

Hasta 60 días Remunerado, al 80%

República Checa Permiso para cuidar de hijo/a enfermo/a 
en casa, en todos los casos para menores 
de 10 años, y sólo para enfermedades 
graves a partir de esa edad

9 días por enfermedad, sin límite al año 60%

Rumanía Permiso para cuidado de un/a hijo/a  
enfermo crónico

45 días al año por familia 85%

Fuente:Elaboración propia,  a partir de Blum, Koslowski, Macht  y Moss (2018) y Ghailani (2018).
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3.4.3. Permisos para cuidados de otros 
familiares en situación de dependencia

Pese a que la conciliación de la vida laboral y 
familiar forma parte de la agenda social euro-
pea desde hace ya más de dos décadas, ésta se 
concentraba en la compatibilidad entre empleo 
y crianza. Como hemos apuntado anteriormen-
te, la atención a los cuidados de larga duración 
se convierte en una prioridad europea mucho 
más recientemente, a través del “Paquete de In-
versión Social” y del Pilar Europeo de Derechos 
Sociales, cuyo principio 18 proclama que “todas 
las personas tienen derechos a unos servicios de 
cuidados de larga duración asequibles y de bue-
na calidad, particularmente servicios de atención 
domiciliaria y servicios comunitarios”. 

En la Unión Europea, el acento en los cuidados 
de larga duración se está poniendo principal-
mente en las prestaciones económicas, porque 
se entiende que permiten a las personas en si-
tuación de dependencia optar por el tipo de 
cuidados (familiares o profesionales) que les re-
sulte más conveniente. Asimismo, el énfasis en 
las prestaciones económicas parece coherente 
con la promoción de la provisión de cuidados en 
el hogar, más que en instituciones. No obstan-
te, estos cuidados son muy intensos y precisan 
de una miríada de herramientas y recursos: los 
permisos para cuidar a familiares en situación de 

dependencia han de entenderse como un com-
plemento de esa política de cuidados a la depen-
dencia centrada en el hogar. 

Como podemos observar en la Tabla 3.4, que 
detalla la variedad de esquemas de permisos para 
cuidados a familiares en situación de dependencia 
que existe en la Unión Europea, estos permisos 
son mucho menos comunes que los permisos de 
maternidad, paternidad y parentales, y cuando 
existen, son mayoritariamente no remunerados 
o remunerados de forma escasa. Atendiendo a la 
información recogida por la International Network 
on Leave Policies and Research (Blum, Koslows-
ki, Macht y Moss, 2018), las legislaciones de los 
países nórdicos, Estonia, Hungría, Letonia, Li-
tuania y Rumanía no recogen el derecho a este 
tipo de permisos. El resto de países europeos 
cuenta con uno o varios tipos de permisos para 
cuidado de familiares en situación de dependen-
cia. Austria, Holanda, Italia, Bulgaria, Croacia, 
Eslovaquia, Eslovenia, Polonia y República Che-
ca contemplan permisos remunerados entre el 
55% y el 100% del salario previo. 

En esta área, España, como el resto de los paí-
ses mediterráneos a excepción de Italia, desta-
ca por su falta de protección. Existe un permiso 
remunerado de dos días por enfermedad grave, 
hospitalización o intervención quirúrgica con re-
poso domiciliario; sin embargo, la excedencia por 
cuidado de familiar no es remunerada.
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Permisos para el cuidado de otros familiares en situación de dependencia, UE-28 Tabla 3.4

PERMISOS PARA EL CUIDADO DE OTROS FAMILIARES EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA

Tipo Duración Remuneración 
Régimen socialdemócrata

Dinamarca x x x

Finlandia x x x

Suecia x x x

Régimen conservador

Alemania Permiso de corta duración por 
enfermedad inesperada de familiar en 
situación de dependencia

10 días No remunerado

Permiso de larga duración para cuidado 
de familiar en situación de dependencia

6 meses No remunerado

Austria Permiso para el cuidado de familiares 1 semana al año 100%

Permiso para organizar el cuidado o 
cuidar de familiares en situación de 
dependencia

Hasta 6 meses (mín. 1 mes) 55%

Bélgica Permiso por causas de fuerza mayor 10 días al año No remunerado

Permiso para cuidar familiares 
gravemente enfermos

De 1 a 12 meses 721€ netos mensuales

Permiso para cuidados paliativos 2 meses 721€ netos mensuales

Francia Permiso para cuidar de un familiar 
enfermo terminal

Hasta 3 años Los primeros 310 días se remuneran 
43€ para progenitores en pareja, 51€ 
para familias monoparentales

Holanda Permiso para el cuidado de pareja, 
progenitores enfermos u otros miembros 
del hogar (familia o amistades)

1 semana (las horas que se trabajen 
habitualmente a la semana), dos veces 
al año

70%

Permiso para cuidado de larga duración 6 veces la jornada semanal se puede 
tomar a tiempo parcial (12 semanas al 
año)

No remunerado

Luxemburgo x x x
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PERMISOS PARA EL CUIDADO DE OTROS FAMILIARES EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA

Tipo Duración Remuneración 
Régimen mediterráneo

Chipre Emergencia familiar (enfermedad 
o accidente de dependiente del 
empleado/a) 

Hasta 7 días al año No remunerado

España Permiso por enfermedad grave, 
hospitalización o intervención quirúrgica 
con reposo domiciliario de un familiar 

2 días laborables por episodio, 4 si hay 
que viajar (3-5 en el sector público)

100%

Excedencia por cuidado de un familiar Hasta 2 años No remunerado

Italia Permiso por necesidad familiar grave Hasta 2 años 100%

Grecia Sector privado: Permiso para atender 
enfermedad de familiares en situación de 
dependencia

6-14 días No remunerado

Sector público: Permiso para atender 
a cónyuge que necesita ciertos 
tratamientos

22 días al año Remunerado, al 66% o más

Malta Permiso para el cuidado de progenitores 
mayores o cónyuges discapacitados

Hasta un año No remunerado

Portugal Permiso para cuidado de cónyuge o 
familiar cercano

Hasta 15 días No remunerado (Remunerado al 83% en 
el sector público)

Permiso para el cuidado de cónyuge 
gravemente discapacitado o enfermo 
crónico

15 días No remunerado

PERMISOS PARA EL CUIDADO DE OTROS FAMILIARES EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA

Tipo Duración Remuneración 
Régimen liberal

Irlanda Permiso para provisión de cuidados 
a tiempo completo a un/a familiar 
dependiente 

13 a 104 semanas No remunerado

Reino Unido Permisos para emergencias imprevistas, 
que incluyen si un/a menor cae 
enfermo/a o tuvo un incidente durante 
el horario escolar, o si se debe lidiar con 
una alteración inesperada de los arreglos 
de cuidados. 

Por “un razonable periodo de tiempo” No remunerado
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/3

PERMISOS PARA EL CUIDADO DE OTROS FAMILIARES EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA

Tipo Duración Remuneración 
Europa Central y del Este

Bulgaria Permiso para cuidar a un familiar 
enfermo

Hasta 60 días al año 80%

Croacia Permiso para cuidado de cónyuge 20 días 70%

Permiso por enfermedad de un familiar 
inmediato 

7 días 100%

Eslovaquia Permiso para cuidar de familiar enfermo 
en casa

Hasta 10 días por episodio 55%

Eslovenia Permiso para cuidar de familiar co-
residente

7 días por episodio, más en casos 
excepcionales

80%

Estonia x x x

Hungría x x x

Letonia x x x

Lituania x x x

Polonia Permiso para cuidado de un familiar Hasta 14 días 80%

República Checa Permiso para cuidar de un familiar 
gravemente enfermo/a en casa

9 días 60%

Rumanía x x x

Fuente: Elaboración propia, a partir de Blum, Koslowski, Macht y Moss (2018) y Ghailani (2018).
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La provisión de servicios de cuidado y edu-
cación infantil y la de servicios de atención a 
las personas en situación de dependencia no 
suelen estudiarse de forma conjunta, en gran 
parte porque las políticas en una y otra área 
responden habitualmente a distintos objetivos 
políticos y, por ello, ponen el acento en dife-
rentes cuestiones y priman distintos tipos de 
herramientas de política pública. 

No obstante, en los últimos veinte años, el au-
mento de la participación laboral de las mu-
jeres y el envejecimiento de la población han 
convertido la promoción de ambos tipos de 
servicios en una prioridad de la agenda social 
europea. Se pueden citar como ejemplos: la 
Estrategia Europea de Empleo (1997-2010), 
la Estrategia Europa 2020, la recomendación 
“Invertir en la infancia” de 2013 o, más recien-
temente, el Pilar Europeo de Derechos So-
ciales. Consecuentemente, tanto los servicios 
de atención a la dependencia como, especial-
mente, los servicios de cuidado y educación 
infantil se han desarrollado ampliamente des-
de la década de los noventa, principalmente 
en los países continentales, mediterráneos y 

anglosajones, donde hasta entonces estaban 
muy poco desarrollados. Los países nórdicos, 
en cambio, pusieron en marcha generosos 
sistemas de servicios de ambos tipos ya en la 
década de los setenta y ochenta, al igual que 
Francia para el caso de la educación infantil. 
Sin embargo, también estos países han intro-
ducido reformas en sus sistemas de servicios, 
particularmente en la atención a la dependen-
cia.   

A pesar del desarrollo paralelo de ambos tipos 
de servicios, existen diferencias, como decía-
mos, en los objetivos políticos y las herramien-
tas que se han primado en uno y otro sector. 
Si bien hay variedades nacionales, a escala eu-
ropea la promoción de los servicios de cuidado 
y de educación infantil ha venido de la mano, 
ante todo, del objetivo de aumentar la parti-
cipación laboral de las mujeres y, solo más re-
cientemente, del objetivo complementario de 
promover el bienestar infantil y la igualdad de 
oportunidades. 

Por el contrario, el impulso de los servicios de 
atención a las personas de dependencia ha es-

4. Servicios para Conciliar
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tado motivado más bien por la preocupación 
por el envejecimiento de la población, la sobre-
carga de los sistemas sanitarios y la necesidad 
de impulsar un nuevo sector de empleo. Los 
diferentes objetivos políticos que han guiado 
las actuaciones en estas áreas dan cuenta de 
los diversos énfasis, estrategias y herramien-
tas que se han promovido de forma prioritaria 
en cada una de ellas. En el caso del cuidado y 
la educación infantil, se ha impulsado el desa-
rrollo de la provisión institucional, con especial 
énfasis en la dimensión educativa, especial-
mente en el tramo de 3 años a la edad de es-
colarización obligatoria. En el caso del cuidado 
a las personas en situación de dependencia, 
por el contrario, se ha seguido una estrategia 
más pluralista, que incluye una combinación 
de recursos institucionales y no instituciona-
les, formales e informales, aunque el acento 
se ha puesto en la provisión de servicios en el 
hogar, por medio de personas cuidadoras in-
formales familiares (habitualmente cónyuges, 
hijas o nueras) y/o personas empleadas como 
cuidadoras formales. Esta opción pluralista se 
ha señalado como la más adecuada para ase-
gurar la libertad de elección de las propias per-
sonas con discapacidad o en situación de de-
pendencia (León, Pavolini y Rostgaard, 2014). 

La presente sección se divide en dos aparta-
dos: el primero ofrece una panorámica de la 
cobertura y las principales características de 

los servicios de atención y educación infantil; 
y el segundo apartado aborda la capacidad de 
protección de los diferentes sistemas de aten-
ción a las personas en situación de dependen-
cia.
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4.1. Servicios de cuidado y educación infantil 

Si bien los sistemas de protección de la prime-
ra infancia en los diferentes países de la Unión 
Europea son muy variados y cuentan con dis-
tintas tradiciones, algunas muy dilatadas, lo 
cierto es que en los últimos veinte años ha ha-
bido una tendencia de cambio en la mayoría 
de países miembros: se ha pasado de un mayor 
foco en las prestaciones monetarias para las 
familias hacia un mayor énfasis en los servicios 
formales de cuidado y educación infantil (y en 
la liberación de tiempo para cuidar, a través 
de los permisos parentales y de la flexibilidad 
del tiempo de trabajo). De este modo, aunque 
sigue existiendo, como veremos en este apar-
tado, mucha diversidad en el acceso y los arre-
glos institucionales de los sistemas de atención 
y educación infantil de los países europeos, lo 
cierto es que hay una tendencia a la conver-
gencia en esta área, en mucha mayor medida 
que en el sector de los servicios de atención 

a la dependencia (León, Ranci y Rostgaard, 
2014). 

Ya en 2002, en el marco de la Estrategia Eu-
ropea de Empleo, la Cumbre de Barcelona 
estableció unos objetivos de cobertura claros 
para 2010: del 33% para los servicios de cui-
dado a menores de 3 años y del 90% para los 
servicios a niños y niñas de 3 años a la edad 
de escolarización obligatoria. Posteriormente, 
la Estrategia Europa 2020, en su apartado de 
educación y formación, incluía el objetivo de 
alcanzar el 95% de cobertura entre 4 años y la 
edad de escolarización obligatoria. Asimismo, 
el Pilar Europeo de Derechos Sociales esta-
blece, en su principio 9, que padres y madres 
y personas con responsabilidades de cuidado 
tienen derecho a acceder a servicios de cui-
dados, y en su principio 11, que niños y niñas 
tienen derecho a unos servicios de cuidado y 
educación infantil asequibles y de calidad. 
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En lo que sigue, vamos a ofrecer una descrip-
ción del alcance de los servicios formales (esto 
es, tanto públicos como privados1) de cuidado 
y educación infantil en los países miembros. 
Como veremos, no sólo varía el gasto social to-
tal que se dedica a esta partida en cada uno de 
ellos, sino que dentro de un mismo país la in-
versión, las coberturas y diseños institucionales 
difieren según el tramo de edad de los servicios. 
Según los últimos datos comparados disponi-
bles (OCDE, 2013), Suecia (1,6%), Dinamar-
ca (1,33%), Francia (1,28%), Bulgaria (1,2%) 
y Finlandia (1,1%) son los países europeos que 
dedican un mayor gasto social como porcentaje 
del PIB a los servicios de cuidado y educación 
infantil. No obstante, ese gasto se distribuye de 
forma diversa: Suecia destina más presupuesto 
a los servicios de 1-3, Francia y Finlandia distri- 
buyen su gasto equilibradamente entre el tramo 
0-3 y el tramo preescolar (3-edad de escola-
rización obligatoria), mientras Bulgaria dedica 
casi la totalidad a esta segunda etapa. España 

1	 Obviamente, la titularidad de este tipo de servicios es de crucial importancia: que sean públicos, privados o del tercer sector tiene 
consecuencias claras en su accesibilidad y asequibilidad. La opción por la oferta privada de estos servicios conlleva, a menudo, 
altos precios y, así, la exclusión de las familias con bajos ingresos, que no pueden permitirse pagarlos. Si los servicios privados 
son asequibles, frecuentemente lo son a costa de su calidad y de las precarias condiciones de trabajo de sus trabajadores/as. Por 
ello, para evitar crear desigualdades entre familias y para fomentar la calidad de los servicios y las condiciones laborales de sus 
empleados/as, es esencial que sea el estado quien financie y provea estos servicios (Esping-Andersen, 2000). No obstante, no 
tenemos datos comparativos precisos de la oferta pública de este tipo de servicios. Sin embargo, parece que la oferta pública 
es mayoritaria en el tramo preescolar (3-6 o 4-6) en la mayor parte de países, puesto que se incluye en el sistema educativo, 
pero no en el tramo 0-3, de corte más asistencial y en el que la oferta privada es mayoritaria en gran parte de países, salvo en los 
nórdicos y Francia. 

sólo destina un 0,5% del PIB a estos servicios, 
por debajo de Bélgica (0,8%), Reino Unido 
(0,78%), Rumanía (0,6%), Hungría (0,6%), 
Alemania (0,6%) e Italia (0,57%), si bien en to-
dos ellos la mayor parte del presupuesto se de-
dica al tramo preescolar. 

Este desequilibrio en el presupuesto invertido en 
cada uno de los tramos se traduce en la brecha 
que existe en la gran parte de países europeos 
entre la amplia cobertura del ciclo preescolar y 
la más escasa cobertura del ciclo 0-3. Y es que 
en la mayoría de estados miembros el segundo 
tramo de estos servicios está ya, de algún modo, 
integrado en el sistema educativo y su provisión 
es universal y gratuita. En cambio, las –en ge-
neral– más escasas coberturas de los servicios 
de cuidado infantil 0-3 están relacionadas, por 
un lado, con un diseño más asistencialista, una 
provisión más descentralizada, variable, y menos 
regulada y, por otro, con la existencia de esque-
mas de permisos de cuidados. La cobertura de 
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Cobertura de los servicios de cuidado y educación infantil de menores de 3 años Gráfico 4.1

Fuente:  OCDE

De 1 a 29 h (2005)	 30 h o más (2005)	 De 1 a 29 h (2017)	 30 h o más (2017)
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los servicios 0-3 no puede analizarse correcta-
mente sin tener en cuenta los diseños de estos 
permisos, particularmente, los permisos paren-
tales: allí donde están retribuidos y son relati-
vamente largos, se reduce el uso de los servi-
cios, sin que ello implique necesariamente un 
problema de oferta o subdesarrollo (Plantenga 
y Remery, 2015). 

El gráfico 4.1. muestra la diferencia de las ta-
sas de cobertura de los servicios de cuidado 
y educación infantil para menores de 3 años 
entre 2005, año en que comienzan a reco-
gerse datos comparativos de este tipo de ser-
vicios a escala europea, y 2017. Excepto en los 
países nórdicos, que partían ya de una amplia 
cobertura y en los que ésta, por tanto, ha au-
mentado poco (Finlandia) o se ha manteni-
do (Dinamarca, Suecia), hay una tendencia 
general al aumento de la cobertura de estos 
servicios, especialmente en los países conti-
nentales, mediterráneos y del Este. En 2005, 
solo cinco países (Dinamarca, Suecia, Bélgi-
ca, Holanda y España) cumplían el objetivo de 
cobertura del 33% marcado por la Cumbre de 
Barcelona; en 2017, ya son once países (Di-
namarca, Finlandia, Suecia, Bélgica, Francia, 
Holanda, Luxemburgo, España, Malta, Portu-
gal y Eslovenia) los que están por encima de 
ese porcentaje y dos más (Alemania y Estonia) 
están próximos a lograrlo. 

En 2017, las mayores tasas de cobertura se 
encuentran en Dinamarca, con el 72,7% de 
sus menores de 3 años en los servicios forma-
les de cuidado y educación infantil, y en Ho-
landa (62,6%), Luxemburgo (60,8%), Bélgica 
(52,9%), Suecia (52,7%) y Francia (50,5%). 
Portugal (47,5%), España (45,8%) y Eslove-
nia (44,8%) también presentan tasas relati-
vamente altas de cobertura, muy superiores a 
la media de la Unión Europea (34,2%). Por el 
contrario, las menores tasas de cobertura se 
encuentran en algunos países del Este, como 
Eslovaquia (0,6%), República Checa (6,5%), 
Bulgaria (9,4%) y Polonia (11,6%). 

Estos porcentajes totales de cobertura en-
mascaran diferencias significativas tanto en 
los diseños institucionales (sistema público o 
privado, acceso, ratios, costes, calidad del ser-
vicio, formación de quienes trabajan el sector) 
como en el número de horas que cubren es-
tos servicios (más de 30 horas, menos de 30 
horas). De este modo, coberturas similares 
pueden esconder diferencias significativas en 
el sistema, acceso, costes y horarios, lo que 
tiene consecuencias evidentes para las es-
trategias de conciliación de las familias de dos 
sustentadores y, más aún, de las familias mo-
nomarentales. 

En este sentido, el gráfico 4.1. muestra tam-
bién, con diferentes tonos de color en cada 
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Porcentaje de menores de 3 años al cuidado sólo de sus progenitores, 2017 Gráfico 4.2

Fuente:  OCDE
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barra, los datos desagregados de cobertura 
por número de horas de uso de los servicios 
de cuidado infantil 0-3. No obstante, mere-
ce la pena subrayar que un uso horario menor 
de los servicios de cuidado y educación infantil 
no implica necesariamente una oferta horaria 
escasa, sino que puede reflejar tanto costes 
demasiado elevados como pautas de empleo, 
políticas de bienestar y culturas familiares di-
versas. Por ejemplo, Holanda ofrece servicios 
de cuidado infantil a tiempo completo, pero 
lo habitual es hacer uso de ellos menos de 30 
horas a la semana, dada la amplia difusión del 
tiempo parcial, particularmente femenino, en 
el país (Plantenga y Remery, 2015). En Espa-
ña, por el contrario, la mayoría de hombres y 
mujeres trabajan a tiempo completo y la ofer-
ta pública y privada de estos servicios supera 
las 30 horas. Sin embargo, la red pública sólo 
cubre a alrededor de un 50% de las criaturas 
menores de 3 años, el resto está en centros 
privados, cuyo coste es más elevado. Así pues, 
el hecho de que el uso mayoritario de estos 
servicios en nuestro país sea por menos de 
30 horas puede ser el reflejo tanto del défi-
cit de oferta pública como de la preferencia 
mayoritaria por que sea la familia quien asuma 
el grueso de los cuidados de las criaturas me-
nores de 3 años (CIS, 2012). Austria, Irlanda 
y Reino Unido presentan tasas de cobertu-
ra relativamente bajas y mayoritariamente a 

tiempo parcial, lo que es coherente tanto con 
la amplia duración de sus permisos, como con 
la difusión del empleo parcial femenino. Por el 
contrario, en los países nórdicos, en los paí-
ses del Este y en Alemania, Bélgica, Francia, 
Luxemburgo y Portugal, la tendencia, desde 
2005, ha sido al aumento de horas y la mayo-
ría de menores de 3 años está atendida más de 
30 horas a la semana. 

Resulta oportuno contrastar los datos de co-
bertura de los servicios formales de cuidado y 
educación infantil para menores de 3 años con 
los datos que nos ofrece el gráfico 4.2. sobre 
porcentaje de criaturas de esa edad que están 
al cuidado sólo de sus progenitores en 2017. 
Algunos de los países con mayor cobertura de 
aquellos servicios presentan porcentajes ba-
jos de menores de 3 años al cuidado sólo de 
sus progenitores: Portugal (21,3%), Holanda 
(21,6%), Dinamarca (25,3%) y Luxemburgo 
(27,9%). Sin embargo, encontramos que otros 
países con altas tasas de cobertura de estos 
servicios presentan porcentajes considerables 
(entre el 37% y el 45%) de menores de esa 
edad al cuidado sólo de sus progenitores: como 
ocurre en Suecia (45,1%), España (43,3%), 
Francia (38,9%) y Bélgica (37,8%). Por el 
contrario, en los países de la Europa Central 
y del Este, donde los servicios de cuidados a 
menores de 3 años están menos desarrolla-
dos, encontramos los mayores porcentajes de 
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menores al cuidado sólo de sus progenitores. 
Entre ellos, destacan Hungría (99,9%), Bul-
garia (80,5%), Eslovaquia (72,6%), Letonia 
(62,6%) y Lituania (61,8%). 

No obstante, un porcentaje similar de meno-
res al cuidado sólo de sus progenitores pue-
de esconder situaciones muy diversas y, por 
tanto, tener significados muy distintos en 
los diferentes países: permisos remunerados 
(parentales y/o de crianza en el hogar) más o 
menos generosos; escasez de servicios; di-
versos costes, calidades y flexibilidades de los 
servicios; contextos de políticas de bienestar 
diferentes; y valores con respecto a la crianza 
y los cuidados distintos. Unos permisos pa-
rentales y de cuidado infantil bien remunera-
dos y largos están detrás del alto porcentaje 
de menores de 3 años al cuidado sólo de sus 
progenitores en Suecia, país que, sin embar-
go, garantiza plaza en sus servicios de cuidado 
infantil a partir del año. Por el contrario, las ci-
fras similares de España pueden interpretarse 
como el resultado de una combinación de fac-
tores: por un lado, las deficiencias de nuestro 
sistema de protección a la infancia temprana 
(inexistencia de permisos parentales) y de los 
servicios de cuidados (una oferta pública insu-
ficiente y una oferta privada poco asequible) 
y, por otro, la preferencia mayoritaria por un 
mayor protagonismo de la familia en los cuida-
dos de las criaturas 0-3 (CIS, 2012). En resu-

men, la capacidad real de elección de las fami-
lias depende mucho de los recursos materiales 
a su disposición, los contextos institucionales 
y las culturas de cuidados dominantes en las 
sociedades en las que habitan (Pfau Effinger, 
2005; Kremer 2007).

El gráfico 4.3 nos muestra, por el contrario, 
la diferencia de las tasas de cobertura de los 
servicios de cuidado y educación infantil para 
niños y niñas de 3 años a la edad de escolari-
zación obligatoria entre 2005 y 2017. Como 
vemos, a excepción de Finlandia, Italia y, en 
mayor grado, Reino Unido, donde la cobertura 
se ha reducido, la tendencia general también 
ha sido a la ampliación de la cobertura. Esta ha 
sido especialmente acusada en Luxemburgo, 
Grecia, Malta, Portugal, Irlanda y en la mayoría 
de países del Este. En 2005, solo cinco países 
(Dinamarca, Bélgica, Francia, España e Italia) 
cumplían el objetivo de cobertura del 90% 
marcado por la Cumbre de Barcelona para 
este tramo de edad; en 2017, en cambio, doce 
países (Dinamarca, Suecia, Bélgica, Francia, 
Holanda, Luxemburgo, España, Malta, Portu-
gal, Eslovenia y Estonia) están por encima de 
ese porcentaje y cinco más (Alemania, Aus-
tria, Italia, Hungría y Letonia) sobrepasan la 
media de la UE-28 (85,7%) y están próximos 
a lograr el objetivo europeo.  
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Cobertura de los servicios de cuidado y educación infantil de niños/as de 3 años a la edad de 
escolarización obligatoria

Gráfico 4.3

Fuente:  OCDE
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Las mayores tasas de cobertura de los servi-
cios de cuidado y educación infantil de 3 años 
a la edad de escolarización se encuentran en 
Bélgica (99,3%), Suecia (97,5%), España 
(95,8%), Holanda (95,2%) y Francia (95,1%). 
No es casual que, en estos países, este tra-
mo esté, en su mayor parte, integrado en el 
sistema educativo y sea gratuito. No obstan-
te, Dinamarca tiene también una alta tasa de 
cobertura (94,4%) con un sistema asistencial 
donde padres y madres asumen hasta el 30% 
del coste de los servicios. Finlandia (75,9%), 
cuya tasa de cobertura está por debajo de la 
media europea y apenas se ha modificado en 
los últimos doce años, retiene igualmente una 
dimensión asistencial hasta los 7 años, que 
comienza la escolarización obligatoria; y, sin 
embargo, su sistema educativo sobresale en la 
mayoría de los ranking educativos y se toma 
como modelo a escala internacional. Repú-
blica Checa (79,8%), Reino Unido (73,4%) y 
Eslovaquia (73,7%) tienen tasas cercanas a las 
finlandesas, y los dos primeros han introduci-
do reformas en 2018 para ampliarlas (Janta, 
Iakovidou y Butkute, 2018). Por el contrario, 
Croacia, Polonia y Rumanía son los países con 
menores tasas de cobertura de este tipo de 
servicios. 

Si atendemos ahora a las diferencias en el nú-
mero de horas que cubren los servicios de cui-
dado y educación infantil de 3 años a la edad 

de escolarización obligatoria, encontramos 
una pauta similar a la de los servicios para me-
nores de 3 años: en la mayoría de países euro-
peos ha aumentado el número medio de horas 
que se hace uso de este tipo de servicios desde 
2005, siendo más de 30 horas a la semana la 
opción mayoritaria en 2017, salvo en Austria, 
Holanda, España, Irlanda, Reino Unido y Ru-
manía, donde prima el uso por menos de 30 
horas. 
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4.2. Servicios de cuidados de larga duración o a la dependencia 

Pese a que la conciliación de la vida laboral y 
familiar forma parte de la agenda social euro-
pea desde hace ya más de dos décadas, esta 
se concentraba en la compatibilidad entre 
empleo y crianza. Como hemos señalado an-
teriormente, la atención a los cuidados de lar-
ga duración se ha convertido en una prioridad 
europea muy recientemente, a través del “Pa-
quete de Inversión Social” y del Pilar Europeo 
de Derechos Sociales, cuyo principio 18 pro-
clama que “todas las personas tienen derecho 
a unos servicios de cuidados de larga duración 
asequibles y de buena calidad, particularmen-
te servicios de atención en el hogar y servicios 
comunitarios”. 

Los sistemas de cuidados a las personas en si-
tuación de dependencia en Europa son muy 
variados. En todos los países europeos, la ma-
yor parte de esos cuidados los proporcionan 
las propias familias, principalmente los y las 
cónyuges y las hijas, y ese cuidado informal 
se complementa, en distintos grados y mo-
dos, con los servicios formales a disposición 
de aquéllas. Estos servicios, a su vez, divergen 
significativamente en sus diseños organizati-
vos (primacía de la provisión pública, privada 
o del tercer sector), en las formas de provisión 
(servicios en el hogar o instituciones de cuida-

dos) y en los tipos de prestación (prestaciones 
monetarias, en especie y/o co-pagos de las 
propias personas usuarias) que priorizan, y en 
los modos de financiación de sus sistemas (a 
través de impuestos, contribuciones a la segu-
ridad social o seguros privados) (Spasova et al., 
2018). La complejidad del sector y el hecho 
de que haya entrado sólo recientemente en la 
agenda social europea dan cuenta de la esca-
sez y la poca fiabilidad de los datos comparati-
vos disponibles. 

No obstante, como podemos ver en el grá-
fico 4.4, parece haber una tendencia en Eu-
ropa al aumento del gasto social en cuidados 
de larga duración como porcentaje del PIB en 
la última década. En 2016, Holanda (3,64%), 
Suecia (3,43%), Dinamarca (2,78%), Finlan-
dia (2,50%), Reino Unido (2,35%) y Francia 
(2,26%) son los países miembros que más in-
vierten en este tipo de cuidados, si bien dedi-
can la mayor parte de ese presupuesto a ser-
vicios de tipo sanitario. Los servicios sociales 
de cuidados de larga duración, claves para el 
apoyo en las actividades básicas e instrumen-
tales de la vida diaria, parecen estar mucho 
menos desarrollados en la mayoría de países, a 
excepción de Holanda. Aunque en ocho años 
España ha aumentado su gasto social en cui-



93

Gasto social en cuidados de larga duración, como % del PIB, por tipo de gasto Gráfico 4.4

Fuente:  OCDE
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dados de larga duración en 15 puntos porcen-
tuales, su inversión en esta área es aún muy in-
suficiente, inferior al 1% del PIB. Sólo Hungría, 
Rumanía y Grecia dedican un gasto menor. 

En cuanto a la cobertura de los diferentes sis-
temas de cuidados de larga duración, el gráfico 
4.5 nos muestra los receptores de ese tipo de 
cuidados como porcentaje de la población ge-
neral entre 2008 y 2016 para los países euro-
peos de los que hay datos. Las barras rosas se 
refieren al año 2008 (en rosa más oscuro, la 
cobertura en instituciones; en rosa más pálido, 
la cobertura en el hogar) y las verdes al 2016 
(en verde más oscuro, la cobertura en insti-
tuciones; en más claro, la cobertura en el ho-
gar2). Como vemos, no parece haber una ten-
dencia común: los países que partían de mayor 
cobertura en 2008, como Holanda (19,8%), 
Dinamarca (19%) y Suecia (17,4%) han visto 
disminuir su cobertura total; por el contrario, 
los países continentales y mediterráneos, que 
partían de coberturas muy bajas han ampliado 
significativamente su capacidad protectora. 

2	  La definición de este dato por parte de OCDE excluye a las personas que sólo necesitan ayuda con las actividades instru-
mentales de la vida cotidiana, como hacer la compra, cocinar y hacer gestiones, e incluye –por el contrario- a cuidadores no 
profesionales pero que reciben una remuneración a través de un programa social, e incluye también el uso temporal de algunas 
instituciones pensadas para apoyar la permanencia en el propio hogar, como los centros de día o los programas de respiro fami-
liar. 

Podemos observar que pese al énfasis europeo 
en la provisión de cuidados de larga duración 
en el hogar, tampoco existe una tendencia co-
mún a la ampliación de servicios en ese ámbi-
to. Los países que cubrían a un porcentaje ma-
yor de población de 65 años o más en 2008 
eran Dinamarca (14,1%), Holanda (13,1%), 
Suecia (11,4%). En 2016, los tres países han 
reducido su cobertura de este tipo de servi-
cios (Dinamarca, 11,6%; Holanda, 8,7%; Sue-
cia, 10,9%) que, sin embargo sigue siendo alta. 
Estonia, Finlandia, Luxemburgo, Alemania, 
Francia y Hungría presentaban unas tasas de 
cobertura que rondaban los 6-8% en 2008; 
de entre ellos, en 2016 sólo Alemania (9,5%) 
y Hungría (9,3%) han aumentado ligeramen-
te la capacidad protectora de sus servicios 
de cuidados en el hogar. Por el contrario, los 
países mediterráneos, especialmente España 
e Italia, que partían de coberturas muy bajas, 
han visto aumentar significativamente su co-
bertura entre 2008 y la actualidad. De hecho, 
en 2016 el porcentaje de personas receptoras 
de cuidados remunerados en el hogar (como 
porcentaje de la población de 65 años o más) 
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Receptores de cuidados de larga duración, como % de la población de 65 años o más Gráfico 4.5

Fuente:  OCDE
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en España (7,8%) supera el porcentaje finlan-
dés y francés. Sin duda, la puesta en marcha 
del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia, con todas sus deficiencias, 
está detrás de este aumento de cobertura. No 
obstante, el dato de la cobertura no es un in-
dicador muy apropiado del desarrollo y calidad 
de este tipo de servicios, pues puede esconder 
situaciones de provisión de cuidados cualitati-
vamente muy diferentes. De hecho, los datos 
de cobertura no son coherentes con los datos 
de inversión que veíamos más arriba. España 
cubre a un mayor porcentaje de personas en 
su hogar con un presupuesto mucho menor 
que el finlandés o francés, lo que apunta a 
unas prestaciones y unos derechos deficientes 
para las personas cuidadoras o, de otro modo, 
a una peor calidad de los cuidados y una mayor 
vulnerabilidad de las personas en situación de 
dependencia.  

Volviendo al gráfico 4.5, las partes más os-
curas de las barras se refieren al número de 
receptores de cuidados de larga duración en 
instituciones no hospitalarias (como porcen-
taje de la población de 65 años o más) entre 
2008 y 2016. En este caso, sí parece haber 
una tendencia europea a un ligero aumento de 
la cobertura, excepto en los países que partían 
de una cobertura mayor en 2008, como Ho-
landa (6,7%), Suecia (6%), Dinamarca (4,9%), 
Finlandia (4,7%). De los países con mayo-

res coberturas en 2008, Bélgica (6,6%) es 
el único que ha aumentado su porcentaje de 
receptores de cuidados de larga duración en 
instituciones. Luxemburgo y Alemania, que 
tenían porcentajes medios de cobertura, han 
incrementado su cobertura en 2016, mientras 
que Irlanda y Francia la han reducido. Los paí-
ses mediterráneos y del Este, que partían de 
tasas muy bajas, también han visto aumentar 
sus porcentajes de cobertura. El aumento ma-
yor en el régimen mediterráneo lo protagoniza 
España, que pasa del 1,3% en 2008 al 2% de 
cobertura en 2016. De nuevo, el dato cuan-
titativo del aumento de cobertura de las ins-
tituciones de cuidados de larga duración nos 
dice bien poco de la calidad del servicio que 
se ofrece en ellas, especialmente cuando se 
fomenta un sistema público-privado que ex-
ternaliza la gestión y la provisión a entidades 
privadas con ánimo de lucro. La Comunidad de 
Madrid es un caso extremo de las consecuen-
cias perversas de este modelo (Alabao, 2019). 
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La crianza y las situaciones de dependencia 
asociadas con la discapacidad o la vejez conlle-
van altos costes para las familias. Los diferen-
tes países europeos han ofrecido tradicional-
mente distintos tipos de respaldo económico 
para esas situaciones: las prestaciones familia-
res han constituido la principal herramienta de 
apoyo a las familias con hijos/as, mientras que 
los sistemas de pensiones se concebían como 
herramienta primordial de protección contra 
los embates de la vejez. 

No obstante, las transformaciones sociode-
mográficas y económicas de las últimas dé-
cadas, particularmente la extensión de las 
familias de dos sustentadores asociada a la 
participación continuada de las mujeres (y 
particularmente, las madres) en el mercado de 
trabajo y el envejecimiento del envejecimien-
to, han trastocado los objetivos que guiaban 
las actuaciones de política pública en ambas 
áreas. Si bien las prestaciones económicas a 
las familias con hijos/as siguen constituyendo 
el grueso del gasto social en familia en la mayor 
parte de países europeos, el acento en el au-
mento de las tasas de empleo y en la concilia-

ción de la vida laboral y familiar ha traído con-
sigo un aumento generalizado de la inversión 
en prestaciones en especie, como los servicios 
de cuidado y educación infantil. Por su parte, 
el aumento del número de personas mayores 
de 65 años, su mayor longevidad y el hecho de 
que una cantidad significativa de ellas viva sola 
han puesto en entredicho la capacidad protec-
tora de los sistemas de pensiones tradicionales 
y la necesidad de responder a las necesidades 
de cuidados de larga duración mediante servi-
cios y/o prestaciones complementarias para el 
cuidado (cash-for-care). 

La presente sección se divide en dos aparta-
dos: el primero presenta los niveles de gasto 
social en familia y, específicamente, en pres-
taciones económicas en los distintos países 
europeos, y traza las características principa-
les de los sistemas institucionales de apoyo 
económico a las familias con hijos/as en una 
selección de ellos; el segundo apartado intenta 
hacer lo mismo para el caso de los cuidados de 
larga duración, si bien los datos aquí son esca-
sos y menos fiables. 

5. Dinero para Conciliar 
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5.1. Prestaciones monetarias para familias con hijos/as

El gráfico 5.1 presenta el gasto social dedicado 
a familias e hijos/as como porcentaje del Pro-
ducto Interior Bruto en 2008 y en 2016 para 
los países para los que hay datos disponibles. 
Como vemos, parece que hay una tendencia 
al mantenimiento o aumento de gasto en este 
área en la mayor parte de países, a excepción 
de Dinamarca, Irlanda, Hungría y República 
Checa. No obstante, Dinamarca y, en menor 
grado, Hungría, partían de porcentajes altos. 
De hecho, en 2016, como en 2008, Dina-
marca es el país europeo que mayor porcen-
taje de gasto, un 3,5% de su PIB, dedica a las 
familias con hijos/as. Junto con él, Alemania 
(3,2%), Finlandia (3,1%), Suecia (3%), Austria 
(2,8%), Reino Unido (2,6%) y Polonia (2,5%) 
conforman el grupo de países de mayor inver-
sión en este sector, por encima de la media 
de la Unión Europea (2,4%). Francia (2,4%) y 
Bélgica (2,2%) también presentan porcentajes 
de gasto considerables, que han mantenido en 
el tiempo. Irlanda, sin embargo, formaba parte 
de este grupo, pero desde 2008 ha visto caer 
espectacularmente su gasto social en familia, 
que se reduce a 1,3% en 2016. De este modo, 
en la actualidad se sitúa entre los países que 
menos invierten en familia, junto con Holanda 
(1,1%), Lituania (1,2%) y los países mediterrá-
neos. Entre estos últimos, mientras Italia y, en 

menor grado, Grecia han aumentado su gas-
to en familia entre 2008 y 2016, los niveles 
de inversión de Portugal y España se han es-
tancado. Merece también la pena destacar el 
caso de Polonia, que en 2008 se situaba entre 
los países con menos inversión (1,2%), y que 
desde entonces ha más que duplicado su gasto 
social en familia (2,5%), situándose ahora por 
encima de la media europea.  
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Gasto social dedicado a familias, como % del PIB, por tipo de prestaciones Gráfico 5.1

Fuente:  Eurostat
Nota aclaratoria: Las prestaciones monetarias incluyen las prestaciones por hijo/a a cargo, las prestaciones o subsidios de mantenimiento de 
renta en caso de nacimiento, las prestaciones asociadas a los permisos de maternidad, paternidad y parentales, las prestaciones de pago único por 
nacimiento y otras prestaciones periódicas. Las prestaciones en especie se refieren a los servicios de atención y educación infantil, programas de 
vivienda, ayuda a domicilio y otros.
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No obstante, las cifras de gasto social total nos 
dan sólo una imagen parcial de cómo los distin-
tos países apoyan a las familias con hijos e hijas, 
pues ocultan sistemas cualitativamente muy 
diversos: unos priman el universalismo, otros, 
por el contrario, focalizan sus actuaciones en 
las familias más pobres; unos hacen mayor uso 
de las prestaciones monetarias (de la seguridad 
social o beneficios fiscales), mientras los me-
nos anteponen los servicios, que a su vez pue-
den ser de gestión pública o de gestión privada 
(con o sin ánimo de lucro). 

Con respecto a las herramientas de política 
pública, a grandes rasgos, se pueden primar las 
prestaciones en especie (como los servicios de 
cuidado y educación infantil, vivienda, etc.) o 
las prestaciones monetarias (como las pres-
taciones asociadas a los permisos, las presta-
ciones de pago único por nacimiento u otras 
situaciones, las desgravaciones fiscales y las 
prestaciones por hijo/a a cargo). Si nos fijamos 
de nuevo en el gráfico 5.1., podemos observar 
que el gasto social total en familia para cada 
año, que se corresponde con la longitud total 
de las barras, aparece desagregado en gasto en 
prestaciones en especie (en tonos rosas o ver-
des oscuros) y en prestaciones monetarias (en 
tonos rosas y verdes tenues). Como vemos, en 
ambos años y en casi todos los países, la ma-
yor parte del gasto social en familia se destina a 
estas últimas, excepto en los países nórdicos y 

España, donde el gasto en prestaciones en es-
pecie iguala o excede el gasto en prestaciones 
monetarias. Los países más generosos en pres-
taciones monetarias son los países anglosajo-
nes, Austria, Alemania, Bélgica, Francia, Italia, 
Grecia, Eslovaquia, Hungría, Polonia y Repú-
blica Checa. De entre ellos, merece la pena 
destacar los casos de Italia y, especialmente, 
Polonia, que han visto aumentar considera-
blemente su gasto en prestaciones monetarias 
entre 2008 y 2016. Por el contrario, los países 
más generosos en prestaciones en especie son, 
con mucha diferencia, los países nórdicos, que 
dedican a esta partida más del doble del total 
del gasto en familia de España. No obstante, 
se observa una tendencia al aumento de gasto 
en servicios en casi todos los países, y espe-
cialmente en Alemania, lo que resulta cohe-
rente con el acento europeo en los servicios 
de atención y educación infantil como herra-
mienta clave tanto para conciliar la vida laboral 
y familiar como para luchar contra la pobreza y 
exclusión infantiles. 

En cuanto al tipo de enfoque predominante en 
la protección a las familias con hijos e hijas, el 
gráfico 5.2. nos da una muestra del grado de 
universalismo de los diversos sistemas y de si 
este ha cambiado entre 2008 y 2016. Como 
vemos, a excepción de Finlandia, Suecia, Bél-
gica y Eslovaquia, cuyas prestaciones familiares 
son en su totalidad no condicionadas (funda-
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Gasto social dedicado a familias, como % del PIB, por condicionalidad de las prestaciones Gráfico 5.2

Fuente:  Eurostat
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mentalmente, prestaciones universales por 
hijo/a a cargo y prestaciones asociadas a los 
diversos esquemas de permisos), la mayoría 
de países europeos presentan una combina-
ción de programas no condicionados y pro-
gramas complementarios condicionados a una 
comprobación del nivel de renta. Ahora bien, 
el grueso de las prestaciones familiares son no 
condicionadas en la mayor parte de ellos, in-
cluso en los países anglosajones, que tienen una 
fuerte tradición de política social focalizada. 
No obstante, Reino unido y Alemania también 
dedican un amplio porcentaje de gasto a las 
prestaciones condicionadas al nivel de renta. 
Por su parte, los países mediterráneos no sólo 
invierten poco en familias como porcentaje del 
PIB, sino que, salvo España, son los únicos que 
priman las prestaciones condicionadas a las 
prestaciones no condicionadas. 

España constituye la excepción del grupo, pues 
la mayor parte de su exiguo gasto se destina a 
prestaciones no condicionadas, fundamen-
talmente, a las prestaciones de los permisos 
de maternidad y paternidad, que están remu-
nerados al 100%, a diferencia de lo que ocu-
rre en otros países europeos. Aunque estas 
prestaciones se consideren no condicionadas, 
lo cierto es que están condicionadas a la situa-
ción de empleo y el historial de cotización. En 
2018 nacieron 410.583 criaturas (de madre 
residente) en España y el Instituto Nacional de 

Seguridad Social tramitó sólo 252.706 presta-
ciones de maternidad, lo que quiere decir que 
al menos el 38,45% de las madres quedaron 
desprotegidas, ya sea porque no estaban dadas 
de alta en la Seguridad Social (por “inactivas” o 
“paradas” sin prestación por desempleo) o por-
que no habían cotizado lo suficiente.

En cambio, España es de los pocos países eu-
ropeos que carece de prestaciones universales 
por hijo/a a cargo menor de 18 años. En Dina-
marca todas las familias tienen derecho a una 
prestación por hijo/a a cargo cuya cantidad 
varía en función de su edad hasta que cumple 
18 años (y se reduce para familias de rentas al-
tas): 605 euros al trimestre entre los 0 y los 2 
años, 479 euros por trimestre entre los 3 y los 
6 años, 377 euros entre los 7 y los 14 años y 
126 euros al mes entre los 15 y los 17 años. En 
Suecia, todas las familias, independientemente 
de sus ingresos, tienen también derecho a una 
prestación por hijo/a a cargo de 121,79 euros 
al mes desde el momento del nacimiento has-
ta los 16 años, o los 20, si el hijo/a en cues-
tión está cursando estudios. Además, existen 
complementos para las familias numerosas. En 
Alemania, las familias reciben 194 euros men-
suales por las dos primeras criaturas, 200 eu-
ros por la tercera y 225 por las siguientes, hasta 
que cumplen 18 años, o hasta los 25 años, si 
cursan estudios y no trabajan. Existe también 
una prestación específica para familias mono-
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parentales. En Francia, todas las familias de al 
menos dos hijos/as tienen derecho a una pres-
tación hasta que estos/as cumplen 20 años: 
131,16 euros por dos hijos/as, 299,20 euros 
por tres hijos/as y 467,24 euros por cuatro, si 
bien estas cantidades se reducen para familias 
con rentas altas. Incluso en Reino Unido, todas 
las familias con hijos/as menores de 16 años o 
20, si estos/as están estudiando, perciben: 101 
euros al mes, por el primer hijo/a y 67 euros al 
mes por los siguientes (MISSOC, 2018).

A diferencia de lo que ocurre en estos países, 
España solo cuenta con unas prestaciones 
condicionadas por hijo/a a cargo que sólo lle-
gan al 10% de las familias y cuyas cantidades 
son irrisorias (291 euros al año en 2018) (Olías, 
2018). La consecuencia más dramática de esta 
falta de programas de mantenimiento de ren-
tas para familias con menores es la alta tasa de 
pobreza y, particularmente, pobreza infantil, 
que tenemos en nuestro país: según Save the 
Children, el 28,3% de los niños y niñas espa-
ñolas vive actualmente en riesgo de pobreza y 
exclusión (Save the children, 2019). Aunque la 
necesidad de invertir en la infancia ya está en 
la agenda política española, como atestigua el 
recientemente aprobado aumento de las pres-
taciones existentes por hijo/a a cargo, éstas 
siguen siendo extremadamente focalizadas y 
condicionadas a nivel de renta y sus cantidades 
continúan siendo insuficientes. 



106

5.2. Prestaciones monetarias para la dependencia

Como hemos visto en el capítulo anterior, Ho-
landa, Suecia, Dinamarca, Finlandia, son los 
países que más gasto social como porcentaje 
del PIB dedican a los cuidados de larga dura-
ción, mientras que Grecia, Rumanía, Hungría, 
España y Portugal están en la cola del gasto 
en este área. Los países que más invierten en 
este tipo de cuidados los reconocen como un 
derecho social y tienen sistemas universales. 
La legislación española consagra el derecho a 
la atención a la dependencia como un dere-
cho subjetivo y, sin embargo, España es uno 
de los países europeos que menos invierte en 
estos cuidados y la cobertura dista mucho de 
ser universal. 

No tenemos datos comparativos recientes so-
bre cómo distribuyen los distintos países euro-
peos el gasto total en cuidados de larga dura-
ción, cuánta inversión destinan a prestaciones 
monetarias, a cuidados en el hogar o a cuida-
dos institucionales. Según los últimos datos 
disponibles (Lipszyc, Sail y Xavier, 2012), los 
países que invierten más en cuidados de larga 
duración dedican el grueso de su presupues-
to a cuidados en instituciones, a excepción 
de Dinamarca, que destina casi la mitad de 
su presupuesto a las prestaciones económi-
cas. Las personas residentes en este país que 

tienen problemas para realizar las actividades 
básicas de la vida diaria tienen derecho a una 
prestación para la asistencia personal (Bor-
gerstyret personlig assistance), cuya cantidad 
variaba entre los 215 y los 675 euros al mes 
en 2010, dependiendo de su grado de depen-
dencia, y que pueden utilizar para emplear a 
una asistente formal (Bettio y Verashchagi-
na, 2012: 165). Las personas empleadas que 
tienen familiares o amistades en situación de 
dependencia (discapacidad o enfermedad) 
pueden ser contratadas hasta seis meses por 
el municipio donde reside la persona en situa-
ción de dependencia para hacerse cargo de 
ella y reciben por ello el equivalente a su salario 
previo (con un techo de 3.020 euros al mes) 
(MISSOC, 2018). 

Holanda también destaca por dedicar más de 
un tercio (33,8%) de su presupuesto en cui-
dados de larga duración en prestaciones mo-
netarias (Lipszyc, Sail y Xavier, 2012). Allí, una 
persona residente con necesidades serias de 
cuidados crónicos con derecho a estar en una 
residencia puede optar por recibir un “presu-
puesto personal” (persoonsgebonden budget) 
para contratar los servicios de una persona 
cuidadora formal, siempre que los costes de 
esta opción no sobrepasen los costes de una 
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residencia. Las cantidades medias de ese pre-
supuesto variaban entre los 1.279 y los 1.707 
euros en 2010, según grado de dependencia 
y edad (Bettio y Verashchagina, 2012: 168). 

Entre los países que presentan un gasto me-
dio en cuidados de larga duración, como Rei-
no Unido, Francia, Italia, Austria y Alemania, 
solo Italia y Austria dedican el grueso de su 
presupuesto a prestaciones monetarias. En 
estos dos países, y especialmente en Italia, la 
combinación de prestaciones monetarias es-
tatales y municipales, preferencias por el cui-
dado familiar y un amplio mercado irregular de 
trabajadoras de cuidados migrantes, resulta en 
la predominancia de un modelo de cuidados 
de larga duración intensivo basado en el em-
pleo doméstico interno o modelo de “migrante 
en la familia” (Bettio y Verashchagina, 2012). 
L’assegno di accompagnamento italiano, que 
asciende a 516 euros al mes no es una pres-
tación condicionada a la renta familiar, pero 
depende de la certificación de discapacidad 
o dependencia severa (MISSOC, 2018). A 
ella se le puede añadir, a nivel local, l’assegno 
di cura, una prestación condicionada a renta y 
de cantidades variables. A diferencia de Italia, 
Francia, se caracteriza por una pluralidad de 
prestaciones, con una cobertura casi universal, 
cuyo modelo predominante son los “cheques 
de servicio” (allocation personnalisée à l’auto-
nomie), cuya cantidad variaba en 2010 entre 

los 524 y 1.224 euros, y que prima la provisión 
formal, sea pública o privada, de cuidados. 

España, por el contrario, está a la cola en in-
versión en cuidados de larga duración, dedi-
cando menos del 1% de su PIB a este campo, 
y la mitad de su presupuesto se destina a cui-
dados en instituciones. La ley de “promoción 
de la autonomía personal y atención a las per-
sonas en situación de dependencia”, aproba-
da en 2006, establecía que todas las perso-
nas dependientes –definidas como personas 
mayores incapaces de valerse por sí mismas o 
personas con discapacidad– tienen derecho 
a ser atendidas, según su renta y su grado de 
dependencia, a través de los servicios sociales 
de atención o mediante tres tipos de presta-
ciones económicas: la prestación vinculada al 
servicio, la prestación de asistencia personal, 
la prestación para cuidados en el entorno fa-
miliar y apoyo a cuidadores no profesionales. 
No obstante, lo cierto es que el Sistema para 
la Autonomía y la Atención a la Dependencia 
(SAAD) está lejos aún de ofrecer una co-
bertura universal y tiene muchas deficiencias 
(problemas de gestión y coordinación, pres-
taciones exiguas, no reconocimiento de dere-
chos sociales a las personas cuidadoras infor-
males, recortes, etc.). A fecha de febrero de 
2019, el SAAD tiene 1.778.386 solicitantes, 
1.647.299 resoluciones y 1.311.245 personas 
beneficiarias reconocidas con derecho a pres-
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tación; sin embargo, el 19% de estas últimas 
aún no recibe prestación (IMSERSO, 2019). 
Merece la pena subrayar también el caso de 
las prestaciones económicas para cuidados en 
el entorno familiar: si bien constituyen el 30% 
del total de las prestaciones tramitadas por el 
SAAD, sus cuantías varían entre los 153 euros 
para dependencia moderada y 387 euros para 
gran dependencia, y el estado se ha abstenido 
de su compromiso de pago de las cotizaciones 
de la seguridad social de las personas cuidado-
ras informales durante los últimos siete años 
(que se van a recuperar, afortunadamente, a 
partir del 1 de abril de 2019). 
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6. Conclusiones

El presente trabajo tenía un objetivo doble: se 
proponía dibujar una panorámica de las prin-
cipales políticas de conciliación de la vida la-
boral, familiar y personal en la Unión Europea, 
para identificar, a partir de ella, los enfoques 
dominantes, los casos ejemplares, las lagunas 
existentes y los retos a afrontar, tanto a escala 
europea como, en particular, para el caso de 
España. 

Para ello, el grueso del informe se ha dedi-
cado a la revisión de tres grupos de políticas 
de conciliación: las que guardan relación con 
el “tiempo” que deja disponible el trabajo, los 
“servicios” que se ofrecen a las familias, y el 
“dinero” que proporcionan diferentes presta-
ciones monetarias. Dos aspectos fundamen-
tales de las políticas de conciliación (o de la 
falta de ellas) han quedado fuera de esta re-
visión, por falta de datos comparativos y por 
limitaciones de espacio: por un lado, el empleo 
del hogar, que representa la otra cara de la 
insuficiencia o la falta de asequibilidad de los 
servicios de cuidados y, por otro, los beneficios 
fiscales, que constituyen lo que a veces se ha 
denominado el “Estado de bienestar oculto” 

(Noguera, 2016). Los principales resultados 
de la exploración realizada son:

1. Tiempo para conciliar.

Los países nórdicos, Francia y Holanda des-
puntan por sus jornadas semanales reducidas 
por convenio (alrededor de las 37 horas de 
media en los países nórdicos y Holanda; 36,6 
en Francia), por su mayor número de días de 
vacaciones pagados (25, salvo en Holanda) y 
por su menor dedicación media al trabajo a la 
semana (especialmente en Holanda, donde el 
empleo a tiempo parcial es mayoritario entre 
las mujeres y bastante significativo también 
entre los hombres). Sin embargo, de entre 
estos países, únicamente Holanda reconoce 
el derecho de todas las personas trabajadoras 
a reclamar horarios flexibles, teletrabajo o re-
ducción de jornada, mientras el resto sólo ga-
rantiza el derecho a la reducción de jornada. 

En cuanto a permisos de maternidad, la mayor 
parte de países europeos (nórdicos, continen-
tales y mediterráneos) reconoce entre 14 y 21 
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semanas a un nivel de remuneración dispar, 
mientras los países anglosajones sobresalen 
por ofrecer los permisos de mayor longitud 
pero peor remunerados. En los permisos para 
los padres encontramos una mayor diversidad 
de fórmulas, pues hay países que solo reco-
nocen permisos de paternidad (Finlandia y 
España destacan por su longitud), países que 
solo reconocen periodos reservados para los 
padres en sus esquemas de permisos paren-
tales (como Alemania) y países que ofrecen 
una combinación de ambas fórmulas (Suecia y 
Portugal serían ejemplos paradigmáticos). Los 
países de Europea Central y del Este recono-
cen los permisos parentales remunerados más 
largos, pero están fundamentalmente diseña-
dos para las madres y no incentivan su uso por 
parte de los padres. Suecia, en cambio, es un 
caso ejemplar, pues combina longitud de per-
miso y de periodo posible de disfrute, buena 
remuneración, flexibilidad, periodo intrans-
ferible para padres e incentivos económicos 
para un reparto igualitario. Por el contrario, en 
Francia, Holanda, los países mediterráneos y 
los países anglosajones los permisos parentales 
no están remunerados o lo están escasamente. 

2. Servicios para conciliar.

Los países nórdicos y Francia vuelven a des-
puntar como los países que más invierten en 

servicios de educación infantil, que son públi-
cos y universales, desde el inicio en los países 
nórdicos y desde los 3 años en Francia. No 
obstante, si bien la mayor parte (entre el 86% 
y el 97%) de menores entre 3 y 6 o 7 años es-
tán matriculados en este tipo de servicios en 
esos cuatro países, encontramos diferencias 
significativas en la cobertura de los servicios 
dirigidos al tramo 0-3: mientras en Dinamar-
ca el 72% de menores de 3 años hace uso de 
estos servicios, en Suecia la tasa es del 52%, 
en Francia, del 50%, y en Finlandia desciende 
al 31%. Estas diferencias apuntan a la impor-
tancia de los contextos económicos y socio-
culturales nacionales, que modelan preferen-
cias y prácticas de conciliación diversas, y que 
no pueden entenderse simplemente como el 
producto de una ideología más o menos sexis-
ta. De hecho, Finlandia ocupa el cuarto lugar 
en el ranking del Global Gender Gap (World 
Economic Forum, 2018) y destaca por ser 
el único país en el que los padres dedican un 
poco más de tiempo que las madres al cuidado 
de sus hijos e hijas en edad escolar (OCDE, 
2017). 

Por el contrario, Holanda es el país que más 
invierte en cuidados de larga duración como 
porcentaje del PIB, aunque su tasa de cober-
tura es menor que la de Suecia o Dinamarca, 
que le siguen en nivel de gasto en esta área.
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3. Dinero para conciliar.

Los países más generosos en prestaciones mo-
netarias a las familias son los países anglosajo-
nes, los países continentales (salvo Holanda), 
Polonia, Hungría, Italia y la República Checa. 
El universalismo es el enfoque dominante de 
estas prestaciones en la mayor parte de paí-
ses, a excepción de Italia, si bien en Alemania 
y Reino Unido una buena parte del gasto se 
dedica a prestaciones condicionadas a renta. 
Dinamarca, Suecia y Alemania destacan por 
la generosidad de sus prestaciones universales 
por hijo/a a cargo, mientras Holanda sobresale 
en el caso de las prestaciones para la atención 
a la dependencia. 

En resumen, los países nórdicos, Alemania y 
Austria son los países europeos que más invier-
ten en políticas de apoyo a las familias, si bien 
el enfoque de los primeros prima la provisión 
de servicios (el de Finlandia, en menor grado), 
mientras que el enfoque de los dos segundos 
prima el apoyo económico a través de pres-
taciones monetarias –aunque ambos están 
dedicando cada vez más presupuesto a servi-
cios–. Por su singularidad, el caso de Holanda 
merece una consideración especial: pese a ser 
el mayor inversor en cuidados de larga dura-
ción, es uno de los países europeos que menos 
gasta en familia y, sin embargo, la cobertura de 
sus servicios de atención y educación infantil 
es muy amplia y el porcentaje de menores de 3 
años que están solo al cuidado de sus progeni-
tores es de los más bajos de Europa. La oferta 
mayoritariamente privada de ese tipo de ser-
vicios, una jornada laboral semanal más redu-
cida y la extensión del trabajo a tiempo parcial 
(mayormente femenino, pero no sólo) y de las 
fórmulas flexibles de trabajo están detrás de 
estos datos en apariencia contradictorios.
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6.1. Una mirada al caso español

Como hemos visto en el segundo capítulo, la 
literatura especializada incluye a España en el 
modelo de régimen de bienestar mediterrá-
neo, un modelo mixto que combina rasgos de 
los modelos nórdico-socialdemócrata, conti-
nental-corporativista y anglosajón-liberal con 
un peculiar familiarismo (Ferrera, 1996; Mo-
reno, 1997; Naldini, 2006; Guillén y León, 
2011). El punto de partida histórico ha marca-
do la inclinación de nuestro modelo hacia los 
rasgos corporativista y familiarista, que son, sin 
lugar a dudas, dominantes. Por un lado, el cor-
porativismo se traduce en la apuesta por de-
rechos sociales que dependen de la situación 
de empleo (o desempleo) y su estatus (tipo de 
contrato, antigüedad, etc.) o, dicho de otro 
modo, del historial de cotizaciones a la Segu-
ridad Social: las pensiones, la cobertura por 
desempleo, los permisos de maternidad y pa-
ternidad, las deducciones fiscales para las ma-
dres empleadas con hijo/a menor de 3 años, 
etc. En un mercado de trabajo caracterizado 
por altas tasas de paro estructurales (en tor-
no al 15% en la actualidad, al 25% y el 10% en 
épocas de crisis y expansión, respectivamen-
te), temporalidad y bajos salarios, hacer de-
pender los derechos al bienestar y a cuidar de 
la situación de empleo redunda en el aumento 
de las desigualdades sociales (entre individuos 

y entre familias) y en la desatención de mu-
chos casos de emergencia social. 

Por otro lado, el familiarismo se refiere a ese 
“sentido común” que considera que los cuida-
dos a menores o personas en situación de de-
pendencia son responsabilidad primordial de 
la familia, y más específicamente, de las mu-
jeres. Mientras que en el modelo continental 
(Alemania o Austria) este sentido común ha 
estado acompañado de generosas prestacio-
nes monetarias –que tendían a reforzar la di-
visión sexual del trabajo pero han sido también 
un antídoto contra la pobreza y la exclusión–, 
el familiarismo español se ha caracteriza-
do, como hemos visto en el capítulo 5, por el 
abandono de las familias a su suerte por parte 
de las administraciones públicas. Este abando-
no ha profundizado la desigualdad de género, 
al ser las mujeres las principales encargadas del 
cuidado en las familias, reforzando la feminiza-
ción de la pobreza en nuestro país. 

No obstante, hay que reconocer que, desde 
los noventa, el aumento continuado de la par-
ticipación laboral de las mujeres, cuyas tasas 
de actividad han pasado del 42% en 1990 al 
70% en 2018 (OCDE, 2019), ha motiva-
do una profunda transformación tanto de las 
pautas familiares como de los valores y los 



115

estilos de vida, más diversos e igualitarios que 
en el resto del sur de Europa. Estos cambios 
han venido acompañados de ciertas políticas 
de conciliación, en particular, la creación y ex-
tensión progresiva del permiso de paternidad 
y la expansión de los servicios de educación 
infantil y de atención a la dependencia. Todo 
ello ha erosionado, sin duda, el tradicional fa-
miliarismo español (León y Migliavacca 2013; 
Moreno y Marí-Klose 2013; León, 2016). 

Sin embargo, los recortes, la escasa financia-
ción de esos servicios de cuidados, su falta de 
universalización y su variabilidad autonómica, 
junto con la carencia de prestaciones mone-
tarias de apoyo a las familias y de permisos 
parentales o para el cuidado de familiares re-
munerados, apuntan a un escenario contra-
dictorio de familiarismo y desfamiliarización. Y 
es que, en un país con un mercado de trabajo 
precarizado, con altas tasas de paro y suel-
dos bajos, la combinación de corporativismo 
y familiarismo por omisión refuerza la mer-
cantilización de la fuerza de trabajo –es decir, 
provoca que tanto hombres como mujeres 
dependan cada vez más de su participación 
en el mercado de trabajo para subsistir– e in-
tensifica las desigualdades entre individuos y 
familias según la calidad y la intensidad de sus 
empleos, lo que castiga a las familias con hijos 
e hijas, a las familias con personas en situación 
de dependencia a su cargo, y especialmente a 

las familias monomarentales y otras familias en 
situación de vulnerabilidad.

Es necesario subrayar que ambas dimensiones 
de nuestro régimen de bienestar conviven, por 
un lado, con una lógica universalista, dominan-
te en la educación, la sanidad y las pensiones 
no contributivas; y, por otro, con una lógica 
liberal, que impera en los servicios sociales, y 
que se refleja también tanto en la presencia 
mixta del sector privado y del tercer sector 
en muchos servicios (educativos, sanitarios y 
sociales sociales) como en su creciente priva-
tización (Rodríguez Cabrero, 2011). 

Valga esta caracterización de nuestro régimen 
de bienestar para subrayar lo que se apuntaba 
en el segundo capítulo: que toda propuesta de 
política pública de conciliación debería tener 
en cuenta el contexto económico-político e 
institucional en el que va a insertarse, porque 
en muchos casos este contexto puede cami-
nar en dirección contraria y contrarrestar sus 
objetivos, provocando consecuencias negati-
vas. No podemos pensar las políticas de con-
ciliación de la vida laboral, familiar y personal 
como políticas sectoriales desconectadas tan-
to del resto de políticas sociales como de la 
política económica. 

Por ello, no se puede pretender promover la 
conciliación de la vida laboral, familiar y per-
sonal si no se replantea la reorganización del 



116

mercado de trabajo y de nuestros derechos al 
mantenimiento de un nivel de vida socialmen-
te aceptable y a la seguridad social. Conciliar 
no es solo un problema de liberar tiempo de 
trabajo, sino que puede ser el problema de no 
tener trabajo o tenerlo pero no llegar a fin de 
mes. Sin embargo, en el debate sobre la con-
ciliación hay un sobredimensionamiento de la 
dimensión temporal y un olvido habitual de la 
dimensión económica, esto es, de la renta ne-
cesaria para poder decidir tener una familia y 
para poder mantenerla. Este olvido tiene un 
claro sesgo de clase (Warren, 2015). No sólo 
necesitamos liberar tiempo de trabajo para 
conciliar, sino que también necesitamos sala-
rios dignos y ensayar fórmulas que desconec-
ten el derecho al mantenimiento de renta y la 
seguridad material del empleo (Campillo y Del 
Olmo, 2018). 

Por otro lado, si bien fomentar la igualdad de 
trato entre hombres y mujeres en el empleo 
es, sin duda, uno de los objetivos de las polí-
ticas de conciliación de la vida laboral, familiar 
y personal, este no tiene por qué ser el único 
ni el principal: en primer lugar, porque poner 
el foco en la participación paritaria en el mer-
cado de trabajo difícilmente puede ayudarnos 
a visibilizar y valorizar la cantidad de tiempo y 
energías que requieren las tareas no mone-
tizadas, y principalmente las de cuidados; en 
segundo lugar, porque la familia heterosexual 

de dos sustentadores no debería ser la norma 
que guíe nuestras políticas de conciliación, que 
deberían asumir la diversidad familiar como un 
enfoque transversal imprescindible. 
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Como sociedad, vivimos los problemas y deci-
siones relacionadas con el trabajo y la vida per-
sonal y familiar como problemas y decisiones 
individuales y personales.  

Sin embargo, el feminismo como teoría de 
análisis, nos ha enseñado que estos proble-
mas y decisiones que vivimos como persona-
les e individuales afectan de manera desigual a 
hombres y mujeres, y son fruto, en su mayor 
parte, de condiciones y procesos sociales e 
institucionales más amplios, en los que se pue-
de y se debe intervenir políticamente. 

Si queremos avanzar en hacer efectiva la co-
rresponsabilidad, tanto de los varones como de 
las empresas y de la sociedad en su conjunto, 
en relación a los cuidados, debemos otorgar a 
los cuidados el valor social que realmente tie-
nen, a la vez que exigimos que estos se repar-
tan de modo igualitario y se articule un sistema 
de bienestar social de calidad que garantice el 
bienestar de las personas a cuidar y de quienes 
cuidan. 

Necesitamos imaginación y voluntad política 
para diseñar políticas públicas desde las admi-
nistraciones y de responsabilidad corporativa 
desde las empresas, con perspectiva de géne-
ro, que nos permitan tanto mantener un nivel 
de vida socialmente aceptable como dedicar 
tiempo a las distintas actividades socialmente 
necesarias, incluidos los cuidados o la partici-
pación social en todas las etapas de la vida. 

Por ello, como organización que trabaja por 
el bienestar de todas las familias, teniendo en 
cuenta su diversidad, desde UNAF queremos 
aportar algunas recomendaciones que puedan 
enriquecer la discusión de políticas públicas a 
partir de lo analizado en este informe.

Siguiendo los tres pilares que hemos analizado 
en este informe, planteamos una serie de re-
comendaciones que no son un listado exhaus-
tivo ni cerrado, sino que pretenden contribuir 
al debate abierto sobre este asunto, tomando 
en consideración, en muchos casos, experien-
cias ya en marcha en otros países. 

UNAF, recomendaciones  
y propuestas para el debate 
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En relación al tiempo para conciliar

-Fomentar la flexibilidad del tiempo de trabajo, 
que puede adoptar distintas formas: la reduc-
ción temporal de la jornada laboral, los horarios 
flexibles de entrada y salida, las bolsas de horas 
y, en los sectores que sea posible, el teletraba-
jo. Uno de los apartados de la directiva euro-
pea de conciliación se refiere precisamente a 
la promoción de este tipo de medidas. 

De entre ellas, en España solo se reconoce el 
derecho a la reducción de jornada por cuidado 
de hijo/a menor de 12 años o de familiar –hasta 
segundo grado de consanguinidad– en situa-
ción de dependencia. No obstante, la pérdida 
de salario que acarrea esta medida y su impo-
pularidad en determinados sectores y tipos de 
empresa limita su disfrute real, convirtiéndola 
en una opción reservada para el funcionaria-
do y las personas trabajadoras empleadas en 
medianas o grandes empresas, con contratos 
estables y buenos salarios. 

»» Promover horarios flexibles de entrada 
y salida, jornadas intensivas, posibilidad 
de cambios de turnos, bolsas de horas, y 
donde sea posible, tiempo de teletrabajo, 
que permitan adaptar la jornada laboral 
a las necesidades de conciliación de cada 
persona.  Todo ello desde un enfoque que 
fomente el derecho a la presencia en el 

trabajo, haciéndolo compatible con el 
cuidado y la vida personal. 

»» Exigir la implantación de Planes de Igual-
dad de empresa e instituciones como 
instrumento clave en el fomento de es-
tas medidas y la adopción de acuerdos 
adaptados al contexto de la empresa y las 
necesidades de las personas empleadas. 

»» Reducir el coste de oportunidad de aco-
gerse a una reducción de jornada para los 
y las trabajadoras más precarios a través 
de la introducción de un sistema de pres-
taciones monetarias (universales y condi-
cionadas) por hijo o hija.

»» Valorar medidas de compensación eco-
nómica y de cotizaciones sociales, con-
dicionada a comprobación de renta, para 
evitar que una reducción de jornada para 
el cuidado de menor o persona depen-
diente por parte de las personas traba-
jadoras con menores salarios incremente 
aún más su vulnerabilidad económica. 

»» Ampliar el requisito de edad del hijo o 
hija menor que da derecho a la reducción 
de jornada hasta los 14 o 16 años. Las po-
líticas de corresponsabilidad no deberían 
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seguir obviando un periodo tan clave en 
el desarrollo de los y las menores como es 
la adolescencia. 

-Reformular nuestro sistema de permisos para 
el cuidado

En España se reconoce el derecho a exce-
dencias no remuneradas por cuidado de hijo/a 
menor de 3 años y por cuidado de familiar en 
situación de dependencia. 

El primer tipo sería el equivalente a lo que en 
la mayoría de países europeos se denomina 
“permiso parental” y que suele estar remu-
nerado. Como ocurre en el caso de la reduc-
ción de jornada, la no remuneración de ambas 
excedencias limita mucho su uso, reforzando 
también que sean mayoritariamente mujeres 
quienes se acojan a ellos, debido entre otros 
factores, a la brecha salarial de género exis-
tente.

»» Seguir adoptando medidas efectivas 
contra la desigualdad salarial, así como 
introducir una remuneración adecuada 
para garantizar el derecho al disfrute de 
estas excedencias por parte de hombres 
y mujeres, fomentando así también la co-
rresponsabilidad efectiva y el reparto del 
cuidado. 

El bienestar de la infancia es una cuestión cla-
ve desde la perspectiva de las familias cuando 
hablamos de políticas de conciliación, además 
de las cuestiones de empleo e igualdad de los 
progenitores de ambos sexos. Creemos que 
además de demandar servicios accesibles y de 
la máxima calidad de educación infantil 0-3, 
también hay que considerar la preferencia de 
muchas familias por el disfrute de permisos 
largos para la salud y el bienestar de los bebés, 
especialmente para aquellos que requieren de 
cuidados médicos reiterados en el primer año 
de vida. 

En este sentido, la directiva europea de con-
ciliación recoge la necesidad de reconocer 
cuatro meses de permiso parental tanto para 
padres como para madres, dos de los cuales 
habrían de ser intransferibles y remunerados. 
Así pues, en aplicación de esta directiva, Es-
paña puede verse obligada pronto a empezar a 
remunerar parte de su excedencia por cuidado 
de hijo/a menor de 3 años, lo que permitiría a 
madres y padres que así lo deseen alargar el 
tiempo que pueden estar en casa con sus be-
bés o para incorporarse de forma parcial (pero 
sin pérdida de sueldo) al trabajo. 

Sólo a través de permisos bien pagados se 
está avanzando en fomentar el uso de estos 
permisos por parte de los varones, pues de 
lo contrario la pérdida de ingresos familiares 
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pesa demasiado sobre la decisión de adopción 
de estos permisos y la brecha salarial influye 
demasiado para que sean las mujeres las que 
adopten estos permisos. 

Por otro lado, solo si se remuneran adecuada-
mente estos permisos constituye una solución 
razonable y posible para familias monomaren-
tales o familias de bajos ingresos. 

La diversidad familiar como, por ejemplo, las 
familias reconstituidas también debe tenerse 
en cuenta, y si el/la menor vive con un padre/
madre de “crianza”, (la actual pareja de la ma-
dre/padre) asumiendo roles de parentalidad 
también debería tener derecho a disfrutar de 
dicho permiso parental para el cuidado del/la 
menor. 

»» Aprobación de un “permiso parental re-
munerado” para el cuidado de hijo o hija 
menor de 3 años. 

Otra cuestión pendiente en nuestro país son 
los permisos puntuales para atender enfer-
medades comunes de hijos/as o de familiares 
dependientes. Cualquiera que tenga a cargo 
hijos/as menores o familiares en situación de 
dependencia sabe cómo las enfermedades de 
diferente grado de gravedad y las urgencias 
varias quiebran los –ya precarios– arreglos de 
conciliación cotidianos. Pese a que son situa-
ciones muy comunes, no existen permisos es-

pecíficos para atenderlas. Nuestra legislación 
solo reconoce un “permiso por enfermedad 
grave, hospitalización o intervención quirúr-
gica con reposo domiciliario de un familiar” 
(hasta el segundo grado de consanguinidad) 
de dos días (cuatro, si es necesario un despla-
zamiento), lo que deja sin cubrir la mayor parte 
de contingencias médicas que se les presentan 
a las personas con responsabilidades de cuida-
do. En cambio, en Suecia las familias pueden 
disfrutar de hasta 120 días de permiso remu-
nerado al año para atender las enfermedades 
comunes de cada hijo/a menor de 12 años. 
Sin irnos tan lejos, Portugal reconoce hasta 
30 días de permiso remunerado al año por 
niño/a menor de 12 años y 15 días si es ma-
yor. En cualquier caso, la directiva europea de 
conciliación recoge la obligación de introducir 
un permiso para cuidar (de hijos/as o familiares 
enfermos o en situación de dependencia) de 
mínimo 5 días.

»» Implementar un nuevo permiso para el 
cuidado de enfermedades comunes de 
hijos/as o de familiares dependientes de 
al menos 5 días al año y fórmulas de “días 
de permiso recuperables” como ya existe 
en sectores del empleo público. 

Desde su creación en 2007, el permiso de 
paternidad se ha ampliado hasta alcanzar las 
ocho semanas aprobadas ya para 2019. La 
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ampliación progresiva del permiso de pater-
nidad hasta la equiparación con de las 16 se-
manas de permiso de maternidad es bastante 
segura.

Desde la perspectiva de que es esencial que 
se fomente la corresponsabilidad de género 
en los cuidados, el debate debe también am-
pliarse. Por un lado, es necesario reconocer las 
grandes lagunas que aún existen en la protec-
ción a la maternidad (madres desempleadas, 
con cotizaciones insuficientes, autónomas…) y 
priorizar la inclusión de las madres en situacio-
nes más vulnerables, como las que no tienen 
derecho a permiso, ampliando la cobertura y 
remuneración del actual subsidio por mater-
nidad. 

»» Con el objeto de lograr una mayor equi-
dad y protección a las madres en situacio-
nes más vulnerables, ampliar la cobertura 
poblacional del subsidio por maternidad:  

›› Aumentar el umbral de edad de la 
madre hasta los 23 años sin exigir pe-
ríodo mínimo de cotización.

›› Disminuir los períodos de cotización 
mínimos en los grupos de edad supe-
riores a 23 años.

›› Alargar a 84 días naturales y a 112 días 
naturales el subsidio por maternidad 

de aquellas mujeres de alta en el Sis-
tema de Seguridad Social mayores de 
23 años que no cumplen el periodo 
de cotización mínimo.

»» Promover incentivos que favorezcan la 
inserción laboral de las madres, como, 
por ejemplo, una reforma factible de la 
deducción fiscal actual por madre traba-
jadora de modo que:

›› Siguiera manteniéndose el compo-
nente lineal de la deducción fiscal, lo 
que implica deducir hasta 1.200 eu-
ros anuales con independencia de los 
ingresos de la madre.

›› Aumentar hasta 2.400 euros anuales 
la deducción fiscal a aquellas madres 
trabajadoras con menores de tres 
años que cobren el salario mínimo in-
terprofesional.

»» Reconocimiento a las madres solas de la 
extensión completa de la combinación de 
los permisos de maternidad y paternidad 
o del permiso parental, si fuera esa fór-
mula la que se introdujera.

-Reducir la jornada laboral semanal

En España, la jornada laboral semanal de 40 
horas se consiguió en 1919; desde entonces, 
ésta no ha sufrido ningún cambio, a pesar de 
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la incorporación de las mujeres al empleo, la 
profunda transformación de los hogares que 
esta ha supuesto y las nuevas concepciones 
de la infancia. El movimiento obrero de prin-
cipios del siglo XX reivindicaba 8 horas para 
el trabajo, 8 horas para el ocio y 8 horas para 
el descanso. Sabemos que esa reivindicación 
estaba basada en la vida de los trabajadores 
varones y ocultaba la cantidad de tiempo que 
las mujeres dedicaban al trabajo doméstico y 
de cuidados, actividades socialmente necesa-
rias para sostener la vida y reproducir la fuerza 
de trabajo. ¿Cómo es posible, entonces, que 
nos parezca social y familiarmente sostenible 
que tanto hombres como mujeres trabajemos 
ahora ocho horas? Si es insostenible para una 
familia de dos sustentadores, resulta casi una 
ficción para las familias monomarentales. 

Por ello, en un contexto de profunda transfor-
mación del mercado de trabajo a nivel mundial, 
creemos que es necesario que la reducción de 
la jornada semanal gane protagonismo en la 
agenda política y en el debate público. 
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En relación a los servicios para conciliar

-Educación infantil 0-3 universal, accesible y de 
calidad educativa  

Es cierto que la oferta de los servicios de edu¬-
cación infantil 0-3 es aún insuficiente para cu¬-
brir la demanda de las familias. No obstante, el 
debate no debe restringirse a la cuestión de la 
ampliación de plazas, sino que han de consi¬-
derarse otras dimensiones. Como recomienda 
COFACE Families Europe, hay que asegurar 
la asequibilidad y la calidad del servicio, que está 
asociada tanto a la reducción de las ratios como 
a la mejora de la formación y las condiciones de 
trabajo y remuneración de los y las educadoras.

La valoración de criterios de calidad, sociales y 
pedagógicos en la adjudicación de servicios de 
educación infantil que está introduciendo el 
Ayuntamiento de Madrid en este sector son un 
ejemplo de buenas prácticas, que podrían repli-
carse en otros ayuntamientos y Comunidades 
Autónomas.

»» Universalizar la educación infantil 0-3, 
poniendo especial atención en su cali-
dad, diversidad y flexibilidad de horarios 
y proyectos educativos.

-Servicios de conciliación complementarios

Asimismo, se debe reconocer que los horarios 
estándar de los servicios de educación infantil 
(no sólo de 0 a 3) son incapaces de ofrecer una 
solución a una gran parte de las familias, aque-
llas en que sus miembros trabajan con horarios 
atípicos (de tarde, fines de semana), estudian o 
buscan trabajo o las familias monomarentales.

Ampliar la flexibilidad de los horarios de apertura 
(que tendrían que conjugar los intereses de los 
padres y madres con el respeto al bienestar y 
biorritmo de los/as niños/as) poniendo en mar-
cha una diversidad de tipos de servicios (CO-
FACE, 2015: 61-62).

La promoción de servicios y actividades cul-
turales, artísticas y deportivas que además de 
promover la conciliación, garanticen la igualdad 
de acceso a estos servicios a las familias con 
menos recursos y a sus hijos e hijas, en horario 
no escolar y periodos no lectivos. Garantizar el 
acceso de la infancia a este tipo de actividades 
deportivas y de educación no formal tiene un 
papel importante en el desarrollo infantil 126 y 
escolar de los niños y las niñas y adolescentes, 
contribuyendo a la reducción del fracaso escolar 
y fomentando la igualdad de oportunidades.
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»» Desarrollar servicios de ludotecas, activi-
dades extraescolares y ampliar la oferta de 
los centros culturales y de ocio para niños, 
niñas y adolescentes, que diversifiquen los 
servicios de conciliación desde una pers-
pectiva de corresponsabilidad social de to-
das las instituciones.

-Avanzar hacia la universalidad del Servicio de 
Atención a la Dependencia 

Es necesario aumentar la cobertura y el nivel de 
protección de todas las herramientas previstas 
(teleasistencia, ayuda a domicilio, centros de 
día y de noche, residencias y prestaciones). Es 
urgente asegurar la cobertura a todos los gra-
dos de dependencia e incrementar las presta-
ciones económicas para cuidadores/as tanto 
profesionales como familiares. La diversidad de 
herramientas no debe conceptualizarse como 
una debilidad del sistema (que algunas personas 
creen sesgado hacia las prestaciones), sino que 
debe ponerse en valor: las herramientas deben 
ser diversas para poder adaptarse a la diversidad 
de situaciones por las que transitan las personas 
mayores y en situación de dependencia a lo lar-
go de su vejez. En este sentido, es necesaria una 
perspectiva de ciclo vital.

»» Revisar y ampliar la cobertura del Sistema 
de Atención a la Dependencia, garantizan-
do su proclamada universalidad.

»» Promoción de servicios de apoyo las per-
sonas mayores y/o dependientes para la 
toma de decisiones autónomas en relación 
a su cuidado, a través de la mediación in-
tergeneracional con su familia. 

En 2011, el Real Decreto 1620/2011 y la Ley 
27/2011, inspirados en las recomendaciones del 
Convenio 189 de la Organización Internacio-
nal del Trabajo, modificaron las condiciones de 
trabajo y los derechos a protección social de las 
trabajadoras del hogar. Sus derechos se iguala-
ron, en gran parte, con los del resto de personas 
trabajadoras, especialmente con respecto a la 
formalización y copia física del contrato y su ins-
cripción en la seguridad social, a la regulación de 
salarios, a los horarios y a algunos derechos de 
protección social. Se abolió el régimen especial 
para el empleo del hogar y se incluyó a las traba-
jadoras del hogar en el régimen general de segu-
ridad social, pero bajo un sistema especial, con 
el compromiso de ir adaptando sus cotizacio-
nes y mejorando cuestiones pendientes. Ahora 
las trabajadoras domésticas tienen derecho a 
pensión y discapacidad temporal. Sin embargo, 
todavía no se han igualado sus condiciones para 
el cálculo de las pensiones y carecen del dere-
cho al desempleo. Junto con esas deficiencias, 
la regulación sigue sin abordar cuestiones que 
aún no se han resuelto: la cláusula de exclusión 
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voluntaria introducida por la reforma de 2012, la 
situación de las trabajadoras internas y la posibi-
lidad de rescisión del contrato por desistimiento 
(esto es, por la pérdida subjetiva de confianza del 
empleador en su empleada) (Díaz y Fernández 
2016)

»» Avanzar en la equiparación de los derechos 
laborales y de protección social de las tra-
bajadoras de hogar y cuidados, regulando 
su derecho al descanso y a la conciliación.
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En relación a las prestaciones monetarias para conciliar

El actual contexto de precariedad laboral post-
crisis y los bajos salarios que en muchos casos 
no permiten salir del umbral de la pobreza son 
la causa más relevante de la pobreza familiar 
que tiene su lado más amargo en la pobreza in-
fantil. Una pobreza que además se cronifica en 
las familias y agudiza una brecha de desigual-
dad social que es hoy el principal desafío que 
se debe abordar con urgencia y presupuesto 
en nuestro país. 

Por todo ello y con carácter general habría 
que…

»» Fomentar salarios dignos, luchar contra 
la brecha salarial de género y la precarie-
dad laboral, y sistemas fiscales más justos 
y equitativos desde una perspectiva de 
género, que garanticen unos ingresos mí-
nimos suficientes para el desarrollo de los 
proyectos vitales de las familias.  

-Crear un sistema mixto de prestaciones univer-
sales y condicionadas por hijo/a a cargo

Como hemos visto, España está a la cola de 
Europa en la inversión en familia e hijos/as. 
Somos uno de los pocos países europeos que 
no tiene prestaciones monetarias universa-
les por hijo/a a cargo menor de 18 años. La 

consecuencia más dramática de esta falta de 
inversión es la alta tasa de pobreza, y parti-
cularmente pobreza infantil, que tenemos en 
nuestro país. En este sentido, la creación del 
Alto Comisionado para la Lucha Contra la 
Pobreza Infantil es una buena noticia. Gracias 
al trabajo de este Comisionado, en marzo de 
2019 se aumentaron las prestaciones exis-
tentes por hijo/a a cargo, pero éstas seguirán 
siendo condicionadas a nivel de renta y de 
cantidades exiguas. De hecho, se ha calculado 
que el aumento de esas prestaciones afectará 
solo al 19% de niños y niñas. Sin duda, esta ac-
tuación es necesaria, pero resulta insuficiente 
para la magnitud del problema al que nos en-
frentamos.

»» Introducir un sistema mixto de presta-
ciones monetarias por hijo/a a cargo, que 
incluya prestaciones universales, pres-
taciones complementarias para familias 
diversas (monomarentales, numerosas…) 
y prestaciones complementarias condi-
cionadas al nivel de renta para familias de 
bajos recursos.

-Mejorar la retribución de las prestaciones eco-
nómicas tanto para cuidadores/as profesiona-
les como familiares, asegurando los derechos 
sociales de estos/as últimos/as, asimilando su /r
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/r

tiempo dedicado al cuidado, en especial para el 
cálculo de las pensiones, para el acceso a ser-
vicios sanitarios y sociales, y a programas de 
formación (COFACE, 2015: 24). 

Por último, desde UNAF queremos destacar 
el papel clave que entendemos que debe se-
guir teniendo la UE para garantizar un marco 
legislativo que asegure una coherencia de las 
políticas y servicios entre los estados miem-
bros. Un marco legislativo europeo que nos 
oriente en la consecución de objetivos como 
la igualdad de género efectiva y la correspon-
sabilidad real y permitan un seguimiento de la 
eficacia de estas políticas. 

Por eso UNAF seguirá trabajando a través de 
la red europea de entidades de familias que li-
dera COFACE para influir y proponer medi-
das que contribuyan a crear una red de apoyo 
institucional a las familias que fortalezca el de-
recho al cuidado sin menoscabo del derecho al 
trabajo, la igualdad de género y la protección 
de todas las familias a lo largo del ciclo vital. 

UNAF (Unión de Asociaciones Familiares)
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